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MARCO INSTITUCIONAL, 
POLÍTICAS PÚBLICAS Y 

REGULACIÓN TIC

Roberto Cruz Romero

Las tecnologías de la información y la comunicación 
(TIC) actualmente son una parte indispensable 
de la vida cotidiana de todos los individuos, no 

obstante la facilidad de acceso y uso no es la misma para 
toda la población, debido a diferentes factores que impactan 
su alcance tanto a nivel económico como cultural. A ello 
debe sumársele la labor pública como facilitador para la 
tenencia y la apropiación de las mismas. Además, debe 
contemplarse que este es un esfuerzo dual, enfocado 
con mayor atención en la ciudadanía, pero con un peso 
importante en el área gubernamental e institucional del 
Estado. Es bajo esta consideración que este capítulo se 
propone atender los esfuerzos realizados por parte del 
Gobierno para atender necesidades ciudadanas y analizar 
el estado de la normativa pública en materia TIC en pos 
de mejorar su funcionamiento y servicio a la sociedad.

En esta nueva edición del Informe Hacia la Sociedad de 
la Información y el Conocimiento, se plantea atender 
los anteriores elementos desde una óptica común, 
entrelazando los ejes de regulación, políticas públicas y 
el marco institucional que recubre al sector TIC y, con 
ello, al país. Así mismo, esta se enmarca en un contexto 
muy dinámico; por un lado, la presentación de un nuevo 
Plan Nacional de Desarrollo de las Telecomunicaciones 
(PNDT) y el ambiente político en el que se generó, 
causando incluso un cambio de autoridades en el 
Ministerio de Ciencia, Tecnología y Telecomunicaciones 
(Micitt). Además, la presentación de una Hoja de Ruta 
para la transición a la Televisión Digital, y los preparativos 
para la subasta de un bloque de frecuencias de 70 MHz 
ubicadas en dos bandas para telefonía móvil. Ello implica 
cambios en la distribución del espectro entre los tres 
operadores actuales, así como en la dinámica comercial 

del sector. Sumados estos eventos, representan variaciones 
importantes en la naturaleza del uso y regulación de TIC 
en Costa Rica, y ello es lo que se pretende evidenciar en 
este capítulo.

Estos eventos, así como la profundización de las labores 
de la Superintendencia de las Telecomunicaciones (Sutel) 
y del Fondo Nacional de Telecomunicaciones (Fonatel), 
dan pie a un contexto que se ha visto moldeado por 
las nuevas dinámicas que, desde un punto de vista 
estatal, han venido imperando en este sector. Ello se 
ve respaldado por el fuerte impulso del Gobierno a la 
inversión en ciencia y tecnología, y la mejoría relativa de 
Costa Rica en índices de medición TIC, especialmente 
telecomunicaciones.

Este apartado se divide en seis secciones principales; a 
saber, una primera que presente y analice el estado actual 
del Gobierno Digital en Costa Rica. Con ello se pretende 
observar detalladamente la institucionalidad que lo rige, 
su evolución, logros y proyectos; para así presentar 
una visión del beneficio de estas herramientas en la 
Administración y la sociedad. Seguidamente, se analizará 
la implementación de políticas y proyectos de Gobierno 
Abierto en el país. Prestándole especial atención a la 
Estrategia Nacional de Gobierno Abierto presentada en 
2015 por la administración Solís Rivera. Así, se pretenden 
trazar vínculos entre los esfuerzos hechos en materia de 
apertura, transparencia y rendición de cuentas, sumados 
a accesibilidad y participación con una visión general de 
nivel macro que guíe institucionalmente esta visión.

Las primeras secciones se desarrollarán alrededor de un eje 
común, enfocado en los cambios de la institucionalidad 
costarricense, el giro de organización que afecte al 
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sector TIC y las funciones de cada entidad atinente. 
Consecuentemente, la siguiente sección contendrá un 
apartado principal que englobe el mayor instrumento 
de política en el tema: el PNDT. Este apartado hará una 
descripción del avance del PNDT, con el fin de evaluar 
sus pilares, metas y su cumplimiento en general. También 
hará un diagnóstico de documentos interrelacionados con 
el Plan, que se encarrilen en la visión de digitalización, 
apertura y transparencia que los anteriores temas también 
plantean. Seguidamente, se hará una revisión detallada de 
lo referente a regulación y telecomunicaciones. De manera 
implícita, esta parte se referirá a dos temas fundamentales: 
las labores regulatorias de la Sutel, así como el desarrollo 
de los programas y proyectos solidarios del Fonatel. Estos 
dos componentes representan una parte fundamental del 
análisis general, ya que han sido temas de trascendencia en 
los estudios previos del Prosic así como para el desarrollo 
del sector telecomunicaciones en Costa Rica. 

Se dedicará una sección para atender el progreso que han 
tenido los sectores productivos a través de la dinámica 
legislativa, en relación a TIC. El apartado pretende 
abordar la legislación existente y en curso, específicamente 
desde la perspectiva tecnológica, enfocada en crear 
o modificar estructuras institucionales para que las 
TIC sean incorporadas a la economía costarricense. Es 
decir, analizar las tendencias en uso de tecnologías para 
promover la producción, vínculo con y satisfacción del 
usuario. Se tendrán como ejes el teletrabajo, la ciber-
seguridad, uso de redes sociales, u otras que inserten las 
TIC en el ciclo productivo. Luego, se concluirá con una 
parte que se dirija a esbozar las conclusiones pertinentes 
y aportar las recomendaciones que se contemplen, fruto 
de una discusión crítica de los ejes antes mencionados.

1.1 GOBIERNO DIGITAL EN 		
COSTA RICA

Durante el año 2015, y en lo que se cuenta del 2016, la 
rectoría del Gobierno Digital en Costa Rica ha variado 
en forma, mientras que su fondo sigue apuntando a la 
optimización de procesos y servicios, tanto para el usuario 
como para la Administración. Esto pues, según el PNDT, 
publicado en octubre del año 2015, “las actuaciones de 
“la Secretaría Técnica de Gobierno Digital no reflejen 
un alineamiento consistente con las prioridades y las 
políticas de Estado” (Micitt, 2015, p.45). De la misma 

forma, el documento de política pública indica que 
será un ente conformado dentro del Viceministerio 
de Telecomunicaciones, la Dirección de Tecnologías 
Digitales (DTD), el que se encargará de asumir las 
funciones de rectoría en la materia, específicamente de 
Gobierno Electrónico.

Esto viene sumado, además, al hecho de la mencionada 
Secretaría Técnica de Gobierno Digital (STGD) pasó 
a inicios del mismo 2015 a ser parte de la empresa 
Radiográfica Costarricense S.A. (Racsa), subsidiaria del 
Instituto Costarricense de Electricidad (ICE). Allí, la 
STGD no posee ningún proyecto novedoso, más allá 
de los que ya tiene en ejecución (ControlPAS, Regístrelo, 
MerLink, CrearEmpresa y las Ventanillas Electrónicas de 
Servicios (VES) de la Dirección General de Migración y 
Extranjería y Correos de Costa Rica (Cruz, 25 de enero, 
2015; Gobierno Digital, s.f.). Ahora bien, dicho traslado 
de funciones no deja de ser polémico, pues el mismo 
PNDT apunta que

Se tiene el reto de consolidar en una sola instancia 
la construcción de la política pública en el campo 
de las tecnologías digitales (…) cuyo objetivo 
principal es formular instrumentos de planificación 
en Gobierno Electrónico, manteniendo un banco 
de información actualizado sobre el tema, así 
como monitoreando los avances registrados, para 
guiar de forma ordenada y articulada el desarrollo 
de políticas en ese campo.

En esta línea, el papel que el Viceministerio adopta 
fortalece sus funciones, apostando por una rectoría no 
sólo en materia de telecomunicaciones, sino de innovación 
y gestión digital y electrónica del Estado. No obstante, la 
mencionada Dirección de Tecnologías Digitales, si bien 
asume funciones que la STGD ostenta, su rol se posiciona 
en un nivel de jerarquía mayor, por lo menos desde el punto 
de vista de una relación de dirección. Constatando esto, 
puede verse el inciso “a” del artículo 28 del “Reglamento de 
organización de las áreas que dependen del Viceministro 
(a) de Telecomunicaciones del Ministerio de Ciencia, 
Tecnología y Telecomunicaciones” (Presidencia de la 
República) que establece como competencia de la DTD:

Articular una estrategia para el desarrollo de 
la Sociedad de la Información y el Gobierno 



Hacia la Sociedad de la Información y el Conocimiento, 2016

19

Electrónico, que incluya la integración de los 
diversos esfuerzos y proyectos que el país realiza 
en ambos temas, y que se expresa en planes y 
programas del ámbito digital.

De lo anterior se desprenden varias cosas, principalmente 
observando el inciso “b” del mismo numeral. Tal norma 
detalla que bajo la dirección de este ente estarán, i) el 
Departamento de Sociedad de la Información y, ii) el 
Departamento de Gobierno Electrónico. Así pues, por 
un lado, la incorporación de la dependencia de Gobierno 
Electrónico en esta Dirección establece un claro rumbo 
en la rectoría del área. Es decir, de cierta forma absorbe 
las funciones de la ya mencionada STGD. Desde un 
punto de vista político, esta transformación va en claro 
detrimento de la capacidad organizacional y operativa del 
organismo a cargo de la Sra. Alicia Avendaño, secretaria a 
cargo. Este mismo deterioro se evidencia en diversos  foros 
donde la rectoría e incidencia del Gobierno Electrónico 
debe estar presente (véase el caso de Gobierno Abierto 
y la relación de entes como la Sutel y Fonatel respecto 
esfuerzos de digitalización en la sociedad).

El término de Gobierno Digital se traslapa con el de 
Gobierno Electrónico que, aunque conceptualmente 
distintos, desde el punto de vista de la Administración y la 
política pública se conciben como análogos. Esto, si bien 
impulsa el desarrollo de proyectos de innovación y rediseño 
de los servicios del sector público, instrumentaliza y reduce 
la visión del Gobierno Digital en todas sus dimensiones, 
basadas en el acceso, la adopción, y transferencia de tales 
esfuerzos1. Del mismo modo, como se ha mencionado, la 
DTD del Viceministerio de Telecomunicaciones engloba 
el departamento de Gobierno Electrónico, encargado de 

a) Proponer las políticas públicas que orienten el 
desarrollo del gobierno electrónico; b) Diseñar y 
dar seguimiento a los planes de acción (con plazos 
y responsables) para promover las políticas que 
se definan en materia de gobierno electrónico. 
(Presidencia de la República, 2014, art. 34)

Nuevamente, existe un claro entrevero de responsabilidades 
en lo que respecta a la STGD y la DTD del Viceministerio. 

1   Véase: Information Technologies Group (2000). Readiness for the 
Networked. A Guide for Developing Countries World. Berkman Center 
for Internet & Society. Cambridge: Harvard.

No obstante, según declaraciones de especialistas en el tema 
(Cruz,  25 de enero, 2015; Molina, 2015), el hecho de que 
la STGD haya sido reubicada en el ICE, específicamente en 
Racsa, convierte a esta entidad en un órgano dependiente 
de tal empresa pública, lo que recae en la rectoría de la 
DTD. En otras palabras, corresponde a esta última dictar 
las políticas y planes que las instituciones públicas y de 
gobierno deben seguir en materia de gobierno electrónico, 
la STGD incluida. Además, hasta el momento en que se 
escribe este informe, es desconocido si las labores técnicas 
de la Secretaría se continuarán implementando a lo largo 
de las instituciones públicas o, al contrario, será cada 
institución la que genere sus herramientas tecnológicas.

Por ejemplo, en marzo de 2016 se presentó una nueva 
aplicación dentro del portal ControlPAS, del Ministerio 
de Seguridad Pública, llamada “Agente Privado CRC”. 
Esta permite fiscalizar a las empresas de seguridad privada 
que ofrecen sus servicios en residencias o comercios. 
No obstante, esta se desarrolló sobre una plataforma 
preexistente. Por lo demás, no parece haber nuevos 
proyectos gestándose desde la STGD, al tiempo que 
otras instancias públicas aquejan el estado de aparente 
debilidad que refleja. Incluso proyectos como En Tiempo 
y el Sistema de Revalorización, Planillas y Pensiones 
de la Dirección Nacional de Pensiones (SRPP-DNP) 
parecen haber sido descontinuados, pues sus respectivas 
direcciones web no se encuentran funcionando. No 
obstante, el principal proyecto de esta entidad, sigue 
creciendo, como es el caso de MerLink. Esto pues “hay 
más de 100 instituciones compradoras registradas y que 
realizan sus compras a través de MerLink. A la fecha 
de este informe hay 11.500 personas físicas y jurídicas 
registradas en el Registro Único de Proveedores” (STGD, 
2016, p.6).

Así mismo, la STGD, a través de su sitio web (gob.go.cr) 
solamente muestra información para 5 servicios; a saber, 
Regístrelo, ControlPAS, CrearEmpresa, Datos Abiertos y 
MerLink. Es decir, las aplicaciones En Tiempo, SRPP-
DNP y MuNet (visible en el sitio de la Unión Nacional de 
Gobiernos Locales [UNGL]) ya no están disponibles en 
dicho portal; de hecho, la aplicación En Tiempo ya no se 
encuentra funcionando (su dirección web www.entiempo.
go.cr redirige a un sitio de la empresa Microsoft), la 
aplicación de la DNP ha sufrido varias críticas, incluso de 

http://www.entiempo.go.cr
http://www.entiempo.go.cr
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la Contraloría General de la República (CGR)2 relativas 
a sus deficiencias informáticas y la capacidad del sistema 
por realizar las tareas para las que fue diseñado; mientras 
que MuNet sólo es accesible mediante el sitio web de la 
UNGL o el de la Organización de Estados Americanos 
(OEA), en los que además resalta una diferencia en el 
número de municipios participantes (34 en el sitio de la 
OEA y 20 en el sitio de la UNGL), evidenciando una 
descontextualización y falta actualización. Podrían ser 
varias las causas por las cuales estas herramientas han tenido 
una utilización y éxito tan deficientes (mala gestión, mal 
diseño o incluso errores técnicos de implementación), no 
obstante siguen resaltando aquellas que efectivamente 
han sido implementadas de forma exitosa. 

1.1.1 Gobierno Electrónico

Para analizar lo relativo a este tema, desde la óptica del 
avance del mismo en Costa Rica, se hará una revisión 
de lo contenido en el PNDT 2015-2021, haciendo 
referencia a lo que la edición anterior de este Informe 
Prosic detallaba. En tal edición (Molina, 2015) se 
hace referencia al plan de trabajo del departamento de 
Gobierno Electrónico, de la DTD; documento que 
en sí es una adaptación de las metas del Plan Maestro 
de Gobierno Digital (PMGD) en Costa Rica (STGD, 

2   Ver el l informe DFOEECIF242015, sobre la insuficiencia y debilidades reportadas del sistema.

2013). La sistematización observa las tres grandes líneas 
de proyectos que debería seguir el marco general de 
políticas de gobierno electrónico; a saber: Ciberseguridad, 
las relaciones Gobierno-Ciudadano y Gobierno Empresa 
(G2C/G2B), así como la relación Gobierno-Gobierno 
(G2G). La tabla 1.1 sistematiza dicha información.

Los proyectos que actualmente se están ejecutando en 
materia de Gobierno Electrónico se enmarcan en esta 
clasificación, no obstante estos responden al PMGD, 
cuya vigencia terminó en 2014. Al no ser un plan de 
largo plazo, proyectos como el mencionado En Tiempo 
o el SRPP-DNP, han sido víctimas de la negligencia 
institucional (Morris, 5 de setiembre, 2015). Además, 
a pesar del crecimiento que durante el quinquenio 
2010-2015 percibió el sector público en materia de 
informatización y digitalización de procesos y servicios, 
la ausencia de un marco normativo y, más importante, 
operativo, ha causado que actualmente exista un vacío 
en la rectoría de dicha materia. Ello, sumado a la 
pérdida de liderazgo de la STGD, ha causado un relativo 
estancamiento en el desarrollo del Gobierno Electrónico 
en el país. Principalmente, como se dijo, luego de la 
evolución que había experimentado en los cinco años 
anteriores.

Tabla 1.1 Ejes de proyectos del Plan de Trabajo del Departamento de Gobierno Electrónico (Micitt)

Eje de los proyectos Objetivo

Ciberseguridad
Lograr que las instituciones públicas costarricenses hagan uso seguro de las TIC, 
fortaleciendo las capacidades de prevención, defensa, detección y respuesta a los 
ciberataques.

Gobierno-Ciudadanía/Empresas

Lograr que las instituciones del sector pública costarricense brinden a la población 
servicios de Gobierno electrónico interoperables, eficientes en plataformas móviles y 
que con ellos se aumente la transparencia en los servicios públicos.

Lograr que la información brindada a los ciudadanos sea útil, suficiente, actual, ágil, 
segura y fidedigna.

Gobierno-Gobierno
Lograr que las instituciones integren un conjunto de servicios tecnológicos con el 
propósito de mejorar la interoperabilidad, reducir costos y lograr con ello una mayor 
eficiencia.

Fuente: Departamento de Gobierno electrónico. En Molina, 2015, p.34. Prosic, 2016.
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Se hará un breve repaso por los principales proyectos de 
Gobierno Electrónico que se encuentran en ejecución, 
evaluando su avance hasta el momento. Dichos proyectos 
son Regístrelo, la Ventanilla Electrónica de Servicios 
(VES), CrearEmpresa, ControlPAS y MerLink, así como 
la provisión de datos en el portal Datos Abiertos (http://
datosabiertos.gob.go.cr/home/). Esta información se 
encuentra en la tabla 1.2.

Si bien las labores de la STGD han sido menoscabadas 
institucionalmente, los proyectos ejecutados que aún se 
encuentran vigentes, han dado resultados promisorios de 
cara a una evolución en la Administración. Por ejemplo, 
véase el caso de la VES y el número de trámites que se han 
tramitado a través de esta. Ello es un indicador claro de 
la preferencia de los usuarios por servicios que brinden el 
valor agregado de la comodidad y rapidez. Ello también 

Tabla 1.2 Proyectos de Gobierno Digital en Ejecución

Proyecto Estado

MerLink

El sistema digital de compras públicas cuenta con un total de 240 967 productos o servicios 
registrados, de los que 87 008 fueron registrados durante el 2015 (36%). Cuenta con un total de 
usuarios registrados de 11 500, de los cuales 2 174 se registraron en 2015 (19%). Del total de 
18 678 contratos firmados desde 2010, el 37% o 6 855 se firmaron en 2015. El total de montos 
contratados asciende a 671 376 162 USD (seiscientos setenta y un millones), de los cuales 260 
889 852 (el 39%) se contrataron en el año 2015).

Ventanilla Electrónica de 
Servicios (VES)

La VES, de Correos de Costa Rica, cuenta con datos actualizados a octubre de 2014. Estos 
muestran un total de 35 285 trámites realizados, 27 267 sólo durante 2014 (77%). En ese año 
se tramitaron 3 266 Dimex, 10 625 pasaportes (y pasaportes para niños) y 11 362 trámites de 
portación de armas de ControlPAS.

CrearEmpresa
Igualmente, esta aplicación solamente cuenta con datos actualizados a octubre de 2014. Estos 
indican que existen 9 859 sociedades inscritas mediante el sistema, 44 patentes realizadas y un 
total de 2 400 notarios registrados a través de la herramienta.

Regístrelo

La aplicación del Ministerio de Salud contó con 42 158 trámites realizados en el 2015. Este total 
se descompone según el tipo de producto registrado; 18 614 corresponden a alimentos, 8 190 a 
cosméticos, 8 362 a equipo y material biomédico; 6 589 a medicamentos, 91 a medicamentos 
biológicos y 312 a productos naturales. Estos trámites se subdividen según el tipo de trámite, ya 
sea inscripción, cambios post registro, renovación, re-inscripción, reconocimiento, renovación de 
reconocimiento, uso de registro y materias primas. Destaca el crecimiento ya que durante el 2014, 
solamente se gestionaron 2 393 trámites (un crecimiento de alrededor de 2 000%)

ControlPAS

Actualmente, el portal del Ministerio de Seguridad Pública cuenta con casi 30 mil usuarios 
registrados, siendo la mayoría agentes de seguridad privada (28 716). Existen también 593 
agencias de seguridad inscritas, 26 armerías y 464 psicólogos inscritos digitalmente. Esto 
contrasta con los datos presentados en el portal de datos abiertos -actualizados hasta octubre de 
2014- que reportaban un total de 7 705 usuarios. El número de personas, físicas o jurídicas se ha 
cuadruplicado. De la misma forma, vale recalcar que en 2014 se habían registrado 27 036 trámites 
de portación de armas, y 15 725 para seguridad privada. Es fácil asumir que dichas cifras hayan 
crecido desde entonces.

Datos Abiertos
Este portal es una de las herramientas más visibles de la STGD. En él se encuentran datos de 11 
instituciones públicas, la mayoría del Poder Ejecutivo o Gobierno Central. Además, existen datos 
de la municipalidad Palmares y de la Cámara de Comercio.

Fuente: Elaboración propia con datos de MerLink (www.mer-link.co.cr/index.jsp), Regístrelo (https://registrelo.go.cr/cfmx/plantillas/ms/
bienvenidos.cfm#dvMenu14), ControlPAS (https://www.controlpas.go.cr/ConsultasExternas/ConsultaExterna) y el Portal Nacional de Datos 
Abiertos (http://datosabiertos.gob.go.cr/home/) de la STGD. Prosic, 2016.

http://datosabiertos.gob.go.cr/home/
http://datosabiertos.gob.go.cr/home/
http://www.mer-link.co.cr/index.jsp
https://www.controlpas.go.cr/ConsultasExternas/ConsultaExterna
http://datosabiertos.gob.go.cr/home/
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representa un aspecto positivo para las instituciones, 
en este caso la Dirección General de Migración y 
Extranjería y Correos de Costa Rica, ya que promueve 
la descentralización física de esta prestación de servicios 
al tiempo que insta a estos órganos a trabajar de forma 
eficiente, aportando también un elemento de legitimidad 
al trabajo institucional que realizan estos entes.

También es de resaltar el caso de MerLink, que al ser el 
sistema de compras público con mayor automatización 
(Molina, 2015; Villegas, 2014), tiene un mayor número 
de instituciones y proveedores inscritos acaparando el 
80% de las compras estatales (Ruiz, 4 de enero, 2015). 
Lo importante resulta del hecho que este sistema podría 
verse perjudicado dado que, según el PNDT, para finales 
del presente año (2016) el nuevo Sistema Unificado 
Electrónico de Compras Públicas (Sicop) debería albergar 
el 100% de las instituciones de Gobierno Central. 
Aunque tal hito no implique el decrecimiento de MerLink 
como principal sistema de compras públicas, ya que son 
las instituciones autónomas y descentralizadas las que, 
en mayor cantidad y constancia, efectúan compras por 
medio de este sistema. Vale resaltar de la misma forma el 
crecimiento en el uso de ControlPAS y Regístrelo. Ambas 
aplicaciones, desde sus respectivos entes (Ministerio de 
Seguridad Pública y Ministerio de Salud), han crecido 
en el uso de forma positiva, demostrando que dichos 
esfuerzos representan un eje fundamental para mejorar la 
eficiencia y apreciación de las instituciones internamente 
y por parte de la ciudadanía. Finalmente, también es 
meritorio el portal de Datos Abiertos que soporta la 
STGD. Dado que, si bien no están todas, se encuentran 
datos de muchas instituciones del gobierno central, con 
un nivel de actualización bastante actualizado.

Ante este panorama, es pertinente observar lo propuesto 
por el Micitt en su Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e 
Innovación 2015-2021 (PNCTI). Aunque el documento 
se alinea con el PNDT, su formulación parte de una 
perspectiva más normativa. Desde este punto de vista, 
el PNCTI afirma que el Gobierno Electrónico “es la 
aplicación de las tecnologías de la información y la 
comunicación (TIC) al funcionamiento del sector público, 
con el objetivo de incrementar la eficiencia, la transparencia 
y la participación ciudadana” (Micitt, 2015b, p.133). 
Pueden observarse tres elementos centrales a la definición 
aportada, que son definitorios de la noción más general 

de servicios TIC en el gobierno, a saber: a) eficiencia, b) 
transparencia y, c) participación ciudadana. Si bien es 
cierto, estos factores tienden a una noción más enfocada 
en el concepto amplio de Gobierno Digital, desde el 
Gobierno Electrónico representan insumos o, al contrario, 
metas importantes.  No obstante, omite apreciaciones más 
técnicas de las labores operativas que caracterizan cualquier 
despliegue de aplicaciones informáticas.

Por su parte, el PNDT menciona sobre el Gobierno 
Electrónico -como uno de sus tres pilares- que “la 
incorporación de las nuevas tecnologías en la Administración 
Pública debe tener por objeto no solo su modernización y 
transformación, sino también, abrir espacios para un nuevo 
tipo de gestión” (Micitt, 2015a, p.72). Es decir, retoma la 
dimensión más pragmática y operativa del concepto; por 
medio de la gestión (o la transformación de esta) y por 
medio de una modernización potenciada por las TIC y 
sus distintas funcionalidades. Adicionalmente, el mismo 
documento establece que será el objetivo del gobierno, en 
materia de Gobierno Electrónico será:

Avanzar hacia una relación más cercana y abierta 
entre la administración pública y los habitantes, 
de manera que incremente la eficiencia 
estatal, facilite el acceso a servicios públicos 
innovadores, promueva la transparencia, toma 
de decisiones del Estado y la participación activa 
de la sociedad. (2015a, p.72)

Como se ha mencionado, estas definiciones y las valoraciones 
hechas desde estos documentos de política pública indican 
que los conceptos de Gobierno Electrónico y Gobierno 
Digital se utilizan sinonímicamente. La anterior cita es 
muestra de ello, especialmente cuando se lee su primera parte; 
el hecho de establecer una relación directa entre la sociedad 
y las instituciones públicas es un eje fundamental del ideario 
de gobernanza digital. Ante esto, conviene ahora observar 
con mayor detenimiento factores que se enlacen de forma 
más directa con las pretensiones nacionales de alcanzar un 
gobierno y una sociedad plenamente digitalizadas. Este es 
el caso de los Centros Comunitarios Inteligentes (CECI) 
y las Ciudades Digitales. Ambos proyectos de largo alcance 
que el Micitt ha promovido como medios por los cuales 
reducir la brecha digital e incursionar en una dinámica 
social más global.
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1.1.2 Centros Comunitarios Inteligentes

Estos centros empezaron a funcionar desde el año 2006, 
bajo la estructura del Departamento de Promoción Social 
de la Ciencia, Tecnología e Innovación del Micitt. Estos 
espacios fueron diseñados con el propósito de acercar la 
tecnología a la ciudadanía, en un esfuerzo indirecto por 
reducir la brecha digital, por un lado; mientras que se 
constituyen como centros de alfabetización digital, que 
les permita a las personas no sólo familiarizarse con una 
computadora, sino aprender desde elementos básicos 
hasta conocimientos intermedios de computación. 
Luego pasarían a ser denominados CECI 2.0, tras 
una re-conceptualización de su finalidad, más allá 
de brindar herramientas instrumentales básicas a las 
personas. Están diseñados desde un enfoque múltiple, 
en el que el ciudadano que se involucre en ellos, pueda 
generar capacidades que le permitan desarrollarse, desde 
una visión de emprendimiento hasta aplicación de 
capacidades laborales. Según lo define el Micitt (2015b), 
estos centros son:

(…) espacios de encuentro comunitario 
orientados a disminuir la brecha digital, 
desarrollar el aprendizaje, el emprendedurismo 
y diversos servicios en línea. Estos deben estar 
adaptados a las necesidades de la comunidad 
y utilizar como herramienta las tecnologías de 
información y comunicación (p.310).

Actualmente hay unos 200 CECI operando en cerca del 
90% del país (Alvarado, 18 de febrero, 2016; O. Quesada, 
comunicación personal, 28 de marzo 2016). Brindan 
una oferta variada de cursos y cuentan con un número 
disímil de computadoras, por lo general seis –como 
mínimo. No obstante,  su funcionamiento no ha sido 
óptimo; desde 2007 que se inició con la implementación 
y el equipamiento de 136 CECI, tal número ha variado 
considerablemente, ya que para el 2014 se tenían 253, 
y durante el 2015 se preveía el cierre o reubicación 
de unos 40 centros (Lara, 26 de mayo, 2015). Según 
datos presentados en ediciones pasadas de este mismo 
Informe, se ha evidenciado que la permanencia de los 
CECI es altamente inestable, puesto que pasaron de 136 
en su primer año de ejecución, 279 en 2013 –siendo el 
mayor número de estos, hasta los 200 que se encuentran 
actualmente. La figura 1.1 presenta esta variación.

A pesar de que el programa haya tenido un relativo éxito 
en ciertas comunidades, su estabilidad siempre ha sido 
un punto débil, al punto que actualmente el número de 
CECI se haya disminuido en poco más de cincuenta de 
los existentes el año anterior. Óscar Quesada, coordinador 
del proyecto CECI 2.0, (comunicación personal, 28 
de marzo del 2016) afirma que actualmente existe un 
panorama optimista para estos centros, ya que el gobierno 
actual ha invertido alrededor de 450 millones de colones 
en estos centros (mayo 2014 a la fecha). Adicionalmente, 
para el 2016 se contarán con fondos complementarios, 
provenientes del Fonatel, los cuales, luego de negociaciones 
con la Sutel, llegarán a un millón de dólares. Debe 
considerarse también el presupuesto de 200 millones de 
colones que el Micitt tiene destinado para el proyecto. Así, 
durante el 2016, el total de fondos disponibles para los 
CECI rondaría los CRC 700 millones. Queda por ver si la 
abundancia de recursos logra significar resultados positivos 
en términos de cobertura y mejoras.

Dado que existen otros factores que han empobrecido 
el papel de estos centros, como la poca coordinación 
institucional-comunitaria. Ello dado que se ha detectado una 
falta de direccionamiento estratégico en la implementación 
de estos centros, evidenciada por la “escasez de recursos 
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Figura 1.1 Número de CECI en Costa Rica 	
(2008-2016)
Fuente: Elaboración propia con datos de Villegas (2014), Molina 
(2015) y Micitt (s.f.a). Prosic, 2016.
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presupuestarios suficientes para el mantenimiento y 
actualización de la infraestructura tecnológica para un 
servicio del CECI deseable” (Chen-Mok, 2015, p.17). 
Es decir, se han gastado recursos en un proyecto que no 
ha carecido de un plan claro de sostenibilidad, dejando 
a la improvisación su continuidad en el tiempo, no sólo 
afectando a las finanzas institucionales del Micitt, sino a las 
comunidades mismas donde se implementaron.

El Micitt inicialmente se encargó del equipamiento de 
los CECI, en locales que las comunidades albergaran. 
Esto incluyó la dotación de terminales, inmobiliario 
y conexiones de Internet, fijo e inalámbrico a estos 
centros. Los costos iniciales se cubrieron, parcialmente, 
gracias a donaciones del gobierno Taiwán, en el año 
2007. Luego, con la firma del Acuerdo Social Digital, 
como consecuencia de la ratificación del Tratado de 
Libre Comercio con Estados Unidos, Centroamérica y 
República Dominicana (TLC-CA-RD) y la posterior 
promulgación de la Ley General de Telecomunicaciones 
(LGT), expediente 8642, el financiamiento se convirtió 
partida presupuestaria del Micitt. Luego, con la 
subsecuente creación de Fonatel, y como se mencionó 
antes, este órgano tendrá a su disposición fondos para 

financiar, a través de su programa de Comunidades 
Inteligentes, CECI en aquellos cantones que sean objeto 
de intervención de los proyectos del Fondo mismo. 
Por ejemplo, en la Zona Norte, Chorotega, Zona Sur, 
Pacífico Central y Atlántico existirá la posibilidad de 
brindar conexiones de 4 Mbps gratuitas en el período 
2016-2017.

Aunado a lo anterior, no existe una supervisión de los 
recursos y servicios disponibles, al tiempo que han 
padecido de una escasa divulgación (Chen-Mok, p.17), 
funcionando a un nivel muy limitado, incluso dentro 
de la comunidad. Es decir, sus posibilidades, servicios 
y demás ofertas educativas pasan desapercibidas ante la 
mayoría de las comunidades en las que se encuentran 
dado que su publicidad en escasa. La ubicación de 
estos centros también responde a ciertos factores de 
oportunidad social para el desarrollo; la mayoría de los 
CECI se encuentran ubicados en cantones rurales (no 
obstante que la distribución provincial señale a San José 
y Alajuela como las provincias que agrupan a cerca del 
40% de los centros), por lo que deberían existir planes 
formalmente diseñados y disponibles para que los 
usuarios puedan enterarse de la oferta educativa que 
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Cartago
13%

Heredia
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Figura 1.2 Principales ejes de educación en los 
Centros Comunitarios Inteligentes (CECI) Figura 1.3 Distribución de CECI por provincia
Fuente: Elaboración propia con base en información obtenida desde: 
http://www.ceci.go.cr/zf_Web/Index/cursos. Prosic, 2016.

Fuente: Elaboración propia con base en información obtenida desde: 
http://www.ceci.go.cr/zf_Web/Index/listacecis. Prosic, 2016
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su CECI más cercano le ofrece. Por ello, al observarse 
detenidamente la distribución cantonal, se ve cómo 
estos se ubican con mayor énfasis en regiones de mayor 
ruralidad. Sin embargo, resalta el hecho que Limón y 
Heredia sean las provincias con menor cantidad de CECI. 
Incluso, en Heredia la mayoría de centros se ubican en 
cantones catalogados como urbanos.

Otro factor que debe mencionarse es el de los modelos 
de gestión y administración de estos centros. A pesar 
de que el número de centros se ha disminuido y la 
estabilidad del proyecto no sea la óptima, existen casos 
de relativo éxito, según el modelo que implementen 

para su mantenimiento y operación, pues el Micitt 
solamente aporta la inversión inicial del equipo necesario 
(computadoras, mobiliario, conexiones e incluso planes 
de capacitación). Entre las instituciones que destacan en 
la gestión de estos centros se encuentran universidades, 
municipalidades, cooperativas e incluso bibliotecas 
públicas del Sistema Nacional de Bibliotecas (Sinabi). 
Algunos cuentan con el apoyo de la empresa privada y 
con ello satisfacen la mayor demanda: el mantenimiento 
continuo. En pos, se presenta un recuadro que muestra 
los principales modos en que los CECI se gestionan 
actualmente.

Tabla 1.3. Cantones de Costa Rica en los que hay CECI

Guanacaste Puntarenas Limón San José Alajuela Cartago Heredia

Abangares
Cañas
Carrillo
Hojancha
La Cruz
Liberia
Nandayure
Nicoya
Santa Cruz
Tilarán

Aguirre
Buenos Aires
Corredores
Coto Brus
Esparza
Garabito
Puntarenas
Montes De 
Oro
Golfito
Parrita

Guácimo
Limón
Matina
Pococí
Siquirres
Talamanca

Aserrí
Dota
Desamparados
Escazú
Goicoechea
Montes De Oca
Mora
Moravia
San José
Santa Ana
Tibas
León Cortes
Pérez Zeledón
Puriscal
San Isidro
San Mateo
Tarrazú
Turrubares

Atenas
Alajuela
Grecia
Guatuso
San Carlos
San Ramón
Los Chiles
Orotina
Palmares
Poas
Upala
Valverde Vega
Zarcero

Jiménez
Alvarado
Cartago
El Guarco
La Unión
Paraíso
Oreamuno
Turrialba

Flores
Heredia
Santa Bárbara
Santo Domingo
San Rafael
Sarapiquí

Fuente: Elaboración propia con información obtenida desde: http://www.ceci.go.cr/zf_Web/Index/listacecis. Prosic, 2016.
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1.1.3 Ciudades Digitales

El plan de ciudades digitales ha sido siempre un objetivo, 
a la fecha inalcanzable, de la Administración de turno. 
El mismo Prosic ha reportado sobre casos como el de 
Grecia, que en 2008 resaltaba como una potencial ciudad 
digital, debido a la variedad de proyectos formulados 
para este cantón en temas TIC. No obstante, a la fecha, 
no existe un cantón o ciudad en el país que cumpla con 
los estándares o definiciones que caracterizan a estas. Por 
ejemplo, el Micitt, en uno de sus boletines de Contacto 
Digital, apunta a definir a las ciudades digitales como 
aquellas donde la interacción de servicios y sistemas 
transforman el contexto, por ende la ciudad se vuelve 
inteligente (Micitt, s.f.b). Así pues, “en la Ciudad 
Inteligente interactúan múltiples actores, con distintos 
intereses, con una necesidad constante de comunicación 
y en donde, como sistema, la Ciudad se transforma 
constantemente para mejorar sus propias condiciones 
digitales y las de los actores o agentes que la conforman. 
Los agentes que forman parte de dicho sistema, son por 
antonomasia agentes de comunicación” (Micitt, s.f.b).

De la misma forma, se presenta un listado de las áreas 
o sistemas que las TIC deben impactar y asimilar para 
poder transformar la dinámica social hacia una dinámica 
más digital. Este listado incluye los siguientes elementos:

•	 Servicios gubernamentales o de e-Gobierno.

•	 Mecanismos de salud a distancia o telemedicina, 
expediente electrónico, citas electrónicas.

•	 Oportunidades y gestión de trabajo en línea, bolsa 
de empleo digital, teletrabajo.

•	 Capacitación y formación a distancia.

•	 Política y democracia en la red o e-Democracia sobre 
decisiones públicas de la Ciudad.

•	 Sesiones interactivas y virtuales a nivel municipal y 
comunal.

•	 Desarrollo de Infraestructura de acceso público 
(Cable, satelital, WiFi).

•	 Negocios electrónicos, sistemas de cobro, compra y 
venta digital.

Tabla 1.4 Modelos destacadas en la gestión de CECI

Institución Modelo de Gestión*

Sinabi Administrado por las encargadas de las diversas bibliotecas, bajo un modelo de control establecido por 
la dirección del Sinabi.

Uned Similar al anterior nada más que es administrado por los encargados de las Sedes de la Uned y 
coordinado desde San José por el área de Comunicación y Tecnología.

Empresa Privada Como el caso de las Tico Fruit quién invierte en infraestructura e instructores en los Chiles.

Municipalidades
Algunos de los Gobiernos locales cuentan con personas contratados y convenios con instituciones 
y universidades para brindar capacitaciones, algunos de los casos son la Municipalidad de Cartago, 
Mora, y Miramar.

Cooperativas Algunas Cooperativas con sus Comités de Educación, invierten en los procesos de capacitación, caso 
del cantón de Zarcero.

Universidades En Guanacaste la UTN con un TCU dedicado a disminuir la brecha digital impulsa una importante 
cantidad de laboratorios. 

*/ No existe un modelo único sino que varía según la zona y la organización que los administra. Así como los mencionados existen muchos 
y muy diversos ejemplos, dónde la organización encargada de administrar los laboratorios hace alianzas con universidades, municipalidad o 
empresa privada para impulsar las capacitaciones.

Fuente: Elaboración propia con base en comunicación personal con Óscar Quesada, coordinador del proyecto de CECI 2.0 (28 de marzo, 2016). 
Prosic, 2016.
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•	 Comercio electrónico.

•	 Turismo.

•	 Cultura y ocio digitales.

Sumado a esto, el Micitt, en el PNDT 2015-2021, 
establece una ambiciosa meta en esta materia: el 
establecimiento de dos ciudades 100% digitales al 2021. 
Desde una perspectiva orientada a la crítica, debe ponerse 
en duda que seis años pueda ser el período prudencial 
para transformar dos ciudades y las dinámicas socio-
económicas de las mismas. Esto pues debería transformarse 
el gobierno local, y optar por prácticas de e-Gobierno 
que complementen o hasta suplanten la actual burocracia 
física. Debería transformarse el sector salud, o por lo 
menos las instancias de este que se encuentren en dichas 
localidades (Ebais, hospitales, clínicas y demás). Además, 
primordialmente, debería transformarse la actitud de las 
personas, mediante procesos de capacitación e incluso 
re-educación en materias cívicas y económicas. No 
obstante, desde un punto de vista más optimista, debe 
reconocerse que el esfuerzo en proyectos como los CECI, 
iniciativas de gobiernos electrónicos y datos abiertos son 
pasos fundacionales para tal meta.

En esta línea, el caso más renombrado es el de Cartago, pues 
cuenta con varios proyectos de digitalización de servicios, de 
trámites municipales e incluso promoviendo el uso de TIC 
a gran escala. Una prueba de ello es la implementación de 
un proyecto de importante alcance destinado a digitalizar el 
espacio común, enfáticamente los parqueos. A partir de una 
intervención interinstitucional con gran aporte de empresas 
internacionales, Cartago será la primera ciudad, en conjunto 
con Grecia, en tener un sistema de parquímetros inteligentes 
(Revista Summa, 13 de mayo, 2015). La novedad se 
encuentra en la utilización de sensores y la interconexión 
con un sistema de datos que informa, por medio de una 
aplicación móvil al usuario. Sumado a esto, Cartago alberga 
el CECI más grande y moderno del país, en Llano Grande. 
Este centro ha permitido interconectar a las bibliotecas de la 
localidad, al tiempo que se han desplegado otros esfuerzos 
dirigidos a intensificar el uso de tecnologías. Por ejemplo, en 
el monitoreo con cámaras remotas y la implementación de 
un Kiosco Municipal virtual (telesemana.com, 13 de mayo, 
2015).

Todo esto se enmarca dentro del proyecto que la ciudad ha 
denominado “Cartago Ciudad Histórica Digital”. Este plan 

cuenta con el apoyo de entidades como la Organización 
de Estados Americanos, en el sector de gobierno local, así 
como del patrocinio del expresidente mexicano Vicente 
Fox, promotor de estas transformaciones. De momento 
queda observar el desarrollo que pueda tener este programa, 
y poder así analizar si una eventual digitalización a nivel 
nacional es plausible; ámbito en el que Costa Rica ya se 
encuentra con amplio atraso.

1.2 GOBIERNO ABIERTO EN 	
COSTA RICA

El Gobierno Abierto en Costa Rica es un ideal aún 
inconcluso. Si bien existen propuestas avanzadas, o 
medianamente implementadas en el país, la verdadera 
apertura de información de la administración pública 
y las instituciones del Estado está lejos todavía. Incluso, 
más allá de la liberación de información pública y datos 
de interés público (finanzas y proyectos), existe una 
dimensión poco reconocida en el estadio primigenio que 
se encuentra el Estado costarricense en esta materia: la 
participación ciudadana y la transparencia gubernamental. 
Ambas nociones se complementan de la mano de la 
observancia ciudadana en los procesos administrativos. 
Esto implica una rendición de cuentas que trascienda el 
hecho de contar con plataformas de datos abiertos, ya 
que significa involucrar a la sociedad en tanto sea posible 
para su opinión, deliberación y gestión. Es por ello que los 
pasos dados hasta ahora por el gobierno costarricense se 
encaminan hacia ello; no obstante, es indispensable resaltar 
aquí los puntos altos y bajos de la gestión conducida por la 
Administración Solís Rivera en dicha materia.

Debe mencionarse que desde el año 2012, Costa Rica se 
incorporó a la Alianza para el Gobierno Abierto (OGP, 
por sus siglas en inglés –Open Government Partnership). 
Esto ocurrió bajo la Administración Chinchilla Miranda 
(2010-2014), empero no es sino hasta el 2013 que queda 
en firma dicha incorporación, con la suscripción del I 
Plan de Acción ante la Alianza por un Gobierno Abierto 
para Costa Rica (Presidencia de la República, 2013), para 
el período (2013-2014). Este documento incluye varias 
metas de corte general así como “resultados concretos, 
como el disponer de una plataforma nacional de datos 
abiertos (datosabiertos.gob.go.cr), la organización de 
una primera hackathon en el país y, el desarrollo de una 
Jornada de Gobierno Abierto” (p.1).
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Adicionalmente a estos resultados, de los que se tiene 
registro de completitud bastante amplio, este primer plan 
estableció tres grandes desafíos para la implementación de 
un modelo inicial de Gobierno Abierto en el país, a saber:

•	 Mejorar los servicios públicos,

•	 Aumentar la integridad pública, la transparencia, la 
rendición de cuentas y la participación ciudadana,

•	 Administrar los recursos públicos con mayor eficacia 
(Presidencia de la República, 2013, p.2).

Este plan se alinea con lo que el anterior Plan Nacional 
de Desarrollo (PND) “María Teresa Obregón Zamora” 
2011-2014, establecía en su línea de “Modernización del 
Estado”. Esto en la dirección de hacer a la Administración 
costarricense más ágil y eficaz mediante servicios rápidos 
y oportunos, interconectados y disponibles desde varias 
plataformas. Y como se ve en los anteriores objetivos, 
puede notarse la clara inclinación hacia un modelo 
estatal enfocado en la gestión de los servicios. Entendido 
desde un enfoque de evolución e incrementalista de los 
objetivos en Gobierno Abierto, los puntos señalados en 
el I Plan de Acción se complementan con los estipulados 
en el II Plan de Acción, publicado en octubre del 2015, 
contemplando un período de implementación de 2015-
2017. Tales objetivos son los siguientes:

•	 Promover una cultura nacional de ética, 
transparencia y rendición de cuentas e implementar 
un modelo de Gobierno Abierto.

•	 Impulsar reformas necesarias a la normativa 
anticorrupción y abordar mediante diferentes 
métodos la lucha contra la corrupción y el 
fortalecimiento de un Estado transparente y eficiente.

•	 Procurar una mejor relación entre el desempeño 
gubernamental y presupuesto público (Presidencia 
de la República, 2015a, p.3).

Como puede observarse, hay un paso de la transformación 
en la gestión de los servicios (en un primer nivel) a 
una visión más profunda de transformación actitudes 
y prácticas en dicha gestión. Por un lado, enfatizar la 
necesidad de la rendición de cuentas y transparencia, 
mientras que se introduce el tema de la corrupción 
en la Administración. Este plan introduce metas y 

objetivos más concretos que vienen a continuar algunos 
impuestos en el I Plan, al tiempo que los complementa 
con proposiciones innovadoras que, sin embargo, acusan 
una operacionalización poco definida, retrasada en su 
calendario o del todo inconsistente. La tabla 1.5 muestra 
una síntesis de los objetivos planteados en el II Plan, de 
acuerdo al eje que le fundamenta y acompañados de una 
breve anotación sobre su progreso. Esto busca evidenciar 
el proceso que ha llevado el Gobierno Abierto en Costa 
Rica tras la implementación del plan de acción inicial.

Como se desprende la tabla 1.5, se puede observar que 
la mayoría de objetivos y metas se encuentran en un 
estado de cumplimiento bastante positivo. Prácticamente 
todos los puntos se desarrollan de acuerdo al marco 
temporal establecido, por lo que están en un avanzado 
progreso, algunos incluso ya han sido completados. 
Adicionalmente, se muestran marcas que indican si 
dichos objetivos suponen un seguimiento a acciones que 
fueron propuestas desde el I Plan de Acción, en 2013. 
Por ejemplo, véase el caso del Índice de Transparencia 
del Sector Público (ITSP), de la Defensoría de los 
Habitantes, en el eje de Transparencia y Acceso a la 
Información. Esta era una meta propuesta desde el I 
Plan, que se culminó en el año 2015, tras esfuerzos de 
varias instituciones, entre ellas el Centro de Investigación 
y Capacitación en Administración Pública (Cicap) de 
la UCR. El II Plan propone divulgar estos resultados, 
así como implementar las mejoras que se señalen en tal 
índice como correspondientes en cada institución.

No obstante, puede notarse que en el mismo eje de 
Transparencia y Acceso a la Información aparecen dos 
objetivos con una anotación señalando su atraso. Estos son 
a) el Decreto de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública y, b) el Proyecto de Ley de Acceso a la Información 
Pública. Estos resaltan pues, como se ha divulgado 
mediante los sitios web de Presidencia y Gobierno Abierto, 
Costa Rica es parte de un  distinguido grupo de países 
que carece de legislación sobre el acceso a la información 
pública. Si bien existe una numerosa jurisprudencia, así 
como leyes varias que especifican esto como un derecho 
básico de la ciudadanía (entre otras, por ejemplo, la Ley  
de  la  Administración  Financiera  de  la  República  y 
Presupuestos  Públicos, la Ley  de  protección  al  ciudadano  
del  exceso  de  requisitos  y  trámites administrativos, y la 
Ley de Promoción de la Competencia y Defensa   Efectiva   
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del   Consumidor), no existe una ley general que cubra al 
Estado en su totalidad en relación a este tema3.

De ahí que el problema con estos dos objetivos es que 
un decreto o directriz ejecutiva cubriría solamente al 
gobierno central; ministerios y sus dependencias. Por ello, 
su alcance sería reducido y limitado, frente a la intención 
del Plan de Acción, del PND 2014-2018, y de la CNGA. 
Además, dicho esfuerzo se ha visto atrasado por factores 
de formulación y gestión del mismo. Esto pues no se ha 
diseñado una metodología de implementación adecuada, 
ya que se carece de estándares para la misma. Además, 

3   Ver el compendio de leyes costarricenses sobre acceso a la información 
pública y transparencia del Dr. Jorge Córdoba Ortega (2013).

se desconoce la forma en que se comunicará el alcance 
y efectos del mismo a las instituciones que involucraría 
(CNGA, 2015). Así, mientras siga siendo evidente la 
falta de una directriz clara en tal línea, una ley general 
de acceso a la información pública seguirá atascada, por 
las mismas razones, contribuyendo al entorpecimiento 
jurídico que también aqueja a la Sala Constitucional del 
país, que debe revisar y resolver numerosos recursos de 
amparo anualmente relativos a peticiones de información 
pública (Vargas, 16 de octubre de 2015).

Durante la legislatura 2006-2010, el diputado José Manual 
Echandi presentó el proyecto de ley no. 16 198, bajo el título 
de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(Asamblea Legislativa, 2006). Dicho proyecto recibió un 

Tabla 1.5 Objetivos del I y II Planes de Acción para el Gobierno Abierto en Costa Rica

Eje Objetivo
Progreso 

Identificado

Transparencia y Acceso 
a la Información

Decreto de transparencia y acceso a la información pública Con Atraso
Índice de transparencia de la Defensoría de los Habitantes Avanzado*
Diseño del plan piloto para la implementación del modelo de gestión de 
documentos y administración de archivos Avanzado*

Fortalecimiento en la implementación y aplicación de la Ley No.8220 de 
“Protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos” Avanzado

Proyecto de Ley de Acceso a la Información Pública Con Atraso

Participación 
Ciudadana

Proceso de formación y divulgación de los derechos ciudadanos en el marco 
del gobierno abierto Avanzado

Proceso de formación y capacitación en atención ciudadana para 
funcionarios públicos Avanzado

Protocolo para el diálogo con sectores y poblaciones Avanzado*
Difusión de la política de participación ciudadana del Poder Judicial Avanzado*

Lucha contra la 
Corrupción

Publicación de informes de cumplimiento por la Administración de las 
recomendaciones de Auditorías Internas Avanzado

Impulsar y proyectar las reformas legales necesarias para prevenir, detectar y 
sancionar la corrupción, procurando sintonía entre instrumentos nacionales 
e internacionales

Avanzado*

Transparentar el proceso de selección de funcionarios públicos bajo el 
régimen del Servicio Civil Avanzado

Transparentar los procesos de gestión de proyectos de Infraestructura 
durante todo su ciclo de vida Avanzado

*/ Objetivos de seguimiento a acciones iniciadas o propuestas en el I Plan de Acción.
Fuente: Elaboración propia con base en la Propuesta de distribución de compromisos por subcomisión, de la Comisión Nacional por un Gobierno 
Abierto (CNGA), 2015. Prosic, 2016.
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dictamen unánime negativo en la Comisión Especial 
sobre Narcotráfico, en aquel entonces. El proyecto fue 
archivado tres años posterior a su presentación, por 
lo que, se entiende, nunca hubo mayor intención por 
poner tal tema en la palestra en aquella oportunidad. 
No obstante, el proyecto presenta ciertos elementos en 
común con el propuesto por el exdiputado Juan Carlos 
Mendoza, en 2014. Este nuevo proyecto, de expediente 
no. 19 113, lleva por nombre Transparencia Y Acceso 
a la Información Pública (2014) y se mantiene aún en 
corriente legislativa, en la Comisión de Gobierno y 
Administración.

Debe resaltarse que, desprendido de la propuesta de 
compromisos de la CNGA y de comunicaciones con 
el señor Jorge Umaña del Ministerio de la Presidencia 
(entrevista, 4 de febrero, 2016), este proyecto es la base 
sobre la cual se formulará el texto sustitutivo que se pretende 
aprobar. Es decir, el texto que se encuentra actualmente 
en la Asamblea ha sido puesto a conocimiento del público 
en distintas instancias (principalmente foros de grupos 
sociales y actividades oficiales). Tras estos eventos, las 
consideraciones, observaciones y demás señalamientos 
que se hagan pasarán a una etapa de reformulación, de la 
que saldrá el nuevo texto del proyecto que, de aprobarse, 
se haría de forma sustitutiva. Está de más señalar las 

Tabla 1.6 Principios y limitaciones estipuladas en el proyecto de ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública no. 19 113 (2014)

Proyecto no. 19 113 Transparencia y Acceso a la Información Pública

Principios

Máxima publicidad
Disponibilidad
Calidad de la información
Gratuidad
Celeridad y oportunidad
Autodeterminación informativa
Uso de TIC
Preeminencia del Derecho al Acceso a la Información

Limitaciones

a) Información bajo secreto de Estado, relativa a la seguridad interna o externa de la nación, la defensa de la soberanía nacional o 
las relaciones exteriores de la República. El secreto de Estado deberá ser decretado por el Presidente de la República en conjunto 
con el Ministro atinente al tema.

b) Información de carácter privado, los documentos y comunicaciones privadas datos sensibles y la demás, resguardada por el 
derecho a la intimidad, honor y la dignidad inherente a la persona.

c) Información cuya divulgación ponga en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona.

d) Información cuya divulgación amenace severamente el interés general, según demostración fehaciente de la administración.

e) Información cuya divulgación amenace la moral o el orden público, según demostración fehaciente de la administración.

f ) Información que por ley sea confidencial o de acceso restringido.

La materia referida a los límites enunciados anteriormente, debe ser interpretada y aplicada, en todo momento, de forma restrictiva.
Fuente: Asamblea Legislativa (2014), pp.5-6.
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problemáticas que conlleva este proceso; tras el proceso 
de consulta al nuevo texto, la inserción del mismo a la 
corriente legislativa no parece ser mayor problema, sino 
el mayor obstáculo es el adecuado acompañamiento que 
se pueda hacer del mismo. Ello dado que la dinámica 
legislativa conlleva acciones que, una vez dentro, son 
prácticamente incontrolables y a veces impredecibles. 
Así pues, estos dos elementos fundamentales en el avance 
hacia el Gobierno Abierto se encuentran atascados en 
situaciones de lento avance.

Debe anotarse que muchas de las críticas que se han 
generado alrededor del proyecto de ley no. 19 113 
se basan en las limitantes que establece para solicitar 
información pública. Ya que implica límites muy 
generales que, dándole cabida a las interpretaciones, 
pueden ser llevados a instancias que vayan en contra del 
espíritu de la ley misma. Por ello, el texto que salga de las 
consultas y reformulaciones deberá sortear las trampas 
políticas que implica delimitar el alcance de la apertura y 
transparencia gubernamental.

1.2.1 Comisión Nacional por un 
Gobierno Abierto (CNGA)

Si bien ya se ha mencionado en reiteradas ocasiones, 
debe hacerse un acercamiento más detallado de lo que 
significa, e implica, la CNGA para el desarrollo del país 
en dicha materia. Esta comisión es la encargada de dirigir 
el avance de las iniciativas de Gobierno Abierto en Costa 
Rica, establecido de esta forma por el decreto ejecutivo 
N° 38994-MP-PLAN-MICITT, denominado Fomento 
del Gobierno Abierto en la Administración Pública y 
Creación de la Comisión Nacional para un Gobierno 
Abierto firmado en mayo del 2015 (Presidencia de la 
República, 2015b). Según el mismo documento, esta 
comisión tendrá por objetivos los siguientes:

Coordinar y facilitar la implementación del 
Gobierno Abierto en las entidades indicadas en 
el artículo anterior, acompañando la formulación 
y evaluación de los planes nacionales de acción 
que sobre la materia se determinen necesarios. 
Propondrá a la Presidencia de la República las 
políticas públicas relacionadas con la materia y 
formulará conjuntamente con la Administración 
Pública, proyectos de ley necesarios para promover 

la transparencia y acceso a la información, 
participación ciudadana, trabajo colaborativo e 
innovación que se apoyen y fomenten la utilización 
de las tecnologías de información y comunicación. 
Coordinará también con el Ministerio de Ciencia, 
Tecnología y Telecomunicaciones la provisión de 
otras herramientas tecnológicas que habiliten la 
democratización de la información en el país. 
(Decreto N° 38994-MP-PLAN-MICITT, 2015)

También se define su conformación, la cual estará dada 
por un comité de representantes de ministerios, sector 
privado, sociedad civil y academia. La figura 1.4 muestra 
esta distribución. Tal conformación se establece con el 
propósito de presentar al sector público como el principal 
actor en la materia, ya que es este el productor de 
información al que corresponde la apertura. La inclusión 
del sector privado, a través de la Unión Costarricense de 
Cámaras y Asociaciones Empresariales del Sector Privado 
(Uccaep) es un contrapeso estratégico y necesario ya que se 
constituye como el principal socio comercial del Estado en 
cuanto al consumo de recursos mediante contrataciones y 
concursos. Sin embargo, valdría considerar que Uccaep no 
engloba a todo el sector privado, y que distintos actores de 
tal parte de la sociedad podrían no estar representados por 
las decisiones colegiadas de tal ente. 

El rol de la academia, mediante un representante 
designado por el Consejo Nacional de Rectores (Conare) 
es el balance crítico que pluraliza el proceso; mientras que 
la representación de la sociedad civil es vital importancia, 
ya que mediante los espacios que las organizaciones allí 
presentes pueden difundir y hacer eco de las decisiones 
tomadas por la CNGA. Así pues, esta comisión se 
constituye como una instancia diversa y en la que la 
ciudadanía, Estado y empresas pueden dialogar y tomar 
acciones en favor del desarrollo del Gobierno Abierto. 
Debe mencionarse, finalmente, que de las organizaciones 
sociales, será el Ministerio de la Presidencia quien decida 
la pertinencia los colectivos representados, tanto por 
sus antecedentes y su vinculación a los objetivos de la 
CNGA. Además, cada posición en la CNGA se ocupará 
por un período de dos años, los cuales, posterior a su 
vencimiento, pueden ser renovados dada la aceptación de 
la organización representada así como la del Ministerio 
de la Presidencia.
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Esta comisión tiene a su tarea “Proponer políticas, 
lineamientos, estrategias y planes de acción en materia 
de Gobierno Abierto” (Decreto N° 38994-MP-PLAN-
MICITT), según el inciso a del artículo 4 del decreto 
que la establece. Esto implica una variedad de funciones 
derivadas que componen el concepto amplio de lo que 
es el Gobierno Abierto. Pues debe generar políticas y 
lineamientos, velar por el acatamiento de las mismas (en 
las instituciones del gobierno central, donde existe la 
potestad), diseñar herramientas y metodologías de análisis 
del estado del Gobierno Abierto en estas, y finalmente 
evaluar y reformular aplicaciones para el futuro. Por ello, 
la complejidad de estas tareas implica que la comisión 
delegue su funcionamiento técnico en subcomisiones 
especializadas que atiendan cada área designada. 

Actualmente, existen cinco subcomisiones, que se encargan 
de conocer temáticas distintas. A saber, Transparencia y 
acceso a la información, Participación, Lucha contra 
la corrupción, Sistemas y Plataformas, y Desarrollo 

Territorial (CNGA, 2015). De acuerdo al decreto que 
da nacimiento a la comisión, se disponen las siguientes: 
Transparencia, Participación, Colaboración, Formación y  
Sistemas de Soporte; no obstante, en las actas de la sesión 
del 2 de octubre de 2015 de establece que la subcomisión 
de Desarrollo Territorial continuará funcionando (a 
partir del acuerdo 03-2015 tomado en la primera 
sesión de la CNGA), y que los ejes de Colaboración y 
Formación serán transversales al trabajo integral de la 
comisión y todas las subcomisiones. De igual manera 
desaparece la subcomisión de Justicia, instaurada en 
sesiones anteriores. Debe acotarse que la CNGA tiene 
la potestad de establecer o cambiar las subcomisiones 
según la pertinencia que la primera considere. Para todas 
estas instancias, como en la CNGA, los puestos serán 
ocupados por períodos de dos años, con posibilidad de 
renovación consecutiva, si fuere considerado apropiado. 
La figura 1.5 refleja, además de la estructura de la CNGA 
y sus subcomisiones, la constitución jerárquica que sigue 
la CNGA.

Ministro o 
Viceministro de 

Presidencia

Ministro de Ciencia, 
Tecnología y 

Telecomunicaciones o 
el Viceministro(a)

Ministro de 
Planificación Nacional y 
Política Económica o el 

Viceministro(a)

Ministro de 
Hacienda o el 
Viceministro(a)

Ministro de Justicia 
y Paz o el 

Viceministro(a)

Dos (2) representantes 
de la Sociedad Civil

Un (1) representante de 
Conare

Un (1) representante 
de las Cámaras y 

Asociaciones del Sector 
Empresarial Privado

Figura 1.4 Conformación de la CNGA
Fuente: Elaboración propia con base en el decreto N° 38994-MP-PLAN-MICITT. Prosic, 2016.



Hacia la Sociedad de la Información y el Conocimiento, 2016

33

Es de resaltar el rol de los actores de la sociedad civil 
que conforman e inciden en la comisión, existen dos 
organizaciones de la sociedad civil que han sido las más 
comprometidas con la causa del Gobierno Abierto, y 
que han tenido la estructura y posibilidad de incidir 
en las discusiones que se llevan a cabo. Por un lado, la 
organización Costa Rica Íntegra ha sido una organización 
no-gubernamental (ONG) que se ha enfocado en la 
difusión de información a la sociedad, mediante charlas 
y talleres, tratando de sensibilizar a la ciudadanía sobre 
la importancia de la transparencia, la participación y, 
en general, los beneficios y oportunidades del Gobierno 
Abierto. Por otra parte, el proyecto Abriendo Datos Costa 
Rica, se conformó como la entidad más involucrada en 
el tema de llevar la información a la sociedad, ya que 
al conformarse a partir de financiamiento de la ONG 
internacional Hivos (la cual apoya causas en el tema de 
derechos fundamentales), ha podido realizar un serie de 
consultas y foros ciudadanos en los que ha expuesto el 
avance y limitaciones del  Gobierno Abierto en el país. 
Ambas organizaciones, en diversos momentos, han sido 
incluidas en la CNGA, ya sea con propiedad o en calidad 
de observadoras.

1.2.2 Estrategia Nacional de Gobierno 
Abierto (ENGA)

Esta estrategia es un producto de consulta pública 
e institucional dirigida conectar los elementos antes 
mencionados de Gobierno Digital y Electrónico con 
los pilares de transparencia y rendición de cuentas 
característicos del Gobierno Abierto.  Es un esfuerzo por 

reconocer el valor de las TIC más allá de herramientas de 
trabajo en la Administración, entendidas entonces como 
instrumentos de acceso y conexión con los ciudadanos.

La ENGA es el principal producto devenido de la 
CNGA, puesto que, como lo establece su acuerdo 
14-2015 -tomado en la sesión del 2 de octubre de ese 
año- debe establecerse un mecanismo de seguimiento y 
evaluación para poder tener un nivel de medición sobre 
el avance de los proyectos propuestos. De la misma 
forma, esta estrategia se establece como “el resultado de 
un proceso colectivo y participativo, dirigido a consolidar 
un Red de Reformadores y Reformadoras de Gobierno 
Abierto, tanto a nivel institucional como de sociedad 
civil” (Presidencia de la República, 2015b, p.2). De allí 
que la ENGA sea principalmente una sistematización de 
los objetivos establecidos según los tres ejes que se han 
mencionado anteriormente (Transparencia y Acceso a la 
Información, Participación Ciudadana y Lucha contra la 
Corrupción).

En total, son 17 acciones clave que se enuncian respecto a 
estos tres ejes, estructurados según la ambición o resultado 
esperado que se formula. Como ya se mencionó en la tabla 
1.5 (pues muchos de estos objetivos se tomaron a partir 
de los avances ya reconocidos), existe un nivel de avance 
bastante aceptable, no obstante con acciones claves en 
claro estado de rezago. La tabla 1.7 indica claramente las 
acciones según el eje transversal que las estructura.

Esta estrategia operacionaliza los enunciados propuestos 
en los planes de acción suscritos por el gobierno 
costarricense, y cuenta con una visión más integral. De 

Ministerio de la 
Presidencia

Representantes 
invitados para 

Apoyo
CNGA

Transparencia y 
acceso a la 
información

Participación Lucha contra la 
corrupción

Sistemas y 
Plataformas

Desarrollo 
Territorial

Figura 1.5 Estructura jerárquica de la CNGA
Fuente: Elaboración propia con base en el decreto N° 38994-MP-PLAN-MICITT. Prosic, 2016.
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acuerdo a Gable (2015), existen tres variables inherentes 
al desarrollo del Gobierno Abierto, a) la eficiencia, b) 
participación y, c) la calidad. Desde el punto de vista de la 
trayectoria que ha llevado el Gobierno Abierto en Costa 
Rica, puede decirse que los esfuerzos institucionales 
habían estado centrados en la primera, la eficiencia de 
los servicios prestados. Sin embargo, con la presentación 
del II Plan de Acción, e incluso con la misma ENGA, se 
puede percibir un cambio en las aspiraciones de lo que 
significa Gobierno Abierto. Si bien es cierto continúa los 
esfuerzos de optimizar el funcionamiento institucional 
del sector público, traza una línea significativa hacia la 
inclusión mediante la participación. Con ello, finalmente, 
se alcanzaría el pilar transversal de la calidad; calidad de 
información y de los servicios.

Ello es lo que internacionalmente ha venido siendo la 
tendencia. La misma Organización de Estados Americanos 
(OEA) establece que los pilares sobre los cuales se deben 

construir el Gobierno Abierto son: a) la transparencia, b) 
la participación y, c) la colaboración (2014) ello se alinea 
con lo que el mismo Micitt dispone en su PNCTI y en el 
PNDT rescate estos mismos conceptos y los ponga como 
objetivos en aras de progresar en el tema. Al igual que lo 
discute Mergel (2014), el potencial de la transparencia y la 
participación yace en el tercer elemento: la colaboración. 
Esto pues implica una cadena de valor para el sistema 
productivo y emprendedor del país, ya que al abrirse 
nuevas oportunidades con información y datos de gran 
importancia, la Administración debería volver la mirada 
hacia los sectores con capacidad que puedan generar 
innovación (ya sea en servicios o procesos) con base 
en la apertura y participación conjunta del gobierno4. 

4   Un ejemplo que reúne a academia y sectores productivos, así 
como internacionales es el foro de Data for Policy. Este es un espacio 
de discusión e incubación de ideas que generen resultados a partir de 
datos abiertos (ver el enlace: http://dataforpolicy.org/).

Tabla 1.7 Ejes y acciones de la ENGA

Eje Acciones

Transparencia y Acceso a 
la Información

Política de Datos Abiertos
Decreto de transparencia y acceso a la información pública
Proyeto de ley de acceso a la información pública
Directorio informativo del perfil de las instituciones públicas
Diseño de plan piloto para la implementación del modelo de gestión de documentos y 
administración de archivos
Fortalecimiento para implementar y aplicar la Ley 8220 “Protección al ciudadano del exceso de 
requisitos y trámites administrativos”
Inventario y promoción de plataformas para el desarrollo del Gobierno Abierto
Índice de transparencia del sector público de la Defensoría de los Habitantes

Lucha contra la 
Corrupción

Impulsar reformas normativas para prevenir, detectar y sancionar la corrupción
Publicación de informes sobre el cumplimiento de la recomendaciones de Auditorías Internas
Transparentar la selección de funcionarios y funcionarias bajo el régimen de Servicio Civil
Transparentar el proceso de gestión en proyectos de infraestructura

Participación Ciudadana

Divulgación y capacitación de los derechos ciudadanos en el marco del Gobierno Abierto
Capacitación para mejorar la atención ciudadana en las instituciones públicas
Protocolo para fortalecer el diálogo con sectores y poblaciones
Difusión de la Política de Participación Ciudadana del Poder Judicial
Herramientas y mecanismos para la promoción de la participación ciudadana.

Fuente: Elaboración propia con base en la ENGA (Presidencia de la República, 2015b, pp.22-26). Prosic, 2016.
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Como lo pone el Micitt (2015b), “también es relevante 
que el Gobierno tome acción (…) a través de iniciativas 
de Gobierno Abierto y Datos Abiertos que apoyen la 
generación de nuevas empresas” (p.158).

De momento, la transición del paradigma de los servicios 
eficientes, a los colaborativos parece distante, pero 
al mirar el rumbo que la ENGA, y la misma CNGA, 
proponen puede verse con optimismo. Un primer paso 
en ello está dado, promover la apertura de los datos 
institucionales en portales digitales (como es el caso del 
Portal Nacional de Datos Abiertos5). Además, aunado a 
ello, se han dado otros pasos relevantes hacia el Gobierno 
Abierto. Por ejemplo, de la mano de la ENGA, la CNGA 
trabaja aliada con la OEA es una política integral de 
apertura de datos, que complemente el trabajo realizado 
por la STGD.

Así mismo, la Organización de las Naciones Unidas 
(ONU) ha brindado capacitación técnica a los miembros 
de la comisión y del personal del Ministerio de la 
Presidencia a cargo de esta labor. En otra área de igual 
trascendencia, la Agencia Española para la Cooperación 
Internacional al Desarrollo (Aecid) está desplegando un 
plan piloto para la gestión de archivos y documentación 
de las instituciones públicas. El mismo Micitt ha 
colaborado con la prestación de capacitaciones técnicas, 
así como el apoyo en brindar la plataforma tecnológica 
para desplegar el sitio web y sus servicos. Finalmente, 
los entes financieros Banco Internacional de Desarrollo 
(BID) y el Banco Centroamericano de Integración 
Económica (BCIE) han aportado financiamiento y 
capacitación en la creación de lo que será un Centro de 
Gobierno, que esté dedicado a conjuntar la información 
de las instituciones gubernamentales (J. Umaña y A. 
Montenegro, entrevista el 4 de febrero, 2016).

1.2.3 Construcción de la Política 
Nacional de Datos Abiertos

Durante dos días de mayo del año 2016, la Presidencia 
de la República (mediante el Viceministerio de Asuntos 
Políticos y Diálogo Ciudadano, en la persona de Ana 
Gabriel Zúñiga) organizó las Mesas de Diálogo para la 
construcción de la Política Nacional de Datos Abiertos. 
En esta instancia se reunieron funcionarios de una amplia 

5   En: http://datosabiertos.gob.go.cr/search/

gama de instituciones públicas del Estado costarricense, 
de organismos multilaterales e internacionales (no-
gubernamentales), e incluso del sector privado. El 
Prosic participó en esta actividad en la mesa de trabajo 
titulada “Capacitación, Promoción y Difusión de Datos 
Abiertos”. Esta actividad se incorpora en la ENGA como 
su finalidad primordial (como ya se vio) en el eje de 
transparencia.

A través de esta iniciativa, se observó una interacción 
intensa entre instituciones, con sus respectivas visiones 
en la relación a la relevancia de la apertura, transparencia 
y publicación de datos. Los aportes del sector privado 
(en los casos de los emprendedores Diego May y 
Simón Echavarría6, entre los destacados) dimensionan 
la capacidad innovadora de las empresas que desean 
servirse de la industria de la información y la inteligencia 
estratégica. Esta arista es de suma importancia en el 
entendido de que es un eje fundamental de la Sociedad 
de la Información y Conocimiento.

Este evento acercó a distintas instancias que parecen 
haber estado distantes en sus objetivos de transparencia 
y apertura de datos pues, de las dudas esclarecidas y 
debates entablados a lo largo de ambos días, se evidenció 
una desconexión entre actores y metodologías. Si bien 
es cierto que cada ente público tiene funciones bastante 
delimitadas y enfatizadas en espacios y/o usuarios 
determinados, el punto de partida permitió destapar 
profundas incoherencias en el tema del proceso de 
apertura de datos. Igualmente, estas irregularidades 
comprenden desde uso de formatos cerrados, mala 
administración de la información y, por sobre todo, un 
deficiente flujo de trabajo en las instituciones, donde 
la conceptualización de Gobierno Abierto, e incluso, 
Gobierno Digital es escasa o inexistente. Además, súmese 
a esto una duplicación de esfuerzos y pérdidas de recursos 
en los procesos que se han llevado en esta línea.

Desde la perspectiva del sector privado, se hizo un fuerte 
hincapié en que la apertura de datos no corresponde 
exclusivamente al gobierno, ni que es solamente un 
esfuerzo de publicar información descontextualizada, 
sino que debería ser un proceso conjunto que involucre 
tanto a la ciudadanía con los sectores que sean capaces 

6   Con las aplicaciones Junar, para visualizar y presentar datos 
gubernamentales, y Licitaciones Inteligentes, para ayudar a empresas a 
licitar carteles estatales.
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de gestionar la información y convertirla en datos 
estratégicos. Con ese trasfondo es que se enmarcó el 
proceso de diálogo de cara a liberar información pública 
que tenga relevancia estratégica, tanto en beneficio de 
un bien común y de la promoción para la generación 
de servicios de conocimiento e inteligencia, y que esté 
acompañada por esfuerzos paralelos de gestión pública 
para dinamizar y modernizar esta.

Uno de los objetivos de este proceso fue el involucramiento 
de las diversas instancias en el diálogo, cuya consecución 
se dio en una forma integradora. Prueba de ello es el 
registro de instituciones e instancias de mando (desde 
jefaturas hasta funcionarios especializados7). Sin embargo, 
el segundo objetivo -y quizás el más importante- sobre 
la co-creación de las recomendaciones para la posterior 
construcción de la política, tuvo un nivel de completitud 
parcial, pues la divergencia de posiciones en ciertos puntos 
(como por ejemplo la selección de datos y profundidad 
de apertura de los mismos) obstaculizó la discusión 
por momentos. Ello derivó en sesiones si bien ricas y 
extensas, a veces demasiado redundantes y generales. 
Además, debe reiterarse que el producto de tales jornadas 
de trabajo servirá como punto de referencia consultivo. 
Es decir, la CNGA podrá adoptar, modificar o, incluso, 
desechar las observaciones realizadas por los grupos de 
trabajo reunidos en dicho evento.

Sin embargo, más allá de los obstáculos propios de una 
instancia de debate como esta, la experiencia general de 
las mesas propició nuevos espacios para la coordinación y 
conjunción de esfuerzos interinstitucionales. Así mismo, 
finalmente se postularon una serie de recomendaciones 
lo suficientemente específicas para que la CNGA pueda 
deliberar sobre los lineamientos generales que deberá 
incluir dicha política. Debe hacerse la salvedad que la 
forma que tome esta no está definida; se desconoce (al 
momento de redactar este informe) si la figura jurídica 
será una ley, un decreto u otra directriz específica. Ello 
no sólo supone una incertidumbre para el proceso en 
general, sino pone en duda la efectividad y sostenibilidad 
de la misma.

La ruta que recorrerá esta política nacional, posterior a 
esta instancia de diálogo, pasará por distintas etapas de 
discusión y aprobación. Por ejemplo, luego de las Mesas 

7   Véase el sitio de Gobierno Abierto, para observar detalles en 
http://gobiernoabierto.go.cr/.

de Diálogo, los productos de estas serán sistematizados y 
documentados apropiadamente, para luego ser puestos 
a disposición de los distintos participantes para una 
consulta más específica. Posteriormente será la CNGA 
la que conozca las observaciones hechas en tal consulta. 
Finalmente, será esta entidad, en conjunto con el 
Ministerio de la Presidencia, quienes dictaminen la 
Política. Ello se hará de forma complementaria al proceso 
que continúa respecto del proyecto de ley de datos 
abiertos que se encuentra en la Asamblea Legislativa, ya 
que si el producto tuviese esa forma, podría presentarse 
como texto sustitutivo. Vale mencionar que, ante la 
necesidad de materializar este esfuerzo, el gobierno se 
propuso que dichos productos vean la luz en un plazo 
de tres a seis meses (preferiblemente a agosto del 2016).

1.2.4 Portal Nacional de Datos Abiertos 
(PNDA)

Si bien el PNDA es un resultado de la gestión de la 
STGD, debe verse como un esfuerzo directamente 
relacionado al desarrollo del Gobierno Abierto en el país. 
Ya que es la plataforma que aglomera la mayoría de datos 
públicos sobre las instituciones en distintas materias 
administrativas (plazas, presupuestos, compras, entre 
otras). Si bien dista de los objetivos que la Administración 
Solís Rivera ha enfatizado (a partir de la co-creación de 
la política nacional, por ejemplo), es un importante hito 
que debe valorarse, muy a pesar de su no tan deseable 
actualización.

Actualmente reúne principalmente a instituciones del 
gobierno central, es decir, ministerios. No obstante, 
varias instituciones autónomas han resuelto aportar sus 
datos al portal, en aras de la transparencia. Igualmente, 
la municipalidad de Palmares resalta como la única en su 
tipo que se encuentra en dicho sitio. No obstante, debe 
reconocerse que si bien instituciones como el Ministerio 
de Planificación y Política Económica (Mideplan) 
son de las que más frecuentemente actualiza los datos 
disponibles, existen casos como el del Micitt, por ejemplo, 
que destacan por contar con información de tres, cuatro 
o más años de desactualización. Ello no sólo implica un 
retroceso en el impacto que pueda tener el portal, y la 
pretensión de transparencia, sino que deja ver un bajo 
nivel de compromiso de parte de las instituciones en pos 
de lograr una verdadera rendición de cuentas.
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1.2.5 Índice de Transparencia del 
Sector Público (ITSP) de la 
Defensoría de los Habitantes8

Esta propuesta metodológica elaborada en conjunto por la 
Defensoría de Habitantes, el Cicap de la UCR y la STGD 
es un esfuerzo por producir una serie de indicadores que 
permitan no sólo a las instituciones, sino a la ciudadanía, 
comprender el valor de la información y datos públicos. 
Por ello es que, como bien señala el documento del ITSP, 
el objetivo de este ejercicio es “de reforzar la vivencia de 
una efectiva gobernabilidad democrática, promoviendo 
el mejoramiento y la modernización del Estado dentro 
de las nuevas tendencias orientadas hacia un gobierno 
abierto” (Defensoría de los Habitantes, 2015, p.3). De 
la misma forma, este documento se fundamenta “dentro 
de un enfoque sistémico, sujeto al constante escrutinio 
y a la generación de espacios de participación para 
reflexionar sobre los ajustes necesarios para mejorar la 

8   Se hace la mención de que este tema será expuesto también en el 
Capítulo 6 del presente Informe, por lo que aquí se cubrirá de forma 
parcial y sin entrar en detalles sobre los aspectos metodológicos de la 
evaluación.

Administración Pública” (p.3). La tabla 1.9 muestra una 
síntesis de los principales hallazgos según su área, cuatro 
en total (acceso a la información, rendición de cuentas, 
participación ciudadana y datos abiertos).

Tras la meta de generar la evaluación está el interés 
ulterior de demostrar las posibilidades de mejora en las 
instituciones públicas, en otras palabras, de progreso en 
la gestión y administración de las mismas. Ello va en línea 
con lo propuesto en el PND, relativo a la modernización 
del Estado, en cuya línea coinciden los instrumentos 
de política ya mencionados (PNCTI, PNDT, ENGA). 
Además, debe reiterarse que este índice se concibe como 
una línea base. Es decir, la construcción de un punto 
de referencia, antes inexistente, para poder analizar 
a detalle la forma en que cada institución se adhiere a 
las propuestas, lineamientos o directrices de Gobierno 
Abierto antes mencionadas.

Adicionalmente, debe prestarse atención cercana a las 
calificaciones obtenidas. Resaltan dos elementos de 
consideración; en primer lugar, las bajas calificaciones 
en promedio de cada dimensión. Ello refleja el rezagado 
estado de la transparencia y, consecuentemente, del 
Gobierno Abierto. Por otra parte, y de forma inversa, las 
mejores calificaciones en cada categoría. Esto por cuanto 
preocupa que la mejor calificación en cada categoría sea 
igual o mayor al doble de la media,  ya que es indicador 
claro de que un gran número de instituciones poseen 
calificaciones malas o muy bajas. Además, es interesante 
el hecho de que en cada dimensión sea una institución 
diferente la mejor calificada; ello también implica que la 
implementación de los lineamientos de apertura ha sido 
lento, además de irregular. A continuación se presenta 
un gráfico con las principales instituciones, o las mejor 
calificadas según el índice, resaltando nuevamente los 
bajos niveles obtenidos.

Tabla 1.8 Lista de instituciones presentes en el 
PNDA

Institución

Ministerio de Hacienda
Ministerio de Planificación y Política Económica
Ministerio de Economía, Industria y Comercio
Ministerio de Educación
Ministerio de Seguridad
Ministerio de Salud
Ministerio de Ambiente y Energía
Ministerio de Ciencia, Tecnología y Telecomunicaciones
Caja Costarricense del Seguro Social
Municipalidad de Palmares

Fuente: Elaboración propia con base en datos del PNDA (http://
datosabiertos.gob.go.cr/search/). Prosic, 2016.

http://datosabiertos.gob.go.cr/search/
http://datosabiertos.gob.go.cr/search/
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1.2.6 Política de Participación 
Ciudadana en el Poder Judicial

La política de participación ciudadana promovida por el 
Poder Judicial, y destacada en la ENGA, es un ejercicio 
de transparencia y rendición de cuentas relevante en la 
coyuntura política de Costa Rica. Especialmente dado el 
papel que ha tenido el Poder Judicial como garante de la 

justicia y el Estado de Derecho en el país. No obstante, 
la política responde también a las limitaciones percibidas 
por la ciudadanía en cuanto al acceso al sistema judicial. 
Es decir, en el seno del Poder Judicial, y en colaboración 
directa con Consejo Nacional para el Mejoramiento en 
la Administración de la Justicia (Conamaj), se decidió 
afrontar la imagen negativa que se había acrecentado en 
la población con respecto de las posibilidades de incidir 
en este poder de la República (Poder Judicial, 2015). 

Calificación promedio de 46,02
Mejor calificada: UNED: 82,76

Acceso a la 
Información

Calificación promedio de 31,45
Mejor calificada: UCR: 77,23

Rendición de 
Cuentas

Calificación promedio de 26,99
Mejor calificada: Municipalidad de la Unión:- 67,11

Participación 
Ciudadana

Calificación promedio de 14,27
Mejor calificada:  Poder Judicial: 48,71Datos Abiertos

Figura 1.6 Principales hallazgos del ITSP según dimensión evaluada
Fuente: Elaboración propia con base en el ITSP de la Defensoría de los Habitantes, 2015, pp.20-21. Prosic, 2016.

Caja Costarrricense del Seguro Social
62,02

Poder Judicial
55,89

Universidad de Costa Rica
55,07

Instituto Nacional de las Mujeres
54,40

Municipalidad de La Unión
52,97

Municipalidad de Belén
50,60

Instituto Costarricense de Electricidad
50,32

Instituto Mixto de Ayuda Social
49,96

Universidad Técnica Nacional
49,72

Instituto Nacional de Aprendizaje
49,25

Calificación Promedio 32,24

Figura 1.7 Instituciones mejor calificadas según el ISTP
Fuente: Informe del ISTP 2015.
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Aunque tal realidad no difiera mucho de la que se presenta 
en muchas instituciones públicas, el factor que determina 
la relevancia de este paso en el Poder Judicial es su misma 
función dentro del sistema social. De acuerdo al Estado 
de la Justicia en Costa Rica (Estado de la Nación, 2014), 
la percepción  que se tiene de la función judicial es que 
trabaja de forma lenta y con atraso, así como de forma 
opaca. A ello se le suma lo que la encuesta de Unimer 
(citada en Poder Judicial, 2015) menciona sobre la 
confianza en esta institución, al afirmar que 5 de cada 10 
personas consultadas evaluaban la labor del ente como 
mala o muy mala (p.12).

¿En qué consiste entonces la política elaborada por la 
instancia judicial?  Desprendido de la política misma, esta 
tiene la misión de promover el ejercicio de la participación 
ciudadana, como el derecho fundamental que es, ante 
la gestión del Poder Judicial (2015). Con este norte, la 
política se fija cinco grandes principios orientadores que 
guiarán el desarrollo de la misma, a saber:

•	 Igualdad, respeto a los derechos 
humanos y rechazo a cualquier forma de 
discriminación (basado del artículo 33 de 
la Constitución Política de costa Rica).

•	 Acceso a la justicia de personas en 
condición de vulnerabilidad.

•	 Petición y demanda ciudadana (basado en 
el artículo 27 de la Constitución Política de 
Costa Rica).

•	 Transparencia y rendición de cuentas.

•	 Responsabilidad y reconocimiento de 
deberes de la persona funcionaria como 
servidora pública (Poder Judicial, 2015, 
pp.23-26).

Se proponen tres ejes estratégicos sobre los cuales 
basarse para lograr el cumplimiento de la misma, 
estos se complementan con el principal cimiento de la 
política, el cual es la participación ciudadana. Es decir, 
esta planificación se construye alrededor de la noción 
de incentivar la participación, y reconoce los principios 
encontrados en: a) Conciencia y disposición, b) Interacción 
y diálogo, y c) Incidencia ciudadana. De esta forma, lo que 

se busca es generar un cambio de cultura organizacional 
e institucional al interior del ente, para generar así las 
competencias técnicas y sociales para promover una 
comunicación más directa con la ciudadanía, y de esta 
forma involucrarla en la toma de decisiones, al igual que 
en el control y fiscalización de las funciones. De la misma 
manera, se definen cinco líneas de acción para llevar a 
cabo la política, estas se explican en la tabla 1.9 de forma 
que se pueda tener una visión más amplia de la propuesta 
de operacionalización de esta política, como la misma lo 
define.

Ahora bien, esta matriz supone una serie de elementos 
que la estructura organizativa del Poder Judicial debería 
asimilar en aras de alcanzar las metas que se propone. Por 
ejemplo, al discutir  del eje de Incidencia ciudadana, en su 
línea de acción única, se habla de una “apertura gradual 
de las autoridades (...) a la participación ciudadana 
en decisiones” (2015, p.47) que afecten su ejercicio 
institucional. De ello se desprende que la apertura 
parte de una línea base de opacidad y poca apertura. La 
intención de que las necesidades, demandas o propuestas 
ciudadanas tengan efecto en una organización tan 
compleja y estratificada como el Poder Judicial podría 
causar dudas sobre la viabilidad del proceso que se 
planea la política misma. Por ello es que esta establece 
una lista de factores que hagan viable el desarrollo de la 
misma. Estos tienen que ver con el proceso, adopción o 
asimilación y las actitudes necesarias para el éxito de la 
implementación. A continuación se enumeran:

•	 Gradualidad

•	 Descentralización

•	 Simultaneidad

•	 Especificidad

•	 Flexibilidad

•	 Financiamiento oportuno

•	 Respeto a la independencia judicial

•	 Alineación con los fundamentos del 
Gobierno Abierto

•	 Innovación

•	 Creatividad (Poder Judicial, 2015, pp.29-31)
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1.3 PLAN NACIONAL DE 
DESARROLLO DE LAS 
TELECOMUNICACIONES (PNDT)

El segundo Plan Nacional de Desarrollo de las 
Telecomunicaciones, en vigencia desde el 2015 hasta 
el  2021, pasó un amplio proceso de formulación 
y validación entre distintos sectores cercanos a las 
telecomunicaciones. De la misma forma, el documento 
en consulta que se referenció en la anterior edición de este 
informe se validó frente a grupos sociales e instituciones 
que aportaron su capacidad e interés en refinar un 
instrumento de política pública que este contara con 

una visión integral y complementaria. No obstante, lo 
mencionado por Molina (2015) respecto a las objeciones 
realizadas al documento, su preponderante énfasis en el 
sector de telefonía e Internet, así como la consecuente 
omisión de más actores del sector productivo socavan la 
pretensión integradora.

El proceso de validación y aprobación de este plan 
transcurrió desde el 2014 y por buena parte del 2015, 
al pasar una serie de etapas que comprendían a) un 
Diagnóstico del sector de telecomunicaciones, b) una 
Consulta a actores clave, c) Sesiones y Talles de trabajo 
conjuntos con actores del sector telecomunicaciones; d) 
Consultas cantonales con apoyo de  la Primera Dama, la 

Tabla 1.9 Operacionalización de la Política de participación ciudadana del Poder Judicial

Ejes Estratégicos Línea de acción Metas

Conciencia y 
Disposición

Información
Acceso a la información oportuna, accesible e inclusiva tanto para desarrollar 
una conciencia crítica en el ejercicio del control ciudadano, por parte de la 
ciudadanía (sic).

Formación y 
Sensibilización

Mayor conocimiento y reconocimiento de los derechos por parte de las 
ciudadanía así como de las personas operadoras de justicia para fomentar la 
apertura y el ejercicio de la participación ciudadana ante la gestión del Poder 
Judicial.

Un servicio de justicia humanizado, con personas operadoras amigables  y 
dialogantes, dispuestas y respetuosas de la participación ciudadana.

Personas en condición de vulnerabilidad cuentan con condiciones para hacer 
efectivo el derecho a la participación ciudadana en el Poder Judicial.

Interacción y 
Diálogo

Consulta e 
Interacción

Decisiones jurídicas consideran la opinión de la ciudadanía usuaria y 
organizada sobre temas de interés de esta, lo que permite mayor conocimiento 
de las condiciones particulares y necesidades de la ciudadanía para la definición 
de los servicios públicos.

Control y 
Fiscalización 
Ciudadana

Mejoras visibles en la calidad de los servicios del Poder Judicial a partir de las 
acciones de control ciudadano.

Mayor legitimidad y confianza en el Poder Judicial gracias a los procesos 
de transparencia y rendición de cuentas del Poder Judicial por parte de la 
ciudadanía.

Incidencia 
Ciudadana

Incidencia 
Ciudadana

Necesidades, demandas y propuestas de la ciudadanía permean el ejercicio de la 
toma de decisiones de la gestión del Poder Judicial.

Apertura gradual de autoridades del Poder Judicial a la participación ciudadana 
en decisiones de política, gobierno y administración.

Fuente: Tomado de la Política de participación ciudadana del Poder Judicial (2015, p.47). 
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Unión Nacional de Gobiernos Locales y la Asociación 
Nacional de Alcaldes e Intendentes, e) una Consulta 
general y abierta al público, f ) una nueva Consulta 
con sectores especializados y, finalmente, g) una última 
Consulta pública, esta vez no vinculante. Es decir, el 
camino seguido en la elaboración de este instrumento 
fue pertinente, abierto pero delimitado, por ello se acusa 
de carecer de insumos más amplios que involucren a más 
actores, espacios voces. El producto es un documento 
de política pública que se traza sobre tres pilares 
fundamentados en diversos indicadores nacionales e 
internacionales, que motiven las acciones contenidas en 
el mismo.

Por ejemplo, en el PNDT se incluye un esquema sobre 
el estado actual de las telecomunicaciones, y las áreas 
implicadas en el desarrollo de este sector específico. Esta 
definición del estado del sector se basa en los siguientes 
indicadores9:

9   Ver capítulo 6 para más detalles sobre estos indicadores.

•	 El Índice de Conectividad: o Network Readiness 
Index (NRI, en inglés), en el que Costa Rica ocupa 
la posición 49 del mundo, cuarta de Latinoamérica 
y primera en Centroamérica, publicado en el año 
2015.

•	 Índice de Desarrollo de Gobierno Electrónico: 
desarrollado por la ONU, el país se ubica en el 
puesto 54 en el mundo, quinto en Latinoamérica y 
primero en Centromérica, en el año 2014.

•	 Índice de Desarrollo de las TIC: elaborado por la 
UIT, ubica a Costa Rica en el lugar 55 de 166 países 
estudiados, para el año 2013.

•	 Índice de Desarrollo de la Banda Ancha: estudio 
desarrollado por el BID, en 2012, coloca a Costa 
Rica en el sitio 19 del total de los seleccionados para 
tal estudio.

Brecha Digital
Acceso y 
Servicio 

Universal y 
Solidario

Banda Ancha

Espectro 
Radioeléctrico

Servicios de 
Internet: 

Fijos/Móviles

Radiodifusión

Infraestructura

Gobierno 
Electrónico

Sector 
Telecomunicaciones

Figura 1.8 Áreas clave para el desarrollo del sector telecomunicaciones
Fuente: Tomado del PNDT (Micitt, 2015a, p.20).
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De lo anterior se desprenden los pilares o ejes transversales 
que dan fundamento a las acciones propuestas en el plan. 
Por un lado, se hace necesario enfocarse en la dimensión 
de solidaridad y accesibilidad que se encuentra 
plenamente marcada por las áreas que se indican. Por 
ejemplo, disminuir la brecha digital y profundizar los 
esfuerzos por desarrollar una red de banda ancha que se 
adecúe a los estándares internacionales, al tiempo que se 
brinde tal servicio con un nivel de expansión territorial 
suficiente para que sea posible desplegar las iniciativas de 
gobierno electrónico y abierto en la mayor cantidad de 
distritos y cantones del país, son todas tareas dirigidas 
con especial atención al ámbito de la Inclusión Digital.

Por otra parte, fortalecer la infraestructura TIC, 
especialmente aquella dirigida a mejorar la prestación de 
servicios digitales y de Internet, principalmente, de la mano 
con las respectivas acciones que se dirijan a reordenar y hacer 
más eficiente las concesiones del espectro radioeléctrico, 
son también acciones dirigidas a fortalecer la actividad 
productiva basada en TIC, por ende robusteciendo lo que 
el PNDT establece como Economía Digital. Finalmente, 
una conjunción de todas estas, de la mano de un gobierno 
central, y descentralizado, que adopte una visión de 
innovación, participación y colaboración, están dirigidas 
hacia el objetivo final de modernizar el Estado, promover 
su eficiencia y acercarlo a la ciudadanía. En otras palabras, 
transformarse en un Gobierno Electrónico y Transparente. 
La figura 1.9 muestra un resumen de las aspiraciones que 
cada uno de estos pilares establece.

Asimismo, el  PNDT plantea una serie de temas o líneas 
de acción que deben ser tocados en aras de la consecución 
de las metas propuestas. Cada pilar del PNDT plantea 
estas vertientes y las complementa con hitos. Estos últimos 
en forma de proyectos por desarrollar, con lo que se 
conseguiría potenciar el impacto que dichas intervenciones 
tengan sobre lo que cada pilar estipula. Estos programas 
y sus respectivas líneas de acción están formuladas con 
complemento de políticas ya existentes, generando así metas 
realistas y alcanzables, realzando el carácter inherentemente 
multifactorial que distingue a tal documento.

1.3.1 Pilares del PNDT 2015-2021

Como se mencionó, los pilares sobre los cuales se 
fundamenta la visión normativa del PNDT son tres, 
intersectando las dimensiones que caracterizan el estado 
del sector telecomunicaciones, y en concordancia con 
los grandes ejes del PND de la Administración Solís 
Rivera (a saber, Reducción de la Pobreza, Impulsar el 
Crecimiento Económico y Reducción de la Corrupción 
y Fortalecer la Transparencia). En esta sección se repasará 
brevemente lo que cada pilar estipula en relación a sus 
líneas de acción y los programas, al tiempo que detallará 
aspectos estructurales sobre cada uno.

Inclusión Digital

El primer pilar del PNDT hace referencia al conjunto 
de políticas dirigidas a profundizar los ya existentes 

Figura 1.9 Resumen de objetivos de los pilares del PNDT 2015-2021

3. Construir participativamente las bases del Modelo
    de Ciudades Digitales a través de un gobierno cercano y participativo.

2. Crear un entorno habilitador que permita la innovación de
    la radiodifusión sonora y televisiva hacia su digitalización. 

1. Concretizar proyectos de acceso universal, servicio universal
    y solidaridad de las Telecomunicaciones/TIC. 

Fuente: Elaboración propia a partir del PNDT (Micitt, 2015a, pp.50-52). Prosic, 2016.
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programas y proyectos solidarios de conectividad y 
acceso universal. Como se desprende de su título, este 
pilar está enfocado a reducir la brecha digital y, con 
ello, promover el uso de las TIC de forma más amplia 
en la población. Para ello, debe no sólo facilitarle el 
acceso a la ciudadanía, sino concientizarla y transformar 
la cultura de consumo. Y por consumo se quiere dar a 
entender una visión amplia, que trascienda la acepción 
mercantil, en tanto el sujeto ciudadano es motivo de 
transacciones materiales y simbólicas diariamente. Por 
ello es que las TIC se establecen como el principal medio 
para universalizar y agilizar estas. Así, hay que ponerle 
atención al texto del Micitt que indica que el objetivo 
fundamental de estos esfuerzos en  aportar herramientas 
que propicien la superación y desarrollo personal de las 
personas beneficiarias (2015a).

Como se observa en la figura 1.10, este pilar tiene dos 
ejes que le conforman,  dentro de estos se engloban 
una serie de proyectos que atienden a los objetivos 
propuestos. No obstante, como puede verse, este pilar 
se basa esencialmente en los programas de Fonatel 
(véanse las dos primeras metas, que se construyen sobre 
los programas de Comunidades Conectadas y en el de 
Territorios Indígenas) para propiciar un servicio universal. 
Al mismo tiempo, el eje de alfabetización se basa sobre 
los proyectos del Ministerio de Educación Pública 
(MEP), manejados en mayor medida por la Fundación 

Omar Dengo (FOD). Por ello es que debe hacerse eco de 
una de las críticas señaladas en la edición anterior de este 
informe, en tanto la mayoría de estos programas cuentan 
con metas ya alcanzadas o en desarrollo, por lo que el 
hecho de que el mayor instrumento de planificación en 
el sector solamente se limite a albergarlas bajo su alcance 
es un esfuerzo parcial. No obstante, en su rol de rector, el 
Micitt tiene el deber de gestionar el planeamiento político 
de tales intervenciones. Ello genera una interesante 
contradicción, donde el Micitt se vale de proyectos 
externos -en los que tal vez no tuvo mayor implicación- 
para robustecer su planteamiento de política pública.

Empero, debe resaltarse el rol que el Micitt le impone a 
Fonatel, ya que muchas de las metas planteadas en este pilar, 
e incluso desde una perspectiva más amplia del PNDT, 
dependen de la realización de estos proyectos. Es decir, el 
ministerio plantea que sea Fonatel el principal encargado 
de llevar a cabo la llamada Agenda de Solidaridad Digital. 
Igualmente sucede con el caso del MEP, donde será esta 
institución, a través de sus distintas vinculaciones externas 
(FOD), la que llevará a cabo el eje de alfabetización. 
Suceden aquí hitos relevantes; primero, que el Micitt 
actúe según su investidura y genere, en conjunto a Sutel 
y Fonatel, metas y objetivos para sus programas. Luego, 
que de la misma forma lo haga con el MEP y la fundación 
encargada de la mayoría de estos proyectos, la FOD. No 
obstante, la cuestión yace en la capacidad de dirección y 

Acceso y Servicio 
Universal, 

y Solidaridad

Comunidades 
Conectadas

Hogares Conectados

Centros Públicos 
Equipados

Espacios Públicos 
Conectados

Red de Banda Ancha 
Solidaria

Alfabetización 
Digital

Empoderamiento de 
Población TIC

Porgrama Nacional 
de Formación 
Docente en TIC

Plataforma 
tecnológicas 

TECNO@PRENDER

Figura 1.10 Líneas de acción y programas/proyectos del pilar de Inclusión Digital del PNDT
Fuente: Elaboración propia con base en el PNDT 2015-2021 (Micitt, 2015a). Prosic, 2016.
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Tabla 1.10 Resumen de metas de la matriz operativa del pilar de Inclusión 
Digital del PNDT 2015-2021

Meta Línea Base Resultado

184 distritos con áreas geográficas sin conectividad o con 
conectividad parcial, o parcial ampliada con acceso a servicios de 
voz y datos, al 2017.

0%

Acceso a servicios fijos de voz 
e Internet a las comunidades 
en brecha de conectividad 
(inexistente o parcial) y a CPSP 
que atienden poblaciones 
vulnerables.

100% de las Poblaciones ubicadas dentro de los territorios 
indígenas sin conectividad, con cobertura parcial o con cobertura 
parcial ampliada del país con acceso de servicios de voz e 
Internet, al 2021.

0%

100% de los nuevos proyectos anuales de vivienda, del Sistema 
Financiero de la Vivienda ubicados en áreas geográficas sin 
conectividad, con cobertura parcial, o cobertura parcial ampliada 
con acceso a servicios de voz y datos, al 2021.

0%

100% de los colegios del MEP con bachillerato internacional 
con el modelo Tecno@prender implementado, con una velocidad 
mínima a Internet de 20 Mbps, al 2021.

0%

140 496 hogares distribuidos en el territorio nacional con 
subsidio para el servicio Internet y un dispositivo para su uso, al 
2018.

0%

Servicio y dispositivo de acceso 
a Internet de uso productivo 
subsidiados.

100% de los hogares ubicados en los nuevos proyectos anuales 
de vivienda de interés social, del Sistema Financiero de Vivienda, 
que cumplan con los criterios del Programa Hogares Conectados, 
con subsidio a servicios de Internet y dispositivo de conectividad, 
al 2021.

0%

450 mujeres emprendedoras y empresarias jefas de hogar, 
registradas en SIEC, con subsidio para el servicio Internet y un 
dispositivo para su uso, al 2018.

0%

300 mujeres emprendedoras y empresarias jefas de hogar, 
ubicadas en zonas prioritarias por Puente al Desarrollo, con 
subsidio para el servicio Internet y un dispositivo para su uso, al 
2018.

0%

40 000 dispositivos de conectividad entregados a CPSP, al 2018. 0%

Dispositivos de acceso a 
Internet para usuarios de 
Centros de Prestación de 
Servicios Públicos.

100% de las Bibliotecas Públicas que conforman el Sinabi, con 
un Centro Comunitario Inteligente en funcionamiento, al 2019.

Al 2015 existen 
40 bibliotecas que 
cuentan con un Centro 
Comunitario Inteligente, 
los cuales se renovarán 
totalmente.

100% de los Centros Diurnos de Adulto Mayor con Centro 
Comunitario Inteligente en funcionamiento al 2021. 0%

100% de los Cencinai cuentan con Rincones Tecnológicos al 
2021. 0%
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evaluación que pueda tener el Micitt en relación dichas 
metas. Esto por cuanto el MEP (FOD) y la Sutel (Fonatel) 
cuentan con niveles de autonomía relativamente altos, y 
la ejecución de los proyectos puede ser relegada a aspectos 
técnicos, económicos o de conveniencia según la coyuntura 
específica.

Se observa en la tabla 1.10 las metas, resultados y datos 
de línea base con que cuentan las acciones que pretende 
cubrir el PNDT en este pilar de inclusión. De esta 

información se desprenden una serie de elementos a 
considerar. Primero, el alcance de las metas propuestas; 
esto pues, si bien antes se dijo que en algunos casos la 
ambición de los objetivos de este plan eran menores, en 
este apartado específicamente debe anotarse lo contrario. 
Como también se mencionó, la mayor parte de los 
objetivos o metas que conforman esta sección se basan 
en los programas y proyectos de Fonatel, por lo que el 
siguiente apunte es razonable. Todos estos proyectos, 

Continuación Tabla 1.10

Meta Línea Base Resultado

240 puntos de acceso gratuito a Internet, para la población, en 
espacios públicos al 2017.

0%: Ningún punto 
público de acceso a 

Internet instalado por el 
Programa.

Acceso público a Internet 
desde espacios públicos 
seleccionados.

100% de ejecución del proyecto Red de Banda Ancha Solidaria, 
al 2021. 0%

Incrementar la cantidad y 
la calidad de conexiones 
en comunidades y centros 
de prestación de servicios 
públicos, ubicados 
prioritariamente en zonas 
donde el servicio no es 
financieramente rentable, 
mediante una red de banda 
ancha.

62 267 personas certificadas en módulos INA mediante la 
utilización de las TIC, al 2018.

6858 personas 
capacitadas al 2013.

Disminución en la brecha de 
uso de las tecnologías digitales 
de la población, de manera tal 
que se logre un uso responsable 
y seguro y se fomente la 
innovación social.

100% de ejecución de los componentes del Programa de 
Empoderamiento de la Población en Tecnologías Digitales, al 
2018.

2015: 2%

100% de los docentes del Ministerio de Educación Pública, 
involucrados en el programa Tecno@prender, capacitados en el 
uso de las TIC incorporadas en metodologías educativas, al 2018.

0%

Incremento de las habilidades 
de los docentes involucrados en 
el programa Tecno @prender, 
en la aplicación de las TIC en 
las metodologías educativas 
que se imparten en el aula

100% de la Plataforma tecnológica educativa implementada en 
317 centros educativos del Ministerio de Educación Pública al 
2018.

0%

Incremento del uso de 
las tecnologías digitales 
de los niños y jóvenes 
en el aula.

Fuente: Tomado del PNDT 2015-2021. (Micitt, 2015a). 
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cuentan con un avance (o línea base) de cero, es decir 
inexistente. Esto dado a que dichos programas no han 
sido ejecutados, o siquiera formulados. Lo mismo sucede 
en el caso de aquellos que dependen del MEP, como sería 
el Tecno@prender.

La meta de muchos coincide en el 2018, año en el que 
se espera que Fonatel, MEP, CCSS y otras instituciones 
involucradas (como el mismo Micitt), hayan iniciado con 
el despliegue de sus proyectos. Por ejemplo, con el caso 
de los territorios indígenas para Fonatel, y la expansión 
de CECI para el Micitt, y los demás programas que 
componen la estrategia de CRDigit@l, impulsada por 
la Presidencia, en colaboración con el MEP y la CCSS. 
De esta forma, puede considerarse esta como una de los 
pilares con mayores dudas en su desarrollo y posterior 
consecución, dado a la relativa “volatilidad” con que 
puedan realizarse los proyectos a cargo de Fonatel, como 
aquellos mismos del Micitt y el MEP. En todo caso, varios 
de estos ya se encuentran en una fase de formulación o 
gestión adelantado, lo cual no obstante, no garantiza 
alcanzar las metas propuestas (por ejemplo, en cuanto a 
CECI, o los proyectos de subsidio de Fonatel).

Gobierno Electrónico y Transparente

En el segundo pilar establecido en el PNDT, se 
justifica la necesidad de potenciar la digitalización 
de la Administración, mediante “el intercambio de 
información, la realización de trámites en línea, la 
interoperabilidad entre los sistemas de información, la 
realización de inversiones públicas compartidas” (Micitt, 
2015a, p.72). Con ello se pretende avanzar en el camino ya 
iniciado por la senda del Gobierno Electrónico, con el fin 
general de beneficiar al usuario final, es decir el ciudadano, 
y hacer más eficiente al Estado. Como se mencionó en 
secciones previas, la calidad está determinada por la 
eficiencia burocrática y la participación de la sociedad. 
Al mismo tiempo, debe rescatarse la discusión sobre la 
relevancia conceptual del Gobierno Electrónico, lo que 
es y lo que no es, habiendo ya discutido los alcances y 
naturaleza del Gobierno Abierto, debe entenderse que en 
este nivel de planificación política, ambos conceptos no 
pueden ser intercambiables.

Por ello es que enfatiza en la importancia del desarrollo 
de ambos conceptos en paralelo, entendiendo que, 
aunque no sean análogos, ambos están cercanamente 
interrelacionados. Por ello es que no puede concebirse 
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Figura 1.11 Líneas de acción y programas/proyectos del pilar de Gobierno Electrónico y Transparente 
del PNDT
Fuente: Elaboración propia con base en el PNDT 2015-2021 (Micitt, 2015a). Prosic, 2016.
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un Gobierno Abierto sin las posibilidades técnicas e 
informáticas del Gobierno Electrónico. Es allí donde 
se percibe el principal fallo de planificación del PNDT, 
y del Micitt en ese sentido, ya que se habla de un 
Gobierno Electrónico y Transparente que facilite la 
interoperabilidad y disponibilidad de datos, pero siempre 
desde un discurso de eficiencia enfocado en los servicios. 
Esto evidencia un primer gran desacople entre visiones; 
de un lado lo que enuncia la ENGA, y por otro esta 
mirada mucho más delimitada del PNDT.

De forma similar al pilar de inclusión, este apartado 
se conforma por dos grandes líneas de acción, que a su 
vez incluyen una serie de programas y proyectos más 
específicos. Ahora bien, estas líneas o ejes demuestran ese 
enfoque en los servicios gubernamentales y en la búsqueda 
de la modernización de trámites, sin tener en cuenta la 
perspectiva de un gobierno realmente transparente y una 
cultura de Gobierno Abierto, que a su vez se interrelacione 
con los presupuestos técnicos, administrativos y 
conceptuales del Gobierno Digital y Electrónico.

Puede verse, además, que se incluye un eje de 
Sostenibilidad Ambiental alineado con esfuerzos de 
reducción de papel en los trámites gubernamentales y 
administrativos y con ello, la reducción institucional 
de la huella de carbono. Debe reiterarse que el país 
aún mantiene la fecha del 2021 como el objetivo para 
convertirse en una nación carbono neutral. A pesar de 
las limitaciones y obstáculos que esa meta implique, el 
hecho de estar contemplada desde una dimensión de 
promoción de uso de TIC hace relevante este aspecto 
del plan. Ahora bien, las metas planteadas en tal eje 
son ambiguas y laxas; por ejemplo, véase la primera, 
“Proyecto de innovación y aprovechamiento de las TIC 
en beneficio del medio ambiente”. Dicha redacción de 
esta meta no sólo lleva a cuestionar su viabilidad, si no 
su análisis y formulación. En la matriz operativa del 
PNDT, bajo el pilar correspondiente, se encuentra que 
el resultado esperado de esta meta es crear un marco de 
desarrollo e innovación que promueva las TIC para la 
sostenibilidad ambiental. Ello con el producto esperado 
de “18 Ministerios con un proyecto de innovación y 
aprovechamiento de las TIC en beneficio del medio 
ambiente adoptado al 2018” (Micitt, 2015a, p.111).

El siguiente objetivo o meta del eje de Sostenibilidad 
Ambiental implica un acuerdo o compromiso de alto 

nivel con el sector privado, pues está enfocado en que las 
empresas operadoras y proveedoras de telecomunicaciones 
alcancen la C-neutralidad al 2021. El reto contenido en 
esta propuesta pasa por incentivar de alguna forma a las 
empresas a que cambien de forma sustantiva sus modelos 
organizacionales y pasen a un modelo de trabajo digital, 
en el que el papel sea mínimamente requerido. No 
obstante, resalta la contradicción de que estas empresas 
hacen negocios con el mismo Estado, y este no ha logrado 
promover para sí estas prácticas.

Los programas del eje de Gobierno Cercano se establecen 
alrededor de proyectos ya en ejecución, por lo que resalta 
nuevamente un reciclaje de objetivos y metas nada 
innovadoras o ambiciosas. Por ejemplo, mencionando 
algunas de las más evidentes limitaciones en estos programas, 
se habla de la promoción del teletrabajo. Y aunque ello sea 
realizable, y en efecto varias instituciones estatales tengan 
sus propias directrices, se necesita una ley comprehensiva 
que fundamente y regule exhaustivamente esta práctica 
laboral, en todas sus dimensiones, tanto jurídicas como 
administrativas. Por otra parte, impulsar el Gobierno 
Electrónico y la informatización de trámites son puntos 
paralelos. Incluso, el Gobierno Electrónico cuenta con un 
impulso distinto, con más institucionalidad a sus espaldas. 
Esto dado que la informatización de trámites depende, en 
gran medida, de la capacidad institucional de cada ente de 
ofrecer tal servicio. Además, en la mayoría de instituciones 
públicas median razones de oportunidad, eficiencia y 
pertinencia para ello, por lo cual requiere de una atención 
específica, así como un marco normativo que refleje ello de 
forma clara; es decir, un decreto o directriz acompañados 
de informes y análisis rigurosos de los órganos respectivos 
(por ejemplo, la CGR).

Como se observa de la tabla 1.11, similar caso al del pilar 
de Inclusión Digital, el caso del Gobierno Electrónico y 
Transparente sufre de metas de una ambición bastante alta. 
Esto por cuanto debe considerarse que con lo explicado 
anteriormente (Secciones 1.1 y 1.2) sobre el traslado de 
institucionalidad de lo que respecta al Gobierno Digital. 
Ya que no se han definido prioridades ni proyectos 
específicos para el órgano que actualmente se ubica en el 
Viceministerio de Telecomunicaciones. Al mismo tiempo, 
con el traslado de personal de la STGD al ente ministerial, 
la Secretaría quedó al margen de la formulación de nuevos 
proyectos, y encargada marginalmente de sostener aquellos 
que mayor éxito tuvieron.
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Tabla 1.11 Resumen de metas de la matriz operativa del pilar de Gobierno Electrónico y Transparente 
del PNDT 2015-2021

Meta Línea Base Resultado

100% de Ebais con todos 
los servicios del Expediente 
Digital Único en Salud (EDUS) 
implementadas, al 2018.

Al 2014 el proceso cubre 1 550 000 
personas, es decir, alrededor de un 
33% de la población. 442 Ebais con 
el Sistema de Identificación, Agendas 
y Citas. 308 Ebais con el Sistema 
de Ficha Familiar. 298 Ebais con el 
Sistema Integrado de Expediente de 
Salud.

Las personas usuarias recibiendo una mejor 
calidad de servicio de salud pública, mediante el 
uso de las plataformas tecnológicas.

50% de cumplimiento de la Etapa 
1 al 2018: 18 Ministerios con 
un Protocolo de Ciberseguridad 
implementado.

0% de Ministerio con un plan de 
ciberseguridad implementado. Desarrollo de aplicaciones utilizando TIC para 

lograr una plataforma de Gobierno Electrónico 
accesible a la población, que fomente la 
participación de la ciudadanía y la rendición de 
cuentas.

40% de cumplimiento de la Etapa 
2 al 2018: 2 principales servicios 
automatizados de las entidades 
públicas

No hay línea base sobre la cantidad 
de los servicios públicos principales 
de las instituciones públicas.

10% de los trámites del Gobierno 
Central con acceso móvil, al 2021.

2% de los trámites con acceso 
mediante plataformas móviles.

Aumento en aplicaciones utilizando las 
Telecomunicaciones/TIC para lograr una 
plataforma de Gobierno Electrónico accesible 
a la población, fomentando la rendición de 
cuentas, transparencia pública y la participación 
ciudadana.

100% del Proyecto de 
Conformación de Oferta de 
Servicios Tecnológicos Compartidos 
en el Estado, implementado al 
2021.

0%
Optimización de los recursos públicos 
disponibles, y prestación de servicios públicos 
homogéneos y de mejor calidad a favor de las 
personas usuarias.100% de instituciones del 

Gobierno Central implementando 
el Sistema Integrado Compras 
Públicas, al 2016.

Ningún porcentaje de instituciones 
públicas con un sistema integrado de 
compras.

50% de los Ministerios y órganos 
adscritos ejecutando un Plan de 
Teletrabajo, al 2018.

3% de Instituciones públicas 
implementan teletrabajo. 7% de 
instituciones públicas en proceso de 
implementación del teletrabajo.

Mejor calidad de vida de los servidores de las 
instituciones públicas, la eficiencia y reducción 
del gasto en la Administración Pública.

100% de la estrategia para 
la aplicación de criterios de 
accesibilidad y diseño universal en 
las tecnologías de la información 
y la comunicación implementadas 
en las instituciones del Gobierno 
Central al 2021.

0%.
Instituciones de Gobierno Central con 
plataformas tecnológicas accesibles para 
el uso de todas las personas usuarias.
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Es por esto que este pilar se fundamenta sobre supuestos 
aún inestables; con ello, apunta a que las metas y 
objetivos propuestos carezcan de firmeza en el futuro 
cercano. Apartando el caso de la implementación del 
EDUS en los Ebais del país (cuya cobertura ha avanzado 
progresivamente en el último par de años), las demás 
metas se asoman difíciles, ya que, al igual que las 
analizadas en el pilar de inclusión, cuentan con líneas base 
inexistentes. Incluso, por las razones de institucionalidad 
mencionadas, presentan un desafío considerable. En 
esta línea, debe resaltarse el papel que deberá tomar el 
propio Micitt, a través de la Dirección de Tecnologías 
Digitales en su Viceministerio de Telecomunicaciones. 
Ya que como rector en la materia, debe afianzarse y 
buscar intervenir de forma positiva las instancias que 
sus potestades le permitan, para poder entonces trabajar 
hacia las metas que propone. Inclusive, y enfáticamente, 
hacia la construcción del Modelo de Ciudades Digitales 
que promueve el Micitt.

Economía Digital

El tercer pilar del PNDT es poner en relieve la importancia 
de las TIC para propiciar mejores condiciones para el sector 
productivo de la sociedad costarricense. No obstante, 
dada la orientación y formulación de los objetivos y 
metas en el plan, este eje está fuertemente dirigido hacia 
el sector telecomunicaciones y las actividades afines, 
es decir radiodifusión, telefonía y, en menor medida, 
comercio digital (banca y servicios financieros). En tal 
línea, el plan está influenciado por el peso relativo de las 
telecomunicaciones en el contexto actual del desarrollo 
del país. Ya que se encuentra en vías el proceso de 

concesión de 70 MHz de frecuencias en distintas bandas 
de codiciado valor comercial. Como mención, el cobro 
que el Estado podría hacer por dicha concesión sería un 
insumo millonario para los entes públicos afines (ya sea 
Sutel, Micitt o el órgano que este último estipule).

Además, debe considerarse que el país se encuentra 
en plena preparación para la transición a la Televisión 
Digital Terrestre (TVD), o mejor conocida como el 
Apagón Analógico, en diciembre de 2017. Este proceso 
le dejaría al país un dividendo digital que le permitiría 
reconfigurar el uso del espectro radioeléctrico, haciendo 
con ello más eficiente su uso, así como la posibilidad 
de readecuar sus tarifas y percibir mayores ingresos. El 
énfasis que presenta este eje sobre este tema se basa en la 
generación de nuevas cadenas y sistemas de valor en el 
área de la producción audiovisual. Lo anterior se refleja 
claramente en el objetivo que el Micitt (2015a) dispone 
para este pilar:

Crear mayores oportunidades de bienestar 
económico y social para la población, mediante 
el crecimiento en el acceso a tecnologías digitales 
que permitan generar nuevos negocios a partir 
del desarrollo de productos, bienes, servicios, 
contenidos digitales e ideas innovadoras (p.76).

Esto quiere decir que con la transición a la TVD, los 
procesos de producción deberían variar consistentemente 
con la forma en que se pasaría a consumir este medio10. 

10   Al respecto, el Prosic publicó tres capítulos en el pasado Informe 
2014 sobre el tema y sus diversas vertientes.

Continuación Tabla 1.11

Meta Línea Base Resultado

18 Ministerios con un Proyecto 
de innovación y Aprovechamiento 
de las TIC en beneficio del medio 
ambiente adoptado al 2018.

0%.

Mecanismo de diálogo, articulación y 
seguimiento a temas relacionados con la 
aplicación de la tecnología en beneficio del 
medio ambiente.

30 empresas del Sector de 
Telecomunicaciones con la 
norma gestión ambiental Inteco 
implementada (INTE.12-01-07), 
al 2021.

Ninguno está implementando el 
Programa de C-Neutralidad, ni la 
norma (INTE 12-01-07-2011).

Reducción del impacto ambiental del Sector de 
Telecomunicaciones.

Fuente: Tomado del PNDT 2015-2021. (Micitt, 2015a). 
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Así, se generaría un nuevo modelo que permitiría, a través 
de las TIC, crear contenido, herramientas de producción 
así como aplicaciones que permitan diversificar la oferta 
de productos televisivos y publicitarios.

Ahora, en el apartado del espectro, con la eventual 
reorganización del mismo, se pondrían a disposición 
varias frecuencias que el Estado deberá aprovechar para 
mejorar la capacidad de red con que cuenta actualmente, 
al tiempo que introducirá nuevas posibilidades en el área 
de telefonía (por ejemplo, el despliegue generalizado de 
una red verdaderamente capaz de soportar la tecnología 
4G, así como en el futuro sentar las bases para introducir la 
5G). Además, esto posibilitaría el cambio hacia el uso del 
protocolo de seguridad más establecido en la actualidad, el 
cual es el Ipv6, lo que beneficiaría no sólo a la ciudadanía, 
sino a la Administración en general. La figura 1.12 muestra 
las líneas de acción dispuestas para este pilar.

Como se mencionó, se le presta especial atención a los 
procesos de reordenamiento del espectro, a partir de 
la transición a la TVD, y con ello el dividendo digital 
potencialmente valioso para el Estado. Parte de este 
último se vería reflejado en la posibilidad de habilitar 

las bandas IMT11 para mejorar los servicios brindados 
sobre el servicio LTE. Actualmente, el país tiene 750 
MHz asignados (en total, 250 MHz para IMT), de los 
cuales 70 se encuentran disponibles para su asignación 
en las bandas de 1800, 1900 y 2100 MHz. Además, se 
reconoce la necesidad de profundizar en los esfuerzos 
públicos por hacer más eficientes los recursos disponibles 
(frecuencias) y ponderar los requerimientos futuros 
que las nuevas y actuales tecnologías le implican a las 
instituciones pertinentes (Sutel, Micitt). Debe tenerse 
presente que estas medidas estarán dirigidas hacia las 
nuevas tendencias de producción y consumo (como ya se 
dijo, aplicaciones interactivas), especialmente Internet de 
las Cosas (IoT –en inglés). Este último brindaría muchas 
posibilidades de desarrollo de capacidades y servicios, al 
tiempo que presentaría desafíos importantes en materia 
de seguridad y privacidad.

Debe hacerse mención de los programas estipulados en 
materia de comercio electrónico que, como se mencionó, 
no figuran prioritariamente desde el enfoque que presenta 
el plan. Así pues, asoma ambicioso el hecho de buscar 
un sistema de transporte público inteligente, ya que la 
interrelación de actores es densamente compleja en el 
área de infraestructura y transportes. Prueba de ello son 

11   International Mobile Telecommunications –por sus siglas en inglés.

Radiodifusión 
Digital

Democratización del 
uso del Espectro Radioeléctrico

para TV Digital

Televisión Digital
para todos 

Aplicaciones Interactivas
de Gobierno Electrónico
para TV Digital Abierta

Redes y Espectro 
Radioeléctrico

Plan de utilización
de las Bandas IMT

en Costa Rica

Consolidación de
un Punto Neutro de

Intercambio de Tráfico

Impulso a la adopción
de un Protocolo de
Internet IPv6 en los
servicios públicos

Impulso a la adopción
del Protocolo de
Internet IPv6 en el
Gobierno Central

Comercio 
Electrónico

Transporte de Servicio
Público Inteligente

Bancarización

WebBanking-Tesoro
Digital para Juntas de

Educación y Administrativas
del MEP

Sistema Único de
Pago Electrónico a
beneficiarios de los
programas sociales

Sistema de
Factura Electrónica

Figura 1.12 Líneas de acción y programas/proyectos del pilar de Economía Digital del PNDT
Fuente: Elaboración propia con base en el PNDT 2015-2021 (Micitt, 2015a). Prosic, 2016.
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Tabla 1.12 Resumen de metas de la matriz operativa del pilar de Economía Digital del PNDT 2015-2021

Meta Línea Base Resultado

24 MHz de Radiodifusión televisiva 
reservado por el Estado con fines 
de atención a necesidades locales y 
nacionales, al 2018.

Cero MHz de espectro radioeléctrico de 
radiodifusión televisiva liberado después 
del apagón analógico.

Oferta ampliada de servicios de 
radiodifusión dirigidos a los habitantes 
de Costa Rica, en temas relacionados con 
desarrollo comunitario, salud, educación, 
transparencia, cultura, gobierno 
informativo, entre otros.

100% de las viviendas con televisión 
abierta disponen de Televisión 
Digital Terrestre, al 2017.

0% de los hogares tiene TDT.

Al 2014 el 97,3% viviendas con TV. De 
ese porcentaje, 43% hogares cuentan con 
televisión analógica abierta.

La población recibe el servicio de 
televisión digital abierta y gratuita.

3 aplicaciones interactivas de 
Televisión Digital Terrestre bajo 
estándar ISDB-Tb al 2019, en 
producción, en el marco de Gobierno 
Electrónico Transparente.

Ninguna aplicación interactiva de 
televisión digital abierta en producción.

 Existe un Laboratorio de la Universidad 
de Costa Rica denominado BetaLab, el 
cual realiza el desarrollo de aplicaciones 
para aprovechamiento del estándar 
ISDB-Tb.

Actualmente no se cuenta con 
aplicaciones interactivas que funcionen 
en televisores que cumplan con el 
estándar ISDB-Tb, en el marco del 
programa de Gobierno Electrónico.

Innovación en el sector de TVD (estándar 
ISDB-Tb) y un gobierno electrónico 
transparente cercano hacia la población, 
incluyendo las personas con discapacidad.

1 aplicación interactiva de Televisión 
Digital Terrestre bajo estándar 
ISDB-Tb, al 2017, en el marco de 
Gobierno Electrónico Transparente 
con diseño universal accesible para 
personas con discapacidad.

890 MHz del Espectro 
Radioeléctrico asignados para 
servicios IMT, al 2021.

Al 2013 el país contaba con una 
asignación de espectro para servicios 
IMT por el orden de los 250 MHz.

Reducción de la brecha digital de 
conectividad y uso de los servicios móviles 
y optimización del uso del espectro 
radioeléctrico.

5 operadores de mayor tráfico 
conectados al Punto Neutro de 
Intercambio de Tráfico, al 2016.

Al 2014 el país cuenta con un punto 
neutro de intercambio, el cual posee 14 
operadores de red conectados.

Reducción de cantidad de tránsito de los 
enlaces de conectividad internacionales de 
Internet, lo cual disminuye los costos del 
Internet para las personas usuarias.

18 Ministerios con Protocolo 
de Internet versión 6 (IPv6) 
implementado en sus servicios 
disponibles al público, al 2016.

Micitt, MP, MTSS, Mivah con sitio web 
disponible en IPv6.

Servicios gubernamentales disponibles a 
través de redes modernas, innovadoras y 
escalables, en beneficio de los ciudadanos, 
que fomenten a la vez el crecimiento de 
Internet.

18 Ministerios con Protocolo de 
Internet versión 6 (IPv6) disponibles 
para sus usuarios internos al 2019.

0 Ministerios con protocolo IPv6

Una transición de forma segura, ordenada 
y exitosa del protocolo IPv6 manteniendo 
las redes del gobierno a la vanguardia 
tecnológica.
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Continuación Tabla 1.12

Meta Línea Base Resultado

70% de concesionarios de transporte 
público remunerado de personas 
(modalidad autobús) de rutas 
regulares nacionales implementan un 
servicio de transporte inteligente, al 
2018.

Ningún concesionario actualmente con 
transporte público inteligente aplicado.

Actualmente hay 140 concesionarios, 
y 369 permisionarios que están 
concursando para ser concesionario.

Se reportan algunos planes piloto 
ejecutados, por ejemplo, en la Periférica 
el pago electrónico, y se han desarrollado 
apps.

Las personas usuarias de servicios de 
transporte público reciben un mejor 
servicio, inteligente y eficiente.

3 749 150 personas mayores de 15 
años, con acceso al sistema bancario, 
mediante la entrega de una tarjeta de 
proximidad y acceso al servicio Sinpe 
Móvil, al 2019.

2014: 2 361 278 personas mayores de 15 
años con acceso al sistema bancario.

Ninguno de los componentes de acceso al 
sistema bancario (tarjetas con tecnología 
de pago por proximidad y servicio Sinpe 
Móvil) contaron con usuarios activos al 
cierre de 2014.

Aumento del acceso de la población 
mayor de 15 años a los servicios bancarios, 
especialmente a los ligados a los pagos 
electrónicos en los servicios de transporte 
remunerado de personas modalidad 
autobús y transferencias de fondos vía 
tecnología celular, promoviendo mayor 
transparencia, seguridad jurídica y 
reducción de costos de transacción para la 
población.

340 Juntas de Educación y 
Administrativas gestionando al 
menos el 50% de sus recursos 
mediante la plataforma tecnológica 
Web Banking de Tesoro Digital, al 
2018.

Actualmente ningún recurso de la 
Juntas de Educación  y Administrativas 
se gestiona mediante la plataforma 
tecnológica Web Banking de Tesoro 
Digital.

Fomentar una educación financiera en 
las Juntas de Educación y las Juntas 
Administrativas del MEP mediante el 
uso eficiente de mecanismos tecnológicos 
para pago y control de sus recursos 
administrativos.

100% de Instituciones públicas 
que administran mayor cantidad de 
recursos de los programas sociales, 
implementando el 75% del Sistema 
Único de Pago Electrónico, al 2018.

0%.

Actualmente ninguna transferencia 
de recursos líquidos públicos a los 
beneficiarios de los programas sociales se 
realiza mediante un Supres.

Contribución al combate a la pobreza, 
mediante la identificación, control, 
seguimiento y asignación de los recursos 
públicos dirigidos a los beneficiarios de los 
programas sociales.

100% del Sistema de Factura 
Electrónica implementado, al 2017. 0%.

Mejorar la efectividad en el control 
tributario, a través de una estrategia 
integral transversal que incluya el cierre del 
ciclo tributario.

Fuente: Tomado del PNDT 2015-2021. (Micitt, 2015a). 



Hacia la Sociedad de la Información y el Conocimiento, 2016

53

las recurrentes iniciativas, ya sean públicas o privadas, en 
dicha área que naufragan en la burocracia de entes como 
el Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT) 
y sus diversos consejos técnicos. También es de notar los 
programas de bancarización digital y WebBanking, así 
como los sistemas de facturas electrónicas y de transferencias 
de pagos electrónicos a beneficiarios. Cabe destacar que 
si bien estos programas están dirigidos a promover la 
eficiencia en transacciones comerciales, la mayoría están 
enfocadas en relaciones G2C (Gobierno a Ciudadanos), 
por lo que podrían considerarse como elementos a realizar 
desde Gobierno Electrónico, lo que puede evidenciar un 
traslape conceptual y empírico de las metas propuestas. No 
está de más recalcar las dificultades técnicas de los mismos, 
así como las adversidades administrativas que pueden 
originarse. Así pues, es conveniente observar con mayor 
detalle lo que la matriz operativa de este pilar establece 
según cada meta.

1.3.2 Banda Ancha en el PNDT

Aunque ya se mencionaron en sus respectivas secciones 
dentro de los pilares que componen la visión estratégica 
del PNDT, debe detallarse de forma más precisa ciertas 
consideraciones en relación a estos dos temas, que 
resultan fundamentales en la coyuntura nacional. Pues, 
por un lado, se da por sentado que Internet es más que 
una herramienta, un potencial vehículo que promueva 
una economía más dinámica, una sociedad más 
participativa y, en general, un Estado más transparente y 
eficiente. No obstante, debe recordarse que el desarrollo 
de las redes, si bien es responsabilidad de los operadores 
concesionarios, su direccionamiento político y técnico 
está en manos estatales. De la misma forma, el caso con 
la TVD es uno que encierra una trascendencia social e 
incluso política más notoria. El hecho de que la televisión 
digital se apreste a cambiar el modelo que ha conocido el 
país durante décadas, implica repercusiones económicas 
y técnicas que el Estado deberá solventar en aras de que 
su transición, adopción y posterior apropiación sean 
efectivas.

Por ejemplo, en el caso de la banda ancha, el Micitt 
establece lo que ha sido  cuestionada como una velocidad 
deficiente, descontextualizada del avance global. Al 
contrario, puede verse el caso de la Comisión Federal de 

Comunicaciones en Estado Unidos (FCC, por siglas en 
inglés), que se ha apartado de criterios más conservadores 
de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico (OCDE) y la Unión Internacional de 
Telecomunicaciones (UIT) en cuanto a la definición 
de una velocidad de ancho de banda recomendada. El 
ente estadounidense catalogó la velocidad 25 Mbps12 
(de bajada) como el estándar en tal país (FCC, 2016). 
Mientras tanto, el Micitt ha definido que la velocidad de 
banda ancha (para las instituciones públicas) en 6 Mbps, 
revisable cada 18 meses. Para el caso de los beneficiarios 
de los servicios de conectividad a cargo de Fonatel (en 
hogares) se plantea solamente 2 Mbps. Ello es similar a 
lo que actualmente el mismo Fonatel establece para los 
centros de prestación de servicios públicos (CPSP) a su 
cargo en los proyectos desarrollados, en 4 Mbps.

12   Esta velocidad se contempla para las conexiones fijas. Para las 
conexiones móviles de establecen el rango de 3 a 6 Mbps como el 
normal, mientras la meta es promover la velocidad móvil en 10 Mbps 
(FCC, 2016).
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Figura 1.13. Comparación entre velocidades 
promedio de banda ancha (Mbps) entre países de 
la OCDE y Costa Rica*
*/ Se utilizan los valores de velocidad mediana.
Fuente: Elaboración propia a partir de datos de compendios estadísticos 
de la OCDE (2015), disponibles desde http://www.oecd.org/sti/
broadband/oecdbroadbandportal.htm. Prosic, 2016.

http://www.oecd.org/sti/broadband/oecdbroadbandportal.htm
http://www.oecd.org/sti/broadband/oecdbroadbandportal.htm
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1.3.3 Hoja de Ruta para la TVD

Como parte del alcance del PNDT presentado por el 
Micitt en el 2015, y dada la mencionada importancia 
de la transición a la TVD en el año 2017, se incluye esta 
subsección detallando algunos elementos relevantes del 
documento oficial elaborado por un experto de la UIT en 
relación al proceso que debería llevarse. Dicho documento 
se empezó a trabajar desde inicios del 2015, con el contacto 
del experto en regulación en telecomunicaciones el Dr. 
Ángel García Castillejo, encargado por parte de la UIT 
para supervisar y aconsejar el proceso costarricense. Este 
acercamiento se dio gracias a la colaboración del Banco 
de Desarrollo de América Latina (CAF13), la misma UIT 
y el gobierno costarricense, representado por el Micitt. En 
tal línea, “la UIT y CAF seleccionaron a Costa Rica como 
uno de los países beneficiarios de este proyecto mediante 
el cual se ofrece la asistencia establecida en el alcance del 
mismo” (García-Castillejo, 2015, p9).

La asistencia proveída por este marco de cooperación 
se dirigió a analizar el contexto nacional en el sector de 
radiodifusión, y principalmente el estado de la televisión 
analógica. Ello con el fin de caracterizar el potencial 
resultado de la transición a la televisión digital terrestre 
(TDT). El producto es el documento que se menciona: la 
Hoja de Ruta para la Transición a la TDT en Costa Rica, 
la misma se compone de una serie de consideraciones 
y recomendaciones elaboradas a partir de tres visitas 
de trabajo por parte del Dr. García Castillejo, quien se 
reunió con representantes de la Cámara de Empresas de 
Tecnologías de Información y Comunicación (Camtic), 
del Viceministerio de Telecomunicaciones, de la Cámara 
de Infocomunicaciones (Infocom) y personeros de los 
medios televisivos (Sistema Nacional de radio y Televisión 
–Sinart, Teletica, Repretel y Canal UCR). Igualmente, 
se resalta el aporte de la Comisión Mixta de Televisión 
Digital, la cual brindó consejo y ayuda técnica al experto.

La metodología de trabajo y planificación de la UIT, 
utilizada por el experto, supone la fundamentación en lo 
que viene a conocerse como bloques funcionales (ver anexo 
al capítulo). Estos bloques funcionales son una forma de 
concebir las fases de planificación de los proyectos, de 
acuerdo a características técnicas de la UIT. En resumidas 

13   Corporación Andina de Fomento, pues la mayor parte de sus 
miembros constituyentes provienen de esa zona geográfica.

cuentas, son una manera de visualizar la estructura lógica 
(algo así como un marco lógico) de la planificación de un 
proyecto. En este caso, la preparación, ejecución y desarrollo 
posterior de la transición de la TVD en Costa Rica.

De acuerdo a las directrices existentes de la UIT, el proceso 
total de transición o apagón analógico se compone de cinco 
niveles o capas (García-Castillejo, 2015). Estas capas se 
caracterizan por enfocarse en determinados aspectos a cubrir 
(según los bloques funcionales) y la distribución de tareas a 
cada actor. Asimismo, se distinguen dos niveles de incidencia, 
o tipos de actores que pueden ser los encargados; por un 
lado, los institucionales o regulatorios, específicamente entes 
estatales a cargo de tales labores en el área. Luego, los actores 
de mercado, o mejor dicho, los operadores concesionarios de 
derechos de utilización del espectro para sus transmisiones. 
En estos también se incluyen a aquellos actores encargados 
de la producción, difusión y expansión de las emisiones 
televisivas; por ejemplo, empresas de animación, compañías 
publicitarias y gestores de contenido. La figura 1.14 expone 
estos niveles y su designación.

Debe aclararse que si bien es cierto el Micitt es el ente rector 
en la materia, será el Viceministerio de Telecomunicaciones 
el representante y encargado de guiar el proceso desde 
las vertientes técnica y política. De igual forma, para 
comprender la figura 1.14, debe hacerse la anotación que, 
esta se desprende de una serie de consideraciones que la 

Redes

Hoja de Ruta

Mercado, negocios y desarrollo

Apagado analógico

Marco político y regulatorio

Figura 1.14 Marco funcional de la transición a la 
TDT en Costa Rica*
*/  El tono oscuro corresponde a la responsabilidad de los actores de la 
Administración, el intermedio a la responsabilidad de los actores del 
sector, y el claro representa un esfuerzo conjunto.
Fuente: Adaptado de la Hoja de Ruta para la TDT en Costa Rica 
(García-Castillejo, 2015, p.44). Prosic, 2016.
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UIT debió trabajar en el país, enfocadas en dos grandes 
sectores. Estos engloban de forma general lo que los cinco 
puntos presentados corresponden. Por un lado, el marco 
regulatorio y la materia de licencias; ello incluye:

•	 Definición de la cadena de valor apropiado 
para la radiodifusión digital;

•	 Propuestas de reglamentos para impulsar la 
migración a la radiodifusión digital;

•	 Propuestas para alinear el marco de licencias 
con la nueva cadena de valor digital;

•	 Elaborar el marco de concesión de licencias 
y reglamentos necesarios para introducir 
móvil;

•	 Los servicios de televisión;

•	 Desarrollar el marco normativo para la 
emisora de servicio público Sinart (García-
Catillejo, 2015, p.43).

Por otra parte, el interés de UIT en conocer la situación 
actual del país era fundamental a la hora de analizar y 
realizar sus observaciones en torno a la estrategia para el 
proceso de apagado analógico y encendido digital (ASO 
–Analog Switch Off). Tres puntos eran indispensables 
para esta etapa, a saber:

•	 Propuesta para la investigación de mercado 
en los espectadores afectados;

•	 Propuestas para la comunicación de ASO a 
los espectadores afectados;

•	 Propuesta para el modelo ASO apropiado 
(incluyendo escenarios de transmisión 
simultánea de señala en analógico y digital 
“simulcast”) (p.43).

Es decir, se presentan dos grandes planos de acción en 
este tema: el de la Administración y el de mercado. De 
esta forma, los actores en el nivel del Estado son aquellos 
con la investidura institucional para legislar, supervisar y 
reglamentar; es decir, se distingue entre los entes legislativos, 
reguladores y de gobierno. En el primer caso, el legislativo es 

el encargado de determinar el acceso a los recursos necesarios 
(el espectro radioeléctrico) así como a los mercados y servicios. 
Esta función es de reserva de ley por lo que su potestad sobre 
la materia es clara. Por otra parte, el organismo regulador 
(en este caso, la Sutel y Micitt) es el encargado de dos tareas: 
regular el sector de telecomunicaciones o uso del espectro 
(Sutel) y regular a los operadores prestadores de servicios de 
comunicación (Micitt). 

Es decir, la función colaborativa de estos dos entes está 
dirigida a asignar, bajo criterio técnico, los derechos de 
explotación del espectro (las licencias o concesiones), y 
regular la participación en el mercado; es decir, buscar que 
se sigan los lineamientos y recomendaciones de Relatoría 
Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y de la 
OEA en la línea de evitar la concentración de medios, 
la subutilización del recurso y la cobertura nacional 
efectiva14 y promover una pluralidad de contenidos 
(comerciales y sociales) en los medios de comunicación. 
Finalmente, las autoridades gubernamentales, nacionales 
o locales, serán las encargadas, en forma similar a lo que 
se ha presentado actualmente en materia de telefonía 
celular, de otorgar licencias o permisos de planificación y 
obra en las regiones específicas que se requieran. De allí 
que nuevamente, el marco institucional previo debe ser 
depurado y claro en esta materia, a veces tan controversial.

De funcionar correctamente este proceso, en el cual 
todavía Costa Rica se encuentra inmersa15, correspondería 
a los entes de mercado generar el contenido y difundirlo, 
cumpliendo los estatutos técnicos y regulatorios antes 
establecidos. Es decir, asegurar una cobertura que esté 
apegada a los criterios que cada tecnología requiera 
(cobertura territorial y calidad de la misma). De tal 
forma, aquí es donde se inicia la construcción de las 
cadenas y sistemas de valor del sector, que a pesar de 
estar bajo la responsabilidad de los actores productivos, 
presenta instancias donde el Estado debe incidir. Esto 
pues existen seis etapas, a saber: la creación de contenidos, 
la agregación de los contenidos, la definición de los 

14   Véase los informes de la Sutel 756-SUTEL-DGC-2014 y 
02492-SUTEL- DGC-2014 al respecto.

15   Véase el proyecto de ley de la Red de Medios e Iniciativas de 
Comunicación Alternativa, “Ley Participativa de Radio y Televisión” 
que pretende ser el texto que los diputados conozcan y debatan. 
Dicho proyecto se presentará por iniciativa popular a la Asamblea 
Legislativa. Más detalles en http://redmica.org/.

http://redmica.org/
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operadores del multiplex, el inicio de la prestación del 
servicio, la distribución de este, y la recepción del mismo 
por parte de los televidentes (UIT citada en García-
Castillejo, 2015).

Desde la perspectiva comercial, estas fases se desarrollan 
según el orden anterior, tras la creación de contenidos, la 
gestión de la publicidad y los lineamientos sobre espacios 
publicitarios deben estar debidamente regulados. 
Posteriormente, debe implementarse la división del 
espectro en las unidades de capacidad y atribución 
según los servicios. Luego, con la comercialización de los 
servicios debe mediar una relación clara con los clientes 
sobre las condiciones, beneficios y limitaciones que la 
nueva modalidad implicará. Parte de ello recae en la 
información y concientización que tanto gobierno como 
operadores y comerciantes hagan del proceso. Finalmente, 
se debe garantizar condiciones mínimas de acceso 
(paquetes de servicio) con los requerimientos necesarios 
(software y hardware específico). Así, ambos planos de 
acción (Estado y sector privado) están cercanamente 
relacionados, tanto por los procesos que deben llevarse 
a cabo, como por las fases en las que uno y otro deben 
incidir. La tabla 1.13 muestra una esquematización de las 
fases de la Hoja de Ruta para el país.

Refiriéndose a elementos técnicos de la situación 
costarricense respecto a la televisión analógica y su paso 
a la TDT, debe hacerse mención a lo que el experto de la 
UIT señala como un inconveniente en el despliegue de la 
televisión digital. Ya que el Viceministerio ha planteado 
la posibilidad de utilizar la banda III de VHF (174 MHz 

a 216 MHz, canales del 7 al 13) para transmitir ya en el 
estándar ISDB-Tb, adoptado por el país. No obstante, 
muchas recomendaciones internacionales apuntan a 
que ello no es una práctica común ni apropiada, por 
lo que se sugiere que una vez realizado el “Apagón”, el 
Viceministerio deba realizar nuevos estudios para analizar 
las posibilidades. (García-Castillejo, 2015). Esto se da a 
partir de la distribución de los emplazamientos y puntos 
de transmisión en el país, lo que si bien no amenaza, 
resulta problemático en el plano general. Esto dado que 
existen dos complicaciones, a) las interferencias al interior 
del territorio y en zonas fronterizas, y b) la posibilidad 
de que riesgos geológicos impacten negativamente la 
prestación del servicio. Ello a partir de la situación que 
afronta el volcán Irazú y las torres y antenas allí colocadas.

Además, el experto señala una serie de factores que resultan 
negativos a la hora de evaluar la situación en la que se 
encuentra el país. Por ejemplo, el mismo PNDT señala 
que en Costa Rica los habitantes que ven televisión abierta 
se ha venido reduciendo en los últimos años, alcanzando 
en 2014 un 36,4% (Micitt, 2015a, p.33). Ello significa 
que dos terceras partes de la población recibe la señal de 
televisión por medio de cable o satélite (u otras formas 
como IPTV), a lo que señala el informe de la Hoja de 
Ruta que “el hecho de que no se disponga de un mismo 
estándar en cable elimina el que la interactividad en 
TDT pase al cable” (García-Castillejo, 2015, p.74). Esto 
se ha discutido y problematizado a fondo en los capítulos 
6, 7 y 8 de la edición anterior de este informe. Al mismo 
tiempo, el marco normativo actual (Plan Nacional de 
Atribución de Frecuencias y la LGT) presentan barreras 

Tabla 1.13 Fases de la Hoja de Ruta para la transición a la TDT

Actor Fases de la Hoja de Ruta

Regulador

Desarrollo de políticas y 
regulación de la TDT y 
TVMóvil

Plan de apagado analógico

Regulación y políticas sobre licencias Administración de licencias

Operador de Red de 
TDT

Preparación Planeamiento Implementación

Apagón Analógico

Fuente: Adaptado de la Hoja de Ruta para la TDT en Costa Rica  (García-Castillejo, 2015, p.50). Prosic, 2016.
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para que exista un modelo concesional flexible, existente 
en países donde la transición ya ha ocurrido. Este modelo 
tiene la característica de que permite la aparición de 
nuevos actores en las etapas de realización de la TDT; 
por ejemplo, que haya una productora, otra instancia 
se encargue de la gestión de ese producto y, finalmente, 
haya un operador o encargado de la red. Adicionalmente, 
si bien sabido que el uso del middleware Ginga (que 
funciona bajo el estándar HTML 5) es indispensable 
para el formato de TDT que Costa Rica adoptó, no hay 
una disposición oficial que lo respalde.

Uno de los detalles que resalta, en seguimiento a lo 
anterior, en la Hoja de Ruta provista por el experto de 
la UIT es señalar que, en el proceso de asignación de 
los derechos fundamentales en la cadena de valor de 
la televisión digital. Por ejemplo, Costa Rica adoptó 
el modelo de licencia tipo B, según la clasificación de 
la UIT. Así, identifica tres instancias: el operador del 

multiplex16, el proveedor de servicios y el distribuidor de 
señal. En el caso costarricense, el operador del multiplex 
será, por disposición normativa, el organismo regulador 
(en este caso la Sutel). Este modelo establece:

Que los derechos de espectro deben ser asignados 
a un distribuidor de señal y ningún distribuidor 
de señales deberá ser un proveedor de servicios de 
contenidos. Por lo que cualquier entidad que lleve 
a cabo las funciones de agregación de contenidos 
y / o la prestación de servicios no puede ser titular 
de derechos del espectro (UIT, 2015, p.97).

Además, se señala una serie de requisitos que deben 
cumplir los licenciatarios o concesionarios para poder 
disfrutar de los derechos que permite la TDT. Entre estos 
se anotan que se debe cumplir un nivel de cobertura de 
noticias locales, artes y religión; establecer una cantidad 
máxima de repeticiones; definir la cuota mínima de 

16   Multiplex es el término para el proceso de multiplexación, es decir, aquel por el que un canal (6 MHz) se divide en cuatro señales o servicios 
distintos.

Tabla 1.14 Cronograma de la Hoja de Ruta para el Apagón Analógico en Costa Rica*

Funciones y Actividades
Año

2015 2016 2017 2018 2019 2020 >2021

Segunda sesión trabajo Viceministerio -UIT
Tercera sesión trabajo Viceministerio – sector-UIT
Debate y aprobación nuevo marco jurídico para el 
sector de radiodifusión costarricense
Resoluciones del Viceministerio y en su caso de la 
Sutel de desarrollo
Implementación campañas divulgación
Campañas información apagado. Apoyo a usuarios
Coordinación internacional (interferencias)
Diseño redes SFN según los casos
Comprobación coberturas e implementación medidas 
que incorporen Plan de contingencias (Volcán Irazú)
Inicio proceso apagado analógico por regiones
Apagado analógico definitivo

*/ Los tonos indican el grado de cumplimiento relativo. El más claro significa que está a tiempo, el intermedio señala posibles atrasos, y el más 
oscuro es susceptible a atrasos por cuanto depende de los anteriores.
Fuente: Tomado de la Hoja de Ruta para la TDT en Costa Rica  (García-Castillejo, 2015, p.50).
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contenido producido localmente, así como el máximo de 
horas destinadas a publicidad. De la misma, debe referirse 
a los requisitos de calidad que se han de establecer en 
relación a la difusión, ya sea en definición estándar (SD) 
o alta (HD) (UIT, 2015, p.100).

Entonces, la Hoja de Ruta establece una serie consideraciones 
en cuanto al proceso que seguirá el Micitt, incluyendo 
las Expo-TV Digital, que han sido llevadas a cabo desde 
finales del año 2015, y continuarán durante el 2016 y 2017. 
Con ello, se pretende cubrir el modelo de comunicación 
referido por las directrices de la UIT para la transición. 
Este consta de seis fases, de las cuales el Micitt ha iniciado: 
a) Sensibilización, b) Comprensión, c) Actitudes, d) 
Intención de migrar, e) Conversión y, f ) Satisfacción 
con la TDT (UIT, 2015, p.117). Todo ello implica 
una estrategia compleja que incluya medios digitales y 
tradicionales, así como enlace con entes y actores claves en 
el proceso (cámaras empresariales y organismos públicos 
con incidencia pública). Así la Hoja de Ruta final, que 
supone un esquema de actividades en su programación 
temporal es tal como lo refleja la tabla 1.14.

Como puede verse, buena parte de la transición a la 
TDT, según lo definido por el experto de la UIT -el 
Dr. Ángel García-Castillejo- se encuentra en un nivel 
cumplimiento adecuado. No obstante, existen procesos 
clave que están en un estado indefinido, y por ende con 
potencial retraso en su cumplimiento. El caso principal 
de estos últimos es el Debate y aprobación de un nuevo 
marco normativo para el sector de radiodifusión en 
Costa Rica; en otras palabras, una nueva Ley de radio y 
Televisión. Esto según las recomendaciones últimas del 
experto y del plan de transición, este paso es fundamental 
para iniciar el diseño de redes, los procesos de definición 
de modelos de otorgamientos de licencias, y así como 
montar una campaña estratégica de comunicación 
al respecto. Además, se hace especial énfasis en 
recomendar alianzas público-privadas para implementar 
la multiplexación, facilitándole de esa forma la labor al 
regulador, y con ello incentivando al sector. Finalmente, 
se recomienda prestarle cercana atención al proceso de 
transmisión simultánea (Simulcast), para poder superar 
las dificultades que implicará debido a la saturación de 
las bandas, encareciendo el proceso (que aún continua 
gracias a los permisos experimentales).

Finalmente, debe apuntarse que este proceso se sigue desde 
una perspectiva eminentemente enfocado en la televisión, 
mientras la radio sigue siendo un tema difuso u opaco. 
Incluso, durante las diferentes actividades que el Micitt 
o entes privados han realizado para informar sobre la 
transición se ha evidenciado una abrumadora omisión de 
contenido radiofónico. Ello supone que distintos intereses 
y otras agendas político-económicas se esconden tras esta 
discusión (la cual, irónicamente, no se ha dado).

1.4 REGULACIÓN Y 
TELECOMUNICACIONES 		
EN COSTA RICA

1.4.1 Sutel

Al hablar de la Superintendencia de Telecomunicaciones 
(Sutel) es necesario referirse al contexto sociopolítico que 
imperó durante la negociación y aprobación del Tratado 
de Libre Comercio entre Centroamérica, Estados Unidos 
y la República Dominicana (TLC-CA-RD). Ello dado 
que lo que el mencionado acuerdo comercial implicaba 
era la liberalización de un mercado que, hasta el 2007, 
monopolizaba el ICE, el de las telecomunicaciones, 
y con mayor énfasis el de la telefonía celular. Bajo esta 
apertura de mercado, el Estado costarricense debía 
adecuar su normativa, ya que el marco jurídico, por 
razones obvias, no contemplaba este escenario. Es así 
como, tras la discusión y aprobación de las leyes 8642 
y 8660 (Ley General de Telecomunicaciones y Ley de 
Fortalecimiento y Modernización de las Entidades 
del Sector Telecomunicaciones, respectivamente), se 
concibió el desarrollo de un mercado en competencia.

Primero, con la aprobación de la entrada de operadores 
privados a ofrecer sus servicios17 (por el proceso de 
licitación del espectro radioeléctrico que luego sucedería, 
estos operadores serían dos: Telefónica (Movistar) y Claro). 
Luego, se crearía la organización estructural del Estado en 
torno al tema; se dividiría en tres funciones o instancias, de 
acuerdo a las funciones que le corresponden, aún hoy. El 
ente rector, el Viceministerio de Telecomunicaciones (hoy, 

17   Ello sucedió a través de la licitación pública N°2010LI-000001-
SUTEL, estipulado así por el Poder Ejecutivo, representado en aquel 
entonces por el Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones 
(Minaet) en el decreto N°35646-MP-MINAET –cuando la rectoría 
del sector estaba en aquel ministerio.



Hacia la Sociedad de la Información y el Conocimiento, 2016

59

sabidamente, en el Micitt); el ente regulador (la Sutel, 
dependencia jurídico-administrativa de la Autoridad 
Reguladora de los Servicios Públicos –Aresep); y, el ente 
operador público, entiéndase el ICE (formalmente, 
utilizando su marca comercial Kölbi).

La Sutel tiene por funciones “regular, aplicar, vigilar y controlar 
el ordenamiento jurídico de las telecomunicaciones” (Ley 
de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades 
del Sector Telecomunicaciones, 2008, art. 59). Con esta 
disposición, la Sutel también obtendrá la independencia 
administrativa. Estará institucionalmente adscrita a la 
Aresep, pero será un órgano de desconcentración máxima, 
con investidura y personalidad jurídica propia. Esto le 
permite realizar sus funciones más usuales, entre la cuales 
pueden contarse, principalmente, la administración 
de Fonatel, suscribir convenios y contratos así como la 
supervisión general del sector. Debe resaltarse nuevamente 
el elemento de su independencia, ya que en la coyuntura 
política de Costa Rica el país busca adherirse a la OCDE, 
y uno de los principales requerimientos es este mismo. 
El numeral 59 de la ley antes citada detalla que “la Sutel 
será independiente de todo operador de redes y proveedor 
de servicios de telecomunicaciones y estará sujeta al Plan 

nacional de desarrollo de las telecomunicaciones y a las 
políticas sectoriales correspondientes” (Art. 59).

Ahora bien, la Sutel tiene una serie de obligaciones 
fundamentales (art. 60) con las que debe proceder en su 
actuar. Entre estas destacan la administración de Fonatel, 
así como encargarse de de garantizar las condiciones 
de acceso y servicio universal que el fondo implica. La 
Superintendencia deberá promover la diversidad en 
los servicios de telecomunicaciones brindados y buscar 
introducir nuevas tecnologías; de forma preminente, deberá 
velar por la protección de los derechos de los usuarios, de 
allí que la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa 
Efectiva del Consumidor, de 1994, haya sido modificada 
para incluir un apartado dedicado a las funciones de Sutel 
en esta materia. Enfáticamente, como órgano técnico, 
tendrá que velar por el funcionamiento y cumplimiento 
acorde de los servicios brindados por los operadores y 
proveedores de servicios. Destacan, igualmente, las labores 
en función de un uso eficiente del espectro, mediante el 
monitoreo y la evaluación de los servicios, así como la 
realización de estudios técnicos de mercado que permitan 
analizar la capacidad del mismo en cuanto a la oferta de 
estos servicios.

Aresep MicittConsejo Directivo de 
Sutel

Dirección General de 
Calidad

Dirección General de 
Mercados

Dirección General de 
Fonatel

Dirección General de 
Operaciones

Secretaría del Consejo Registro Nacional de 
Telecomunicaciones

Asesores Unidad Jurídica

Comunicación

Figura 1.15. Estructura de la Sutel
Fuente: Elaboración propia. Prosic, 2016.
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Como ya se dijo, este órgano cuenta con independencia, 
un elemento favorable desde la perspectiva institucional 
en el sector. Además, es un órgano con una gran 
orientación técnica, dado que, como lo muestra la 
figura 1.15, sus direcciones generales se avocan en 
materias especializadas, como lo es la dirección de 
Calidad, enfocada en monitorear las redes  y el espectro 
radioeléctrico. La dirección de Mercados tiene bajo su 
responsabilidad evaluar el comportamiento del mercado 
de telecomunicaciones, sus tendencias, competencia y 
desarrollo. Así como la dirección de Operaciones está 
enfocada en el funcionamiento interno de la institución, 
con ramas que se ocupan específicamente de cada factor 
(e.g. finanzas, recursos humanos, proveeduría, entre 
otras). Así, se cubre con el segundo factor que se busca 
en un órgano o instancia de este tipo y en esta materia, 
su capacidad técnica. Finalmente, el último elemento 
que caracteriza a la Sutel como ente regulador, además de 
la capacidad técnico-administrativa es el presupuestario 
(tabla 1.15). El artículo 72 de la ley antes citada define 
que la Sutel se financiará de la siguiente forma:

a.	 a) Los cánones, las tasas y los derechos 
obtenidos en el ejercicio de sus funciones.

b.	 b) Las transferencias que el Estado realice a 
favor de la institución.

c.	 c) Las donaciones y subvenciones 
provenientes de otros estados, instituciones 
públicas u organismos internacionales, 
siempre que no comprometan la 
independencia, transparencia y autonomía 
de la Sutel.

d.	 d) Lo generado por sus recursos 
financieros (Ley de Fortalecimiento y 
Modernización de las Entidades del Sector 
Telecomunicaciones, 2008).

La Sutel cuenta con un presupuesto cercano a los 
$50 millones (23 541 750 894 colones), de los que 
prácticamente la mitad proviene de la contribución 
parafiscal que deben aportar los operadores y proveedores 
de servicios concesionarios a partir de sus ganancias 

brutas anuales18. Es decir, para tomar como ejemplo a 
los dos grandes operadores de telefonía celular privada 
en el país, Claro y Telefónica (Movistar) deben cancelar 
un monto que corresponda entre el 1,5 y 3% de sus 
ganancias brutas en el período de un año. Este monto, 
como puede observarse, se traslada de forma directa a 
la dirección de Fonatel (unos $25 millones). Incluso, 
debe anotarse que este presupuesto presenta incluso una 
reducción en comparación al año 2015 (para ese año el 
monto presupuestado fue de 23 643 805 500 colones) 
representando una disminución de 102 millones de 
colones, o lo que sería cercano a 0,5% del presupuesto 
del año 2015.

Otras funciones de la Sutel

Como se indicó en la figura 1.15, el máximo órgano 
de la Sutel es su Consejo Directivo, formado por tres 
directivos titulares y uno suplente. Esta conformación 
se hará mediante nombramiento exclusivo de la Junta 
Directiva de la Aresep, para luego ser ratificado por la 
Asamblea Legislativa. Es decir, tras proponer los cuatro 
nombramientos la Asamblea Legislativa puede objetar 
la(s) candidatura(s). Así, el período de ejercicio de cada 
directivo será de cinco años con posibilidad a una sola 
reelección. Este ente solamente es fiscalizado por la 
CGR. Ahora bien, aparte de las obligaciones que ya 
se enumeraron, el Consejo, como órgano en sí, tiene 
otra serie de responsabilidades y funciones político-
administrativas enfocadas en la gestión del mercado de 
telecomunicaciones.

Entre las funciones más destacadas pueden mencionarse 
las siguientes: a) Proteger los derechos de los usuarios 
de servicios de telecomunicaciones, b) Imponer el libre 
acceso a redes y servicios a los operadores y proveedores, 
c) Incentivar la inversión en el sector, d) Realizar estudios 
técnicos sobre la calidad y eficiencia de las redes y 

18   El inciso e del artículo 38 de la Ley General de Telecomunicaciones 
(2008), sobre el Financiamiento del Fondo Nacional de Telecomunicaciones 
(Fonatel), dispone lo siguiente: 

Una contribución especial parafiscal que recaerá sobre los 
ingresos brutos devengados por los operadores de redes 
públicas de telecomunicaciones y los proveedores de 
servicios de telecomunicaciones disponibles al público, la 
cual será fijada, anualmente, por la Sutel de conformidad 
con el siguiente artículo.
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servicios, así como otorgar las respectivas autorizaciones 
de uso; e) Administrar el espectro radioeléctrico, f ) 
Resolver los conflictos que involucren el actuar de los 
operadores o proveedores de servicios, g) Administrar el 
Registro Nacional de Telecomunicaciones, h) Convocar 
a audiencias sobre los temas de tarifas, estándares, 
reglamentos técnicos, cánones, entre otros; i) Definir los 
estándares de calidad en la operación de redes y prestación 
de servicios, j) Fiscalizar los reportes financieros de 
los operadores y proveedores de redes y servicios, k) 
Homologar los contratos de adhesión entre proveedores 
y abonados, y l) Fijar las tarifas de telecomunicaciones, 
de conformidad al marco normativo (Art. 73, Ley de 
Fortalecimiento y Modernización de las Entidades del 
Sector de Telecomunicaciones, 2008).

Aquí se señalan varios puntos de relevancia coyuntural 
en el quehacer de la Sutel. El primero, acerca de la 
protección y vigilancia de los derechos de las personas 
usuarias de los servicios de telecomunicaciones. Ello por 
cuanto ha sido interés de la Superintendencia asegurar 
un buen servicio, lo que ha motivado la realización de 
varias encuestas de satisfacción de los usuarios de servicios, 
especialmente telefonía móvil. Sumado a ello, como 
ejercicio de transparencia y rendición de cuentas, la Sutel 
ha desarrollado anualmente un compendio estadístico 
que muestra el comportamiento del sector en sus distintas 
ofertas (Internet, telefonía y el avance de lo móvil).

La Sutel se ha abocado a realizar una evaluación más 
detallada del sector de telecomunicaciones, en aras de 
refinar los alcances de, entre otros, los servicios brindados 
por Fonatel, en sus esquemas de proyectos. Esto lo 
pretende realizar con estudios de mercado más detallados, 
desde la parte técnica hasta la percepción de calidad 
(M.E. Gutiérrez y G. Camacho, comunicación personal, 
5 de febrero, 2016). Este esfuerzo pretende llevarse a 
cabo durante el 2016, para así detallar los aspectos que 
la OCDE motiva a sus postulantes a desarrollar. Ello es 
conducente a reformulaciones sobre las metodologías 
tarifarias que actualmente se utilizan. Adicionalmente, 
deben enumerarse los esfuerzos realizados en portabilidad 
numérica, lo que ha facilitado el desarrollo del mercado 
de telefonía móvil (según datos de la Sutel -para el 2015-
), a inicios de ese año, pasados por los primeros meses 
de darse la portabilidad, cerca de 55 mil usuarios habían 
optado por cambiar de operador. Ello representa un 

0,92% del total de líneas activas en el país, lo cual según 
datos de Signals Telecom sobre Portabilidad Numérica 
en América Latina, es un comportamiento normal, ya 
que no se suele superar el 1% durante los primeros doce 
meses (Sutel, s.f.).

Sumado a esto, en materia de brindarle un servicio más 
comprehensivo al usuario, principalmente en materia 
de seguridad, se ha avanzado hacia un registro de líneas 
prepago, para así evitar actividades irregulares por parte 
de ciertos usuarios. Ello no sólo permitirá construir una 
base de datos más detallada sobre el uso de este servicio 
móvil, sino que le posibilitará al usuario tener mayor 
control su suscripción, sus contactos y su uso general. 
Finalmente, otro paso importante que ha dado la Sutel es 
el convenio ratificado con la compañía de estandarización 
internacional GSMA; este convenio firmado entre los 
operadores y proveedores (Kölbi, Claro, Telefónica, 
Tuyo y Full Móvil), Sutel y GSMA está dirigido a 
desincentivar el robo de teléfonos celulares, mediante 
un sistema de bloqueo internacional, utilizando código 
IMEI de cada terminal. Es decir, Sutel, mediante el 
control que ejerce sobre los operadores y proveedores 
de servicios de telefonía móvil, se incorporará a una red 
mundial de seguridad que contiene el registro de los 
dispositivos (celulares) que cada operador maneja. Con 
ello, si un usuario fuere víctima de robo, con la denuncia 
a su operador, este bloquearía el aparato, deshabilitando 
su uso posterior.

1.4.2 Fonatel: Instrumento de 
Solidaridad

Fonatel es una política e instrumento de solidaridad; está 
dirigido a universalizar el servicio de las telecomunicaciones 
(principalmente Internet y telefonía móvil), enfocándose 
en aquellas regiones donde, por criterio comercial, los 
operadores y proveedores no han entrado. Según lee el 
artículo 34 de la Ley General de las Telecomunicaciones, 
el motivo con el cual se crea el fondo es “financiar el 
cumplimiento de los objetivos de acceso universal, servicio 
universal y solidaridad establecidos en esta Ley, así como 
de las metas y prioridades definidas en el Plan Nacional 
De Desarrollo de las Telecomunicaciones” (Ley General de 
las Telecomunicaciones, 2008). De ello se desprenden dos 
observaciones pertinentes; una, por cuanto establece lo 
definido en la ley como las metas a cumplir, y dos, ya que 
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estipula al PNDT como la principal fuente orientadora 
en lo que respecta a los programas y proyectos que se 
llevarán a cabo bajo el esquema de ejecución que supone 
el fondo.

Ahora bien, la figura de Fonatel se complica en torno a su 
administración; si bien la ley 8642 establece claramente 
en su artículo 35 que la administración del fondo, y sus 
recursos, recae en la Sutel, el mismo articulado “autoriza 
a la Sutel para que administre los recursos financieros 
del Fondo, mediante la constitución de los fideicomisos 
que le sean necesarios para el cumplimiento de sus fines” 
(2008). Es allí donde se complica el funcionamiento 
de Fonatel, ya que la constitución de un fideicomiso 
requiere la contratación de una Unidad de Gestión (de 
ahora en adelante, UG), que deberá supervisar de forma 
técnica todos los elementos circundantes a los carteles, 
requerimientos y ejecución de los fondos. Es decir, se 
conforma así una estructura interinstitucional operativa 
que ha sido ampliamente cuestionada por su función y 
naturaleza19; por un lado, la Sutel, mediante su Consejo 
Directivo, está a cargo de la Dirección General de 
Fonatel, que a su vez dispone de la UG (que se encuentra 
en la corporación internacional Ernst & Young) y que 

19   Ver Trejos, 2013, en el Informe Prosic de ese año.

debe coordinar con el fiduciario (según la misma ley, esta 
figura deberá ser un ente del Sistema Bancario Nacional, 
siendo en este caso el Banco Nacional de Costa Rica –
BNCR, de ahora en adelante).

La figura 1.16 no establece una relación jerárquica en 
torno a Fonatel, Ernst & Young, el BNCR y el Consejo 
de la Sutel, ya que esta no existe como tal. Más bien, 
se configura como una relación de coordinación, en la 
que la Dirección General de Fonatel (actualmente, en la 
persona de Humberto Pineda) se encarga de manejar la 
formulación de proyectos y el acompañamiento de los 
mismos. De esta forma, el Consejo actuará en supervisión 
de Fonatel, mientras que la UG y el BNCR serán entes 
técnicos, que evaluarán la viabilidad técnica y financiera 
de los programas y proyectos propuestos. En esta línea, 
existen dos formas en que Fonatel pueda asignar los 
proyectos a los operadores; a saber, por medio de las 
obligaciones dispuestas en los títulos habilitantes de los 
contratos de cada operador, y por medio de concurso 
público tras la licitación de los carteles que se analicen 
y formulen (incisos a y b del artículo 36 de la ley 8640).

1.4.3 Controversias de Fonatel

Esta breve sección se dirige a esclarecer algunos puntos 
que han sido mencionados en el transcurso del 2015 
y 2016, con respecto al funcionamiento no sólo 
administrativo de Fonatel, sino de su injerencia técnica 
e incluso solidaria. Es decir, a partir de anotaciones 
periodísticas (ver el Semanario Universidad del 27 de 
enero del 2016) se hizo la afirmación de que los recursos 
de Fonatel se utilizaban para financiar o subsidiar la 
expansión comercial de los operadores privados. Esto 
es, mediante los concursos para los proyectos del fondo, 
Claro y Movistar se beneficiarían del dinero en el fondo 
para introducir servicios no contemplados dentro del 
cartel del proyecto.

No obstante, el citado documento que se utiliza como 
base es el Roll-Out Plan (en español, Plan de Desarrollo 
de la Red –PDR de ahora en adelante). Este plan fue un 
anexo al contrato firmado por los operadores en 2011 
por la Licitación Pública 2010LI-000001-SUTEL., 
que permitió a estos dos operadores utilizar el espectro 
radioeléctrico. El PDR, entonces, planteaba una serie de 
requisitos a los operadores para iniciar sus funciones, es 
decir, les encomendaba asegurar un despliegue territorial 

Fonatel

Consejo 
Directivo 
SUTEL

BNCR
Ernst & 
Young

Figura 1.16 Estructura institucional a cargo de los 
recursos de Fonatel
Fuente: Elaboración propia. Prosic, 2016.
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mínimo. Ello puesto que la licitación mencionada les 
imponía tal requisito como medida obligatoria para 
mantener su adjudicación. En otras palabras, el PDR 
buscaba asegurar una expansión territorial por parte de 
los operadores para que los servicios fueran competitivos 
en la mayor parte del territorio.

Ahora, según consta en el oficio SIGYD-D-2011009409 
(2011) de la División de Contratación Administrativa 
de la CGR, las “obligaciones de acceso universal, 
servicio universal y solidaridad que deberán atender 
los concesionarios, son adicionales a la meta cobertura 
territorial que habrán de cumplir en los términos del Plan 
de Desarrollo de la Red” (p.13). Además, en conversación 
personal con los directivos de la Sutel, Gilberth Camacho 
y Manuel Emilio Ruiz, así como el Director de Fonatel, 
Humberto Pineda (5 de febrero, 2016), se explicó que el 
PDR representa una serie de requisitos aparte de aquellos 
generados por ley (8642) de acuerdo a los principios de 
universalidad y solidaridad.

Incluso, de acuerdo a las actas 052-2013 y 056-2013 de 
la Sutel, el mismo asunto fue discutido en el seno del 
Consejo Directivo, en donde el señor Walther Herrera 
Cantillo, de la Dirección de Mercadeo de Sutel, se mostró 
preocupado por la posible ventaja competitiva que los 
operadores pudieran devengar de los proyectos que les 
fueran asignados. No obstante, en tales sesiones la señora 
Maryleana Méndez, entonces presidenta del Consejo, y 
el señor Humberto Pineda, de Fonatel, indican que tales 
requerimientos (del PDR) son excluyentes de aquellos 
de las obligaciones solidarias que establece la LGT y por 
ende las concesiones de operación. 

Sin embargo, sí existe cierta controversia en relación al PDR 
y sus objetivos de cumplimiento, específicamente aquellos 
determinados por los contratos de concesión C-001-2011-

MINAET y C-002-2011-MINAET (contratos de Claro y 
Movistar). En el acta resolutiva 020-2014 de la Sutel, se 
discute y resuelve la posibilidad de realizar una prórroga a 
dichos contratos por la incapacidad de completar las fases 
del PDR según lo estipulaban los contratos mencionados 
(Tabla 1.16). Ello tras haberse aprobado anteriormente 
una prórroga de un año debido a trabas institucionales que 
enfrentaban los operadores.

Debe anotarse que esta prórroga se indica en actas, 
solamente se da para lo que consta la fase 1 (despliegue 
inicial de la red). La cuestión problemática surge cuando 
se entiende que las fases 2 y 3 (que se entiende por la 
expansión de la red a móviles y el posterior cumplimiento 
del PDR). No obstante, como se sabe hoy, el PDR no ha 
sido concluido, pues según la prórroga citada será en el 
2017 cuando se deba cumplir con ello. De allí que la 
preocupación por observar que el PDR pueda traslaparse 
con las obligaciones que los proyectos de Fonatel (basados 
en el artículo 31 y 32 de la LGT), pues lo que se infiere es 
que los operadores utilizarían los proyectos ganados para 
completar, de forma subsidiada, sus obligaciones legales 
del PDR.

Empero, en las mismas actas citadas se anota que los 
recursos de Fonatel no cubren infraestructuras existentes, 
ya que deberían descontarse de las licitaciones realizadas. 
Además, si los operadores quisieran comercializar 
servicios fuera de aquellos indicados por los carteles 
de Fonatel (las mismas resoluciones de Sutel lo avalan) 
deberían hacerlo en contabilidades separadas, lo que 
luego serviría de base para la Sutel para descontar del 
subsidio tales valores. De acuerdo al espíritu del fondo, 
tales subsidios no son permanentes, a menos que se trate 
de una zona con características bastante particulares, por 
lo que se cumpliría el objetivo de gradualmente recortar 
el beneficio económico por parte de Fonatel.

Tabla 1.16 Fechas de cumplimiento de las fases del PDR*

Fase Plazo Fecha de Inicio
Fecha de 

Suspensión
Reinicio

Final del 
Primer año

Vencimiento de cada Fase

1 1 año 14/07/2011 15/05/2012 13/11/2012 12/01/2013 11/01/2014
2 2 años 14/07/2011 15/05/2012 13/11/2012 12/01/2013 11/01/2015
3 3 años 14/07/2011 15/05/2012 13/11/2012 12/01/2013 11/01/2017

*/ Conforme a los acuerdos TEL-061-2012-MINAET y TEL-062-2012-MINAET, así como los 120-2013-MICITT y 121-2013-MICITT.
Fuente: Acta 020-2014 de la Superintendencia de Telecomunicaciones.
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Preocupa el hecho de que a cinco años de la entrada al 
mercado de estos operadores no se haya podido desplegar 
completamente la red que por ley se les requería. Si bien han 
existido impedimentos institucionales e incluso jurídicos, 
el hecho de que esta controversia se genere evidencia la 
preocupación -fundamentada- en varios sectores de que 

este proceso vaya más allá de la fecha establecida (2017) 
para tener una red completamente desplegada en el país, 
y que Fonatel de alguna u otra forma sirva para que estas 
corporaciones encuentren soluciones a sus obligaciones 
legales. Véase, en este caso, los mapas de cobertura (en 3G) 
de cada operador (Figura 1.17), donde no sorprende que 
sea el ICE el cual posea mayor cobertura, seguido de cerca 
por Movistar.

1.4.4 Financiamiento de Fonatel

De forma cercana al financiamiento de la Sutel, el fondo 
obtiene sus recursos de distintas fuentes relacionadas al 
mercado de las telecomunicaciones, decretado de esta 
forma por el artículo 38 de la LGT. A continuación, se 
detallan estas:

•	 Los recursos provenientes del otorgamiento 
de las concesiones, cuando corresponda.

•	 Las transferencias y donaciones que 
instituciones públicas o privadas realicen a 
favor de Fonatel.

•	 Las multas y los intereses por mora que 
imponga la Sutel.

•	 Los recursos financieros que generen los 
recursos propios de Fonatel.

•	 Una contribución especial parafiscal que 
recaerá sobre los ingresos brutos devengados 
por los operadores de redes públicas de 
telecomunicaciones y los proveedores de 
servicios de telecomunicaciones disponibles 
al público, la cual será fijada, anualmente, 
por la Sutel de conformidad con el siguiente 
artículo (2008).

Deben anotarse una par de cuestiones relativas a estos 
puntos. En primer lugar, el punto tercero de este artículo 
señala que los mismos recursos de Fonatel serán fuente 
de estos; es decir, los fondos permanecerán en la figura 
del fideicomiso y, de no ser asignados, podrán generar 
los intereses y beneficios financieros que corresponden. 
Además, de no aprobarse o ejecutarse proyectos con 
prontitud, el fondo seguiría incrementándose según lo 
dispone el mismo artículo. Tal es el caso en la actualidad, 
donde el fondo se ha incrementado desde los $125 

Figura 1.17. Mapas de cobertura, según operador 
(servicio 3G)*
*/ El tono más oscuro indica que la cobertura es fuerte dentro de 
edificios; los tonos intermedios dentro de vehículos y en exteriores; y 
la tonalidad más clara indica que está fuera de cobertura.
Fuente: Elaboración propia a partir del sitio web de Sutel (http://mapas.
sutel.go.cr/intro.php). Prosic, 2016.

http://mapas.sutel.go.cr/intro.php
http://mapas.sutel.go.cr/intro.php
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millones con que inició en 2011, a unos $265 millones 
a finales del 2015, un incremento de más del 100%. 
Además, según la cartera de proyectos de la Dirección 
de Fonatel y la prospectiva en ella realizada, para el 
año 2022 se estima que el fondo llegará a más de $330 
millones (Sutel, 2015).

Como se desprende de la tabla 1.17, actualmente el Fonatel 
se está ejecutando en un 17% de lo proyectado para la 
totalidad de los programas formulados (representando 
$57 millones del fondo). En términos comparados, 
la ejecución anual del fondo se ha incrementado, no 
obstante ello no significa que el avance en los proyectos 
sea mayor. Es decir, existen proyectos en los que se ha 
tenido que recurrir a extensiones de los contratos con los 
operadores, debido a costos adicionales, como el caso de 
los pueblos indígenas (se verá más adelante), y en estos, 
dichos costos representan una inversión permanente.

Como se ha visto, los recursos patrimoniales del 
fideicomiso de Fonatel han ido en aumento año con año. 
De acuerdo a la opinión de Yorlen Solís y Pablo Arrieta 
(comunicación personal, 15 de marzo, 2016) de la unidad 
de gestión del fideicomiso –Ernst & Young, las causas de 
este incremento son varias; sin embargo, el más notable 
es el hecho de que la ejecución de los proyectos ha sido 
más lenta de lo esperado. Por ejemplo, el fondo se crea 
por ley en el 2008 pero no es sino hasta el 2011 donde 
orgánicamente toma forma y se designa al BNCR como 
fiduciario y a Ernst & Young como UG, con los $170 
iniciales de la subasta que permitió a Claro y Movistar 
entrar a operar. Es decir, existió un atraso de tres años en 
la constitución del fondo, para luego sufrir más atrasos 
en la ejecución de los recursos. Esto pues al 2012 se 
ejecutaban apenas tres proyectos licitados exitosamente 
(ver Trejos, 2013; 2014).

Tabla 1.17 Plan Anual de Programas y Proyectos de Fonatel, 2016-2022

Programa Proyecto 2016 2022

Programa 1. Comunidades 
Conectadas

Atención a regiones: Zona Norte, 
Zona Sur, Atlántico, Pacífico Central, 
Chorotega y Gran Área Metropolitana

$40 689 006 $155 822 556

Atención a Territorios Indígenas $1 200 000 $12 000 000

Programa 2. Hogares 
Conectados

Promoción de servicio de 
telecomunicaciones a poblaciones en 
condición de vulnerabilidad (fases 1 
y 2)

$4 533 984 $128 486 448

Programa 3. Centros 
Públicos Equipados

Dotación de dispositivos de acceso a 
CPSP $9 328 810 $20 000 000

Programa 4. Espacios 
Públicos Conectados

Programa de Centros de Acceso 
gratuitos a Internet: CECI y Red 
de Acceso Inalámbrico en espacios 
públicos

$553 600 $19 929 600,00

Programa 5. Red de Banda 
Ancha Solidaria* Red de alta velocidad $1 000 000 $0

Total $57 305 401 $336 238 604

Respecto al Plan General 17% 100%

*/ Se encuentra en una fase inicial de viabilidad, de allí se asignará un presupuesto proyectado.
Fuente: Plan de Proyectos y Programas con cargo a Fonatel-2016 (Sutel, 2015, p.33).
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La ociosidad que presentó el fondo en ese período permitió 
que los recursos generaran réditos en el fideicomiso, de 
$9 millones en menos de un año (2012-2013). A eso 
debe sumársele el rubro parafiscal que entra anualmente 
a las arcas del fondo y que ha permitido su crecimiento 
en algo cercano al 50% (2011-2015). Ello ha permitido 
a Fonatel, en coordinación con la UG formular nuevos 
proyectos a futuro, por ejemplo el caso que se enmarca 
dentro del Programa 5 de Fonatel. Este programa pretende 
brindar conexiones de banda ancha en sitios públicos; sin 
embargo, en una arista de ello, se pretende crear una red de 
interconexión para las instituciones de educación pública 
superior (UCR, ITCR, UNA, UNED y UTN), aunque 
este plan se vislumbra de mediano plazo.

Siguiendo en línea con los programas de Fonatel, el Plan 
de Programas y Proyectos con cargo a Fonatel 2016 
(Sutel, 2015) dispone que el avance general de ejecución 
de proyectos es tan sólo de un 33% (Tabla 1.18), siendo 
el programa 3 de Centros Públicos el más avanzado, con 
41%. Particularmente, resalta el dato de que el Programa 
1 (Comunidades Conectadas) sea en el que más recursos 
ha invertido ($168 millones) y el que presenta el avance 
más reducido, con 34% de los objetivos completados. La 
Sutel utiliza una ponderación para identificar la relevancia 
de cada proyecto, siendo en este caso el programa de 
Comunidades Conectadas el que mayor avance general, 
respecto al total del fondo, presenta (17%). Según 
datos de la Sutel, entre los programas que cuentan con 
proyectos en ejecución (todos menos el Programa 5 de 
Red de Banda Ancha Solidaria) se ha logrado beneficiar 
a 561 317 hogares, lo que equivale aproximadamente a 1 
535 861 personas (p.39).

1.4.5 Ernst & Young: 			 
Unidad de Gestión

Como se ha tratado en ediciones anteriores de este Informe, 
la Unidad de Gestión del fideicomiso de Fonatel ha sido un 
tema escabroso por motivos de legalidad y de financiamiento. 
En cuanto al primero, Trejos (2013) discute si las funciones 
de la UG son funciones esencialmente de la Sutel. Por ello, 
se debate, la irregularidad en cuanto al accionar de esta 
respecto a lo que se entiende como “administración de los 
fondos”. Ya que ello implica un criterio técnico, tanto en 
materia financiera como en telecomunicaciones. Por ello es 
que se ha cuestionado si la UG ha traspasado el límite legal 
de su función en la administración del fondo.
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Figura 1.18 Recursos de Fonatel 2011-2016 
(millones de dólares)
Fuente: Elaboración propia con datos de la Sutel. Prosic, 2016.

Tabla 1.18 Estimación del Avance total en el desarrollo de los programas y proyectos del Fonatel      
(en millones)

Programa Presupuesto (millones) Ponderación Avance Programa Avance General

P1 $168 50% 34% 17%
P2 $100 38% 35% 13%
P3 $20 6% 41% 2%
P4 $20 6% 0% 0%
P5 $0 0% 0% 0%

Total 33%

Fuente: Plan de Programas y Proyectos con cargo a Fonatel 2016 (Sutel, 2015, p.40). 
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Si bien es cierto, la UG debe velar por la contabilidad 
del fideicomiso, y con ello de la ejecución de los fondos, 
se entiende que tenga injerencia en la formulación de 
los carteles, señalando técnicamente las posibilidades y 
limitaciones (por ejemplo, el caso de Golfito, adjudicado 
al ICE con una ampliación en el contrato que busca llegar 
a los pueblos indígenas de la zona Sur del país) de cada 
proyecto. Incluso, esta potestad de brindar asistencia 
técnica debería extenderse y valorarse de forma tal que 
la Sutel y Ernst & Young trabajen de forma conjunta en 
los detalles técnicos que proyectos complejos, como el 
mismo caso de la zona Sur.

En el segundo punto: el económico. La problemática 
ha sido la cifra que la UG ha percibido año tras año 
por las mencionadas funciones que desempeña. La 
Ley 8642 (LGT) establece en su artículo 38, sobre el 
financiamiento de Fonatel, que la administración del 
mismo será cubierta con los recursos del fondo, “para lo 
cual no se podrá destinar una suma mayor a un uno por 
ciento (1%) del total de los recursos” (2008). Así, el total 

de los recursos destinados a este rubro de administración, 
según el monto máximo establecido por ley, llegaría a 
los $2,6 millones. Incluso, los estados financieros de la 
Sutel para el año 2015 señalan que por motivo de egresos 
de Fonatel, se registran $4,8 millones, de los que 3,9 se 
deben a otros gastos.

La UG se sacude estas críticas aludiendo a la naturaleza 
especializada y técnica de sus funciones, igualmente, 
debe entenderse que esta unidad es susceptible a percibir 
más recursos anualmente de la misma forma en la que 
se aumente el fondo. Esto pues, evidentemente, entre 
mayor sea el patrimonio del fideicomiso, mayor será la 
suma que podrá ser destinada a la administración del 
fondo. Por ello es que debe atenderse de forma cercana a 
la relación de costo que implica de forma realista dicha 
gestión. Ya que, según las proyecciones presentadas 
anteriormente, el fondo llegará a tener disponible para 
ejecutar más de $300 millones, lo que significaría más de 
$3 millones a disposición de una Unidad que dispone de 
14 funcionarios.

Tabla 1.19 Control de pagos realizados a la Unidad de Gestión Ernst & Young por parte del fideicomiso 
de Fonatel*

Período Salida Efectivo Tipo Cambio Contable Dólares Colones

Enero 2015 23-mar-15 533,31 51 956,00 27 708 654,36

Febrero 2015 23-mar-15 530,85 51 956,00 27 580 842,60

Marzo 2015 15-abr-15 528,69 51 956,00 27 468 617,64

Abril 2015 25-may-15 527,36 51 956,00 27 399 516,16

Mayo 2015 22-jun-15 526,27 51 956,00 27 342 884,12

Junio 2015 26-jun-15 530,25 51 956,00 27 549 669,00

Julio 2015 02-sep-15 528,71 51 956,00 27 469 656,76

Agosto 2015 24-sep-15 528,43 51 956,00 27 455 109,08

Setiembre 2015 22-oct-15 529,05 51 956,00 27 487,321,80

Octubre 2015 04-dic-15 528,62 51 956,00 27 464,980,72

Noviembre 2015 22-dic-15 528,01 51 956,00 27 433 287,56

Diciembre 2015 27-ene-15 526,05 51 956,00 27 331 453,80

Subtotal $623 472,00 ₡329 691 993,60 

Noviembre 2014 09-ene-14 533.31 65 760,00 35 070 465,60

Enero 2015 23-mar-15 528.69 68 648,00 36 293 511,12
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Además, la tabla 1.19 presenta el desglose de los pagos 
que el fideicomiso de Fonatel, a través del BNCR, hizo 
a esta Unidad de Gestión. Como puede verse, durante la 
totalidad del año 2015, con pagos realizados a períodos 
anteriores, la UG recibió un total de poco más de $800 
000. Ello implicó un pago mensual de cerca de $50 
000, aunque en ocasiones llegando hasta $72 000. 
Debe enfatizarse que estos pagos devienen de servicios 
profesionales contratados como tales en la contabilidad 
del fideicomiso, no obstante existe la posibilidad de que 
la suma total aumente, considerando pagos adicionales 
(o extras) que se contabilizan como tales (Trejos, 2013, 
p.100). A manera de conclusión anticipada, debe hacerse 
un llamado a una mayor transparencia y facilidad para 
disponer de dicha información que, en su naturaleza 
pública, debería estar disponible en formatos de acceso 
libre y colgados en portales accesibles.

1.4.6 Proyectos de Fonatel

Los proyectos de Fonatel se agrupan en cuatro grandes 
programas; 1) Comunidades Conectadas, (2) Hogares 
Conectados, (3) Centros Públicos Equipados y (4) 

Espacios Públicos Conectados. El número 1 es el programa 
que mayor peso ha tenido en la ejecución y proyección de 
Fonatel, ya que es el que se dirige a comunidades donde 
la rentabilidad de los operadores, por el poco de mercado 
no los estimula a llegar. Por ello, los subsidios del fondo, 
siguiendo los mandatos legales, se orientan a fomentar la 
incursión de estos a dichas regiones. Como se ha revisado 
en ediciones anteriores de este Informe, la Roxana de Pococí 
y Pacuarito de Siquirres fueron las primeras localidades de 
la inversión de Fonatel.

Hogares conectados, por su parte, es un esfuerzo más 
enfocado en subsidiar domicilios de escasos recursos 
en regiones donde exista conectividad, pero debido 
a la condición socioeconómica, el acceso a la misma 
se imposibilite. Fonatel plantea un esquema de cobro 
parcial de las tarifas, coordinando con el Instituto 
Mixto de Ayuda Social (IMAS) la selección de estos 
hogares (enfocados en aquellos ubicados en los quintiles 
1 a 3). El programa de Centros Públicos Equipados es 
aquel que atiende principalmente a escuelas públicas, 
CECI, Centros de Educación y Nutrición y de Centros 
Infantiles de Atención Integral (CEN-CINAI) y áreas 

Continuación Tabla 1.19

Período Salida Efectivo Tipo Cambio Contable Dólares Colones

Febrero 2015 23-mar-15 528,69 65 760,00 34 766 654,40

Marzo 2015 15-abr-15 527,36 72 336,00 38 147 112,96

Abril 2015 25-may-15 526,27 65 760,00 34 607 515,20

Diciembre 2014 25-may-15 526,27 51 072,00 26 877 661,44

Mayo 2015 22-jun-15 530,25 65 760,00 34 869 240,00

Junio 2015 26-jun-15 530,25 69 256,00 36 722 994,00

Diciembre 2014 21-jul-15 528,71 21 704,00 11 475 121,84

Julio 2015 02-sep-15 529,05 36 720,00 19 426 716,00

Agosto 2015 24-sep-15 529,05 69 456,00 36 745 696,80

Setiembre 2015 22-oct-15 528,62 48 224,00 25,492,170,88

Octubre 2015 04-dic-15 526,05 55 024,00 28 945 375,20

Noviembre 2015 22-dic-15 526,05 54 432,00 28 633 953,60

Total     $809 912,00 ₡428 074 189,04 

Fuente: Comunicación personal con L. Fernandez (12 de mayo, 2016). Prosic, 2016. 
*/ La información en esta tabla se muestra tal y como fue facilitada por la persona informante.
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de salud, clínicas y hospitales de la Caja Costarricense 
del Seguro Social (CCSS). Finalmente, el programa de 
Espacios Públicos Conectados, si bien toma en cuenta a 
los CECI como espacio público de conexión gratuita, se 
enfoca en una visión más avanzada, tratando de ubicar 
espacios de población de alta densidad para brindar el 
servicio de conectividad gratuito e irrestricto20.

Comunidades Conectadas

La Sutel presenta un presupuesto estimado para el 
desarrollo de este programa de $172 822 556 en dos 
rubros: a) extender el acceso y uso en los distritos con 
los más bajos índices de acceso a TIC, y b) extender el 
acceso y uso de voz e Internet en territorios indígenas. 
Así, desagregado por región, se dispone de $22 442 241 
para la Zona Norte (incluyendo los casos de Siquirres y 
La Roxana); $14 120 473 para la Zona Sur (de reciente 
adjudicación al ICE); $24 138 817 para la Zona Atlántica 
(en proceso de adjudicación); $16 217 835 para la región 
de Pacífico Central (los carteles ya están publicados); 

20   Se considerarán “restricciones de tiempo de uso, identificación 
de usuario y seguridad adecuada al tipo de servicio; como por ejemplo 
bloqueo de contenido y algunos tipos de tráfico” (Sutel, 2015, p.100).

$40 102 762 para la Región Chorotega (los carteles ya 
están publicados); y $38 800 431 para la GAM (no hay 
carteles). De la misma forma, la Sutel tiene una proyección 
de inversión según cada fase de los proyectos, por el plazo 
en que se espera se inicie la ejecución de cada uno.

Por ejemplo, Sutel estipula siete fases en el desarrollo de 
los proyectos: a) Formulación, b) Carteles, c) Ofertas, 
d) Adjudicación, Contrato y Movilización; e) Inicio de 
Ejecución, f ) Ejecución, y g) Producción. Solamente dos 
de estos (Roxana y Siquirres) se encuentran en fase de 
producción, con dudoso impacto real en la población 
meta21. El resto se encuentra en adjudicación, ejecución 
o, como ya se dijo, en fase de formulación o carteles. Es así 
como la Sutel planea tener una producción completa (de 
todos los que inscritos en este programa) para la segunda 
mitad de 2019, haciendo una inversión constante de $9 
millones de forma semestral (Sutel, 2015, p.56). La figura 
1.19 muestra la distribución territorial que la Sutel señala 
en su sitio con respecto a los proyectos en desarrollo.

Este programa espera tener una serie de resultados 
que van desde la conectividad en cantones y distritos 
con altos índices de pobreza y bajo nivel de acceso a 
las TIC, conectividad en territorios indígenas, hasta 
asegurar el acceso de Internet de alta velocidad en la 
mayor cantidad de colegios del MEP que cuenten con 
el módulo de bachillerato internacional, para promover 
el programa de ese ministerio: Tecno@prender (Sutel, 
2015). De esta forma, los proyectos enmarcados en este 
disponen ciertas prestaciones de los servicios, entre las 
que destacan Internet en centros de poblaciones con 
velocidades mínimas22 de 2 Mbps/768 kbps (bajada/
subida, respectivamente); contar con servicios de Internet 
en los CPSP con velocidades de 6 Mbps/1 Mbps, y en 
los colegios del MEP una conexión mínima de 20 Mbps 
(simétrica). Así, se prevé que la población beneficiada de 
este programa sea aproximadamente 998 334 habitantes 
(incluyendo aquellos en territorios indígenas). La figura 
20 muestra, según lo reporta la Sutel, el estado de los 
proyectos de este a agosto del año 2015.

21   Ver: Fonatel despliega infraestructura pero habitantes no se 
conectan (Cruz, 17 de mayo, 2015)

22   Debe hacerse énfasis en este elemento, pues se afirma que el 
nivel mínimo de conexión será de 2 Mbps, por lo que las regiones 
beneficiadas con estos proyectos deberían de esperar más velocidad 
(sin tener en cuenta la saturación de dicho ancho de banda).

Figura 1.19 Mapa de proyectos en desarrollo de 
Fonatel
Fuente: Tomado de http://sutel.go.cr/pagina/mapa-de-proyectos-fonatel
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añade que Guatuso y Los Chiles también se encuentran en 
dicha etapa de producción, pero no tan avanzados como los 
primeros; en total existen 35 proyectos que se encuentran 
en diversas fases. La tabla 1.20 muestra el desglose de estos 
según la zona a intervenir. De ella se desprende que la 
mayoría apenas están en formulación, ello implica que no 
se ha resuelto técnica ni financieramente el impacto en las 
comunidades. 

Como se observa, se obvian las zonas Pacífico Central y 
la Gran Área metropolitana (GAM), ya que no hay ni 
siquiera proyectos formulados para tales regiones, aún y 
cuando presenten condiciones de pobreza y desconexión 
similares a las de los poblados ya intervenidos o por 
intervenir. Según el cronograma de la Sutel (2015, 
p.56), la zona Pacífico Central será intervenida, en fase 
de ejecución para la segunda mitad del año 2016, no 
obstante, en el momento que se redacta este informe, 
no existían los carteles, lo que lleva a pensar que la 
fase de formulación aún no concluía (o, en su defecto, 
daba inicio). Por otra parte, la GAM con todas sus 
características propias (incluyendo los elementos que 
propician y mantienen un exclusión socioeconómica 
aún más fuerte que en zonas rurales, está proyectada 
para ser intervenida en el primer semestre del 2017. 
Nuevamente, esta zona presenta dificultades inherentes 
a la pobreza y desconexión de las zonas urbanas, donde 
la desigualdad pesa más y el acceso a TIC tiene un efecto 
mayor (positivo o negativo).

Figura 1.20. Estado de los proyectos en desarrollo 
de Fonatel, agosto 2015
Fuente: Plan de Programas y Proyectos con cargo a Fonatel 2016 (Sutel, 
2015, p.64).

Tabla 1.20 Proyectos del Programa Comunidades Conectadas según estado

Estado No. De Proyectos Zona de Intervención

Formulación 22

Pacífico Central: Aguirre, Esparza, Montes de Oro y Puntarenas.

Zona Chorotega: Abangares, Bagaces, Cañas, Nicoya, Hojancha, Carrillo, 
Nandayure, Liberia, San Cruz y Tilarán.

Zona Atlántica: Golfito, Corredores, Guácimo, Limón, Matina, Pococí, Siquirres y 
Talamanca.* 

Concurso 6 Zona Sur: Buenos Aires, Osa, Pérez Zeledón, Conto Brus, Golfito y Corredores.**

Ejecución 3 San Carlos, Sarapiquí y Upala del proyecto de Zona Norte

Producción 4 Siquirres y Roxana;  Guatuso y los Chiles del proyecto de Zona Norte

*/ En fase de formulación en un 100%, a la pronta publicación de los carteles, para pasar a la fase de concurso.

**/ Recientemente adjudicados al ICE.
Fuente: Elaboración propia con base en Sutel, 2015, pp.61-62. Prosic, 2016.

El progreso reportado de este programa en general, al 
2015, es de 36%. Ello significa que han sido intervenidos 
68 distritos de los 184 que se tienen como meta (al año 
2017). Habiendo ya mencionado que dos proyectos están 
al 100% en fase de producción (Siquirres y La Roxana), se 
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La Sutel plantea una serie de limitaciones que deben 
considerarse a la hora de analizar el potencial impacto de 
estos proyectos. Primero, pues como se entiende a partir 
de la formulación del programa, la intervención será en 
áreas delimitadas, con condiciones de servicio establecidas 
y muy específicas. Por ejemplo, un solo proveedor prestará 
los servicios de telefonía e Internet con especificaciones 
delimitadas (especialmente en cuanto a velocidad -2 
Mbps). Luego, la infraestructura instalada y los servicios 
prestados solamente serán debidamente apropiados por 
las poblaciones si las instituciones públicas (o privadas) 
involucradas realizan esfuerzos por generar capacidades, 
puesto que la obligación del operador se limita a ofrecer 
los servicios licitados. De ahí que la coordinación 
interinstitucional deba ser fundamental a la hora generar 
un mayor impacto percibido en la población, para que ya 
sea desde los CECI, Ebais o colegios, se brinden mayores 
oportunidades de adopción de estas TIC.

De acuerdo a los estimados de la Superintendencia, los 
proyectos en regiones específicas (por ejemplo, los de 
Zona Atlántica y demás) tendrán un plazo de ejecución 
hasta el 2022. Ello implica que para ese año se tendrá 
producción plena en todas las regiones y, de llegarse a 
ciertas condiciones de mercado, se eliminaría el subsidio 
de estas. Luego, en el caso de los colegios del MEP, que se 
intervendrían con conexiones de banda ancha, se prevé, 
según la Sutel, que el proyecto se extienda hasta el 2017. 
Empero, no existen datos claros actualmente sobre la 
cobertura de estos o el avance general.

Hogares Conectados

Como se ha adelantado, este programa está diseñado para 
atender, en coordinación con el IMAS, a poblaciones de 
escasos recursos (de los quintiles de ingresos más bajos), 
que se encuentren sin acceso a las TIC. Específicamente, 
se les dará este beneficio a los hogares que se ubiquen, 
con base en la Encuesta Nacional de Hogares (Enaho) del 
Instituto Costarricense de Estadística y Censo (INEC), 
en los quintiles 1, 2 y 3. Se hace la anotación de que en 
el caso del quintil 3, solamente se considerarán aquellos 
hogares en el quinto decil de ingreso. Según la Sutel, esto 
significará la cobertura a un aproximado de 140 497 
domicilios (alrededor de 500 mil personas). Además, 
según lo presenta la Sutel en su sitio web, este programa 
ya se encuentra en un estado de avance del 40%.

Este programa se alinea con los objetivos propuestos en 
instrumentos de política de orden superior, como el PNDT, 
así como el PND 2014-2018 “Alberto Cañas Escalante”. 
Esto sucede de acuerdo, en el caso del último, en el pilar de 
Gobierno abierto, transparente, eficiente, en lucha frontal 
contra la corrupción; según la estrategia para la Atención de 
la Pobreza y la Reducción de la Pobreza Extrema. Esto por 
cuanto el programa de Hogares Conectados está formulado 
a promover la inclusión social, reducir la desigualdad e 
impulsar el desarrollo en zonas de condición socioeconómica 
desfavorable. Del mismo modo, se alinea con las metas, 
antes descritas, del PNDT que buscan:

a.	 140 497 hogares con subsidio para la 
adquisición del servicio Internet y un 
dispositivo para su uso al 2018.

b.	 l00% de los hogares ubicados en los 
nuevos proyectos anuales de vivienda de 
interés social del Sistema Financiero de 
Vivienda y que cumplan con los criterios 
del Programa Hogares Conectados, con 
subsidio a servicios de Internet y dispositivo 
de conectividad, al 2021.

c.	 450 mujeres emprendedoras y empresarias 
jefas de hogar, registradas en SIEC, con 
subsidio para el servicio Internet y un 
dispositivo para su uso, al 2018.

d.	 300 mujeres emprendedoras y empresarias 
jefas de hogar, ubicadas en zonas prioritarias 
por el programa Puente al Desarrollo, 
con subsidio para el servicio Internet y un 

Tabla 1.21 Subsidios del Programa Hogares 
Conectados

Quintil de 
Ingreso

Subsidio 
Fonatel

Pago Hogar

Q1 80% 20%

Q2 60% 40%

Q3 40% 60%

Fuente: Plan de Programas y Proyectos con cargo a Fonatel 2016. Sutel, 
2015, p.72.
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dispositivo para su uso, al 2018, que el MEIC 
haya registrado en el IMAS (Sutel, 2015, 
pp.70-71). 

De lo anterior puede entenderse que el gran objetivo 
de este programa es permitirle a hogares de escasos 
ingresos tener acceso a dispositivos y servicios a una 
cuota reducida. Así, hogares en proyectos específicos de 
vivienda y mujeres emprendedoras, jefas de hogar podrán 
tener a disposición equipo de cómputo e Internet con 
un subsidio que determinará la Sutel, en coordinación 
con el Micitt, el INEC y el IMAS. Este último “utilizaría 
información de los hogares incluidos en la Estrategia 
Puente al Desarrollo, Programa Avancemos, Sistema 
de Información Empresarial Costarricense (SIEC) y del 
Sistema Financiero de Vivienda” (Sutel, 2015, p.75). Así, 
durante el plazo de tres años dispuesto para este programa, 
planean invertirse $107 millones (con una estimación 
presupuestaria para 5 años, debido a la inserción de más 
hogares, pero con posible extensión a seis años, dando 
un total de $128 millones dispuestos para el programa.

La mayor diferencia de este programa con el de 
Comunidades Conectadas reside en la selección de los 
proveedores. Esto debido a que la intervención está basada 
en regiones donde existe la infraestructura TIC necesaria, 
y la condición que prima es la desconexión particular de 
cada hogar considerado para el beneficio. Por ello, se hará 
mediante una precalificación, la cual es un “proceso de 
selección de proveedores realizado por la Sutel, a partir 
de la consideración de una serie de condiciones técnicas, 
de calidad y de seguridad jurídica” (p.81). En otras 
palabras, la Sutel escoge a los proveedores basándose en 
sus atestados técnicos, financieros y jurídicos, para de esa 
forma elegir al mejor postor (mediante los procedimientos 
administrativos dispuestos) y otorgarle uno o varios 
contratos (que se suscriben entre el proveedor y el BNCR) 
para brindar el servicio, conexión y hasta dispositivos a los 
hogares determinados.

A pesar de los beneficios aparentes del programa, deben 
destacarse ciertas limitaciones que pueden atentar 
contra su cometido general. Por ejemplo, no se prevé 
la instalación de infraestructura; es decir, solamente se 
intervendrá aquellas regiones donde exista la capacidad 
de conexión fija a Internet. Del mismo modo, la 
intervención es de carácter asistencialista, en el sentido 
que una vez vencido el plazo de la misma, los subsidios 

quedan fuera del programa. Y dichas prestaciones no son 
renovables una vez transcurrido el plazo (ver los detalles 
de los servicios en el recuadro 1.1).

Además debe mencionarse que este programa se desarrollará 
en dos fases, una piloto, y otra que parta de las experiencias 
de la primera para hacer más eficiente su implementación. 
Ahora según información de la Sutel (2015), el avance 
que ha tenido el programa al 2015 ha llegado a la 
coordinación y articulación con el IMAS, el Viceministerio 
de Telecomunicaciones, el Consejo Social Presidencial 
(en la forma del programa CRDigit@l, del Ministerio de 
la Presidencia). No obstante, aún no se ha logrado mayor 
ejecución del programa debido a que aún se mantiene el 
cartel para la contratación de una nueva Unidad de Gestión 
que se enfoque exclusivamente en este programa, para así 
poder avanzar hacia la etapa 2 del mismo. En dicha línea, 
existen dudas sobre los costos de administración de la misma, 
especialmente en relación a la coexistencia de dos UG, ya 
que como establece el artículo 38 de la LGT, “los costos de 
administración de Fonatel serán cubiertos con los recursos 
del Fondo, para lo cual no se podrá destinar una suma mayor 
a un uno por ciento (1%) del total de los recursos”.

Esto pues, el cartel de licitación de tal UG, colgado en el 
sitio web de la Sutel, especifica en su numeral 1.1.4 que 
“Podrá constituirse una o varias Unidades de Gestión y 
ajustarse en los recursos y competencias que la integran, 
dependiendo de la cantidad, especificidad y requerimientos 
de los proyectos y programas que se gestionen a través del 
Fideicomiso” (BNCR, 2016, p.9). Adicionalmente, este 
cartel especifica que la contratación, por la modalidad de 
servicios profesionales, tendrá un límite presupuestario 
anual de $500 000.

Dado que la administración del fondo está delegada en el 
fiduciario, o sea el BNCR, la coexistencia de la nueva UG 
para el programa 2 (Hogares Conectados) al lado de la UG 
existente (E&Y) implicaría una reducción en los pagos a 
cada una, principalmente a la segunda. Aunque esto no está 
del todo claro, dado el límite mencionado antes, y los gastos 
continuos que presenta la UG actual, recordando el tope 
del 1% que dispone la LGT, habrá que prestar atención a 
la adjudicación de dicho contrato. Pues, como lo dispone 
la Lcda. Lourdes Fernández (comunicación personal, 10 de 
mayo, 2016), encargada del fideicomiso en el BNCR, “La 
distribución de recursos se haría de conformidad con los 
proyectos del programa manejado por cada Unidad”.
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Servicio de acceso a Internet domiciliar (RPCS)

Con una velocidad de 2048/768 kbps, tipo de servicio domiciliar (RPCS), la

instalación, puesta en operación, la provisión mensual del servicio y el uso de un CPE (Equipo de comunicación en la 
ubicación del Cliente o, por sus siglas en inglés, Costumer Premises Equipment) que provea una red local inalámbrica 
WiFi, categoría B/G/N o superior.

Características mínimas del Dispositivo de Acceso para el uso de internet

•	 Pantalla: 13.3 pulgadas o superior con una resolución de 1366 x 768 o superior.
•	 Procesador: Celeron, Familia Pentium o AMD A4 o A6, todos los anteriores de última generación.
•	 Tarjeta gráfica: igual o similar a Intel HD graphics
•	 RAM: 4 GB.
•	 Tarjeta madre: Chipset totalmente compatible con el procesador. El BIOS en su última versión y original del 

fabricante.
•	 Conectividad: LAN Ethernet 10/100 Mbps o superior con conector RJ45 e indicadores luminosos.
•	 Mouse: Multi-touch integrado
•	 1 Puerto salida de auriculares / micrófono
•	 Almacenamiento interno: 500 GB, preferiblemente con cache en estado sólido.
•	 Red: 802.11 b/g/n o superior.
•	 Batería: duración de al menos 5 horas.
•	 USB: al menos 2 puertos USB 2.0 o superior.
•	 Webcam: incorporada 2MP.
•	 Salida de video: HDMI.
•	 Sistema operativo: Windows 8.1 o el más actualizado que se encuentre disponible en el mercado al momento 

de la entrega del equipo al usuario y con posibilidad de actualización posterior (Actualizar Windows 
automáticamente a su última versión).

•	 Software de Ofimática Microsoft Office con Procesador de Texto, Planilla de Cálculo, Software de Presentaciones.
•	 Manuales del equipo preferiblemente en Idioma Español, los cuales deben hacer referencia al modelo de equipo 

ofrecido y sus componentes.
•	 Teclado en idioma español.
•	 Cables, accesorios o cualquier otro elemento necesario para el funcionamiento normal del computador.
•	 Licencia y certificados de autenticidad de antivirus por 3 años de un fabricante de primer nivel como por 

ejemplo McAfee, Kaspersky, Panda, ESET, entre otros.
•	 El dispositivo deberá estar provisto con algún elemento de seguridad, para disuadir el hurto o la venta de éste. 

Por ejemplo, alguna de las siguientes opciones:

»» Funciones de rastreo y bloqueo remoto

»» Identificación física del dispositivo con mecanismos tales como: color característico (distintivo) 
del dispositivo, leyenda “Programa Hogares Conectados Costa Rica” mediante un mensaje en el 
BIOS, inscripción en bajo relieve en la carcasa, una calcomanía indeleble o una calcomanía que 
su remoción deje muestras identificables.

Fuente: Plan de Programas y Proyectos con cargo a Fonatel 2016. Sutel, 2015, pp.73-74. 

Recuadro 1.1 Servicios a financiar en el Programa 2. Hogares Conectados
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Equipamiento para Centros de Prestación de Servicios 
Públicos (CPSP)

Ya se ha mencionado que este programa pretende cubrir 
a la mayoría de centros públicos que proveen servicios a 
la ciudadanía. Entre ellos destacan las escuelas públicas 
(MEP), los CECI, los CEN-Cinai y los centros de la 
CCSS (Ebais, clínicas y hospitales. Por esto, el programa 
se orienta a atender a poblaciones específicas y con ciertas 
condiciones (niños, adultos, personas con discapacidad 
y población indígenas). Dicho programa se llevará a 
cabo en dos etapas (la primera durante 2106-2017, y 
la segunda 2017-2018). El mayor peso e incidencia del 
programa estaría centrado en esta primera etapa, en la 
cual se equiparían los centros y se proveería la conexión 
necesaria para alcanzar los objetivos relativos al PNDT en 
dicha línea (6 Mbps). La segunda etapa con un carácter 
de seguimiento, se edificaría sobre las metas alcanzadas 
en la primera y extendiendo el impacto a centros de 
regiones más remotas.

El objetivo macro de este programa es el de reducir 
al mínimo la brecha digital calculada por el Micitt 
(que, como se ha mencionado, fue calculada en 2,83, 
considerándose así una brecha baja). De igual forma, 
este programa está en sintonía con lo estipulado en el 
PNDT, ya que las metas de este fundamentan el alcance 
e impacto del programa. De esta manera, las metas que 
se propone la Sutel con este enfoque serían:

a.	 40 000 dispositivos de conectividad de 
banda ancha, entregados a CPSP, al 2018.

b.	 100% de las Bibliotecas Públicas 
que conforman el Sinabi, con un 
Centro Comunitario Inteligente en 
funcionamiento, al 2019.

c.	 100% de los Centros Diurnos de 
Adulto Mayor con Centro Comunitario 
Inteligente en funcionamiento al 2021.

d.	 100% de los CEN-CINAI cuentan con 
Rincones Tecnológicos al 2021 (Sutel, 
2015, p. 90).

Gran parte de este plan de equipamiento está dirigido a 
suplir de dispositivos a las escuelas del MEP. El pasado 18 
de abril del 2016, se abrió la licitación para equipar con 
40 000 terminales a este ministerio (P. Arrieta y Y. Solís, 
comunicación personal, 15 de marzo, 2016). Ello implica 
una inversión de recursos importante, restándole al total 
de $20 millones que el fondo dispone para este programa. 
No obstante, las proyecciones de la Sutel tienen provisto 
que a tres años del plazo de este programa se aportará un 
total de 40 000 equipos a todas las instituciones. Bajo este 
supuesto, la ejecución presupuestaria proyectada de la 
Sutel es la siguiente: durante el año I (2016) se ejecutarán 

Tabla 1.22 Dispositivos provistos en el Programa de Equipamiento de CPSP

Dispositivos

•	 Access Point
•	 Adaptador 3 picos
•	 Carro de carga
•	 Computadoras portátiles
•	 Diademas con audífonos
•	 Extensiones
•	 Gabinete
•	 Impresora
•	 Lector de tarjetas firma digital
•	 Mini PC

•	 Mouse discapacidad
•	 Parlantes 2 en 1
•	 Proyectores
•	 Regletas
•	 Router inalámbrico
•	 Servidores
•	 Switch
•	 Tabletas
•	 Teclados discapacidad
•	 Video proyectores
•	 Visor de documentos

Fuente: Plan de Programas y Proyectos con cargo a Fonatel 2016 (Sutel, 2015, p.92). 
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$9 328 810,54; en el año II, $5 335 594,73; y en el año 
III igual cantidad, $5 335 584,73 (Sutel, 2015).

Debe reiterarse que dicho programa no tiene mayor 
avance, pues recién concluyó su etapa de formulación, 
a lo que sucederán los concursos (licitaciones de 
similar naturaleza a las del programa 1, Comunidades 
Conectadas). De esta forma, puede esperarse que durante 
el 2016 y el 2017 se implemente con mayor rapidez la 
licitación y adjudicación de los proyectos en instituciones 
específicas. Esto debido a que la programación de Sutel 
prevé que la ejecución de la etapa 1 concluya en el primer 
trimestre de 2017, lo que pone presión a las instituciones 
y proveedores a ser eficientes en su funcionamiento. 
Además debe mencionarse una limitación importante, 
al igual que el anterior, el período de ejecución del 
programa es el ciclo durante el cual el beneficio es vigente. 
La renovación de equipo no se extiende más allá de la 
implementación de la primera fase. Luego, la garantía de 
los equipos, dada la naturaleza de equipamiento de este 
programa,  solamente cubre los tres años dispuestos para 
su ejecución.

Espacios Públicos Conectados

Este programa, busca contribuir a la reducción de la 
brecha digital mediante la prestación de un servicio 
de conexión gratuita a Internet vía inalámbrica (Wi-
Fi). Esto significa que se instalarán puntos de acceso 
(unos 240 según datos de Sutel) en puntos estratégicos, 
“a partir de la consideración de criterios como la 
densidad poblacional, condición socioeconómica y 
ubicación geográfica” (Sutel, 2015, p.100). Ello también 
incluye la consideración de seguridad de los equipos 
y mantenimiento de los mismos. Además, como se 
adelantó anteriormente, existirán ciertas limitaciones de 
uso relativas al tiempo de uso, identificación de usuarios 
y de seguridad (relacionadas con el contenido y tráfico 
de datos). Estas restricciones tienen como objetivo 
enfocarse en la calidad de la conexión por medio del 
mantenimiento de la banda ancha disponible, evitan 
saturaciones y usos excesivos. Como es imperativo en 
este tipo de políticas, este programa está lineado con el 
PNDT a través de la meta establecida en “240 puntos de 
acceso gratuito a Internet, para la población, en espacios 
públicos al 2017” (p.104).

El presupuesto estimado de este programa es de $19 929 
600 millones y, al igual que el programa anterior, tiene 
un plazo de tres años para su implementación. En el 
primer año (2016), se ejecutarán $553 600, en tanto que 
durante el segundo y tercer año serán poco más de $9 
millones cada año. Esto busca brindar una conexión algo 
cuestionable, ya que se establece una velocidad mínima 
de 2 Mbps para los usuarios finales. Ahora bien, ello 
contrasta con las velocidades que pueden encontrarse en 
proyectos similares en Paraguay, donde las velocidades 
para el usuario se encuentran en el rango de 5 a 10 
Mbps; o los ambiciosos 100 Mbps en la ciudad de Nueva 
York. Estos fondos se asignarán de igual forma que en el 
programa anterior, tras un concurso público, licitando 
los proyectos y firmando con el BNCR su contratación.

Si bien este programa aún no se encuentra en ejecución 
(ni formulación), debido a que será durante el 2016 
que se prepare el diagnóstico que defina su viabilidad, 
deben advertirse ciertas limitaciones para su desarrollo 
y su cometido; por un lado, nuevamente el programa 
solamente cubre las prestaciones de los servicios durante 
el período de vigencia de este. Luego, advirtiendo de 
lo ambicioso que puede llegar a ser esta iniciativa, “el 
Programa podrá suspenderse cuando se haya verificado 
que las condiciones de ejecución no permiten el 
logro de sus metas, sin perjuicio del cumplimiento 
de los compromisos contractuales contraídos con los 
beneficiarios y con los proveedores” (Sutel, 2015, p.109).

Red de Banda Ancha Solidaria

Este último programa (5) no se abordará ya que no se 
encuentra en la cartera de proyectos a ejecutar durante 
el 2016, ni probablemente durante 2017, debido a 
que implica la ejecución de etapas previas (o proyectos 
previos) de otros programas de Fonatel. Es decir, 
pretende robustecer el impacto que intervenciones 
como la de Equipamiento de CECI y Comunidades 
Conectadas puedan tener, construyendo una red de 
interconexión amplia, que brinde conexiones más 
veloces a la ciudadanía. No obstante, debido a que no se 
le ha asignado presupuesto, más allá de lo que se invertirá 
en estudios y pre-formulación, no corresponde a este 
informe analizar su incidencia.
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Territorios Indígenas

Parte de la estrategia de implementación de Fonatel es 
llegar a los territorios indígenas e intervenir, mediante el 
Programa 1, habilitando la conectividad de estas poblaciones 
nacionales. No obstante, debido al esparcimiento o 
atomización de los territorios, geográficamente, a lo largo 
del suelo nacional, su implementación se dificulta. Pero 
esto no es el mayor problema que enfrenta esta iniciativa; 
aunado a lo anterior, los territorios indígenas plantean un 
reto administrativo para el Estado costarricense, en muchas 
maneras, la primera siendo incluso el reconocimiento de 
estos territorios como parte del legado histórico-cultural de 
dichas poblaciones. Recientemente, se han dado protestas 
violentas (en las que han existido agresiones graves contra 
los indígenas de determinados territorios) por el conflicto 
territorial, evidenciando la ausencia de una presencia y 
legitimidad estatal.

De allí se desprende otro problema, mucho más cercano 
al tema aquí discutido sobre telecomunicaciones e 
inclusión digital; ya que la legitimidad del Estado, y de 
la representación indígena es un tema sensible que la 
Sutel ha tratado de sobrellevar mediante la coordinación 
interinstitucional y diálogo directo. Estos dos elementos 
se entremezclan y forman un estado de dificultad 
denso. Por un lado, existen territorios cuya delimitación 
geográfica es laxa, aunado a la naturaleza migrante de 
estas poblaciones. Luego, la autonomía que instrumentos 
internacionales (como los tratados de la Organización 
Internacional del Trabajo –OIT) dan a estos pueblos 
sobre los territorios, hacen que la intervención estatal sea 
administrativamente más compleja. 

A raíz de esto, durante el año 2015 (marzo-abril) desde 
el Prosic se realizó un taller sensibilización dirigido a 
las autoridades de las instituciones involucradas en el 
proceso que se llevaría a cabo posteriormente. Con 
ello se procedió a brindar talleres con especialistas en el 
tema para finalmente concluir con una gira al territorio 
indígena de Maleku, en Guatuso, Zona Norte. Esto es 
reconocido así en actas de la Sutel (16-2015), donde 
se ofrece una explicación del proceso llevado a cabo y 
donde se propone la validación de la estrategia surgida 
de este ejercicio. Ello implicaba un diálogo directo con 
las comunidades y la presentación del proyecto, para que 
estas decidieran ultimadamente sobre su implementación, 
en pleno respeto por su autonomía.

Allí se presenta la cuestión de la legitimidad; pues 
normativamente, la delegación de la representación oficial 
de los territorios indígenas recae sobre las Asociaciones 
de Desarrollo Indígenas (ADI). Sin embargo, estas 
asociaciones no siempre constituyen una representación 
real de las visiones de las poblaciones indígenas en 
su totalidad. Aunque dicha situación es menor en 
proporción, es un riesgo que algunos territorios corren. 
Por ello, la estrategia seguida por la Sutel implicó una 
relación con los territorios a través de la ADI respectiva, 
en procura de obtener un resultado efectivo, el cual, 
como se verá más adelantes, ha sido exitoso en cinco 
casos (tabla 1.22).

La figura del Comodato

A manera de explicación, brevemente, debe referirse a 
este instrumento jurídico utilizado en el derecho (civil, 
principalmente) para la negociación y contratación de 
cosas no fungibles; es decir, cuyo valor no pueda ser 
equiparado por la parte contratante. Desde la perspectiva 
que se analiza aquí, el comodato sirve para obtener el 
permiso entre los territorios indígenas (representados 
por la ADI) y la institución pública (la Sutel) para hacer 
uso del terreno. Esto debido al requerimiento de parcelas 
para construir en ellas torres de telecomunicaciones. Este 
mismo instrumento es el que ha utilizado la CCSS en 
regiones cercanas para poder brindar sus servicios de 
salud y atención.

Estrategia para la Atención de la Población Indígena 
dentro de su Territorio (EATI)

La Sutel ha refinado la Estrategia para la Atención de la 
Población Indígena dentro de su Territorio (EATI). El 
objetivo de esta implementación se centra en extender 
el acceso y uso de los servicios de voz e Internet en 
los territorios indígenas por medio del Programa 1, 
Comunidades Conectadas (H. Pineda, comunicación 
personal, 14 de abril, 2016). Esta estrategia se esboza 
en cinco fases, las cuales en su totalidad conforman un 
proceso combinado de una serie de acciones prácticas 
en el campo, basadas en la experiencia y conocimiento, 
que permita obtener resultados concretos en el corto y 
mediano plazo (H. Pineda, comunicación personal, 14 
de abril, 2016).



Hacia la Sociedad de la Información y el Conocimiento, 2016

78

Tabla 1.23 Descripción de la EATI

Fase Producto esperado Resultado

1. Propuesta, inicia con la inclusión del Subprograma 
de atención de los 24 territorios Indígenas del país en 
el Plan Anual de Programas y Proyectos 2014 / 2015.

Subprograma de territorios 
indígenas incluido en el 
Plan Anual de Programas y 
Proyectos.

Incluido en setiembre del 2014, 
y nuevamente incluido en el plan 
2015, además se logró incluir en el 
PNDT 2015.

2. Sensibilización, inicia con el Taller de 
sensibilización cultural, desarrollado por el Prosic de 
la UCR entre los meses de Enero – Mayo 2015 (taller 
con la UCR/ Prosic).

Finalizar el taller con 
la participación de las 
instituciones, al generar 
capacidades en los asistentes 
para el establecimiento de la 
estrategia.

Taller finalizado, el Prosic presentó 
a la Sutel el informe con los 
resultados y alcances. Además, 
producto de este taller se logró 
identificar necesidades adicionales, 
para lo que se firmó un convenio 
Sutel – UCR.

3. Relacionamiento, inicia al establecer una agenda 
concreta de visitas a cada territorio, priorizando 
aquellos donde ya había presentado iniciativas a 
Fonatel. Se considera una Fase de pre consulta, que va 
de Junio 2015 – Mayo 2017 y se complementa con 
el desarrolla de un plan con el territorio de manera 
que oriente el uso productivo que se le dará al acceso 
al internet y las acciones que otras instituciones 
desarrollarán, tales como el MEP, Micitt, CCSS, 
Ministerio de Cultura, MAG, entre otros.

Acuerdo de las ADI dirigido a 
la Sutel con el visto bueno para 
el desarrollo de infraestructura 
que permita poner en 
producción el Programa 1.

Acuerdos de las ADI de: 
Matambú, Ujarras, Rey Curré, 
Chirripó, Conte Burica

4. Ejecución, esta fase inicia con la instrucción del 
Consejo al Fideicomiso, una vez que se conoce el 
producto de la fase 3 (acuerdo de la ADI), para 
el desarrollo de la infraestructura que permitirá la 
implementación del Programa 1. Esta fase estará 
a cargo del Fideicomiso de gestión, con el Banco 
Nacional. Se requiere de un acompañamiento 
producto de la experiencia de la fase anterior.

Población del territorio un 
acceso universal y servicio 
universal producto de la 
infraestructura construida que 
permite que el proyecto inicie 
la fase de producción.

Al mes de febrero de 2016 no se 
cuenta con resultados concretos 
a la fecha. El estado a la fecha es 
el desarrollo de visitas técnicas 
para el diseño de la red y los sitios 
que se construirán y que define 
la infraestructura necesaria para 
proveer los servicios.

5. Evaluación de resultados. Para el 2018 se espera 
contar con al menos el 40% de los territorios con 
el PCC en fase de producción, por lo que permitirá 
activar el sistema de evaluación por medio de los 
indicadores, así como otras variables, con respecto a la 
línea base.

Conjunto de indicadores 
de resultado del acceso, 
servicio y uso de los servicios, 
que proyecten el desarrollo 
de habilidades, cambio, 
movilidad, inclusión.

Contar con un conjunto de 
indicadores de resultado

Fuente: Elaboración propia con base en comunicación personal con H. Pineda, 14 de abril, 2016. Prosic, 2016.
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Como lo muestra la tabla 1.22, el avance logrado en 
el cumplimiento de las fases se observa hasta la tercera 
etapa. Es decir, se ha obtenido el permiso expreso de 
las ADI, mediante la figura del comodato, pero no se 
ha logrado avanzar en la ejecución de los proyectos ya 
que ello requiere de consideraciones técnicas que deben 
valorar aspectos como colocación de torres, potencia 
de las mismas, así como calidad de la cobertura. En el 
caso de los territorios indígenas en la Zona Sur del país, 
cuya geomorfología es más compleja que en otros, ello 
implica visitas y estudios de campo específicos, además 
de la definición -conjunta- de los terrenos a utilizar 
para la construcción de la infraestructura. La figura 
1.21 muestra el avance del subprograma de Territorios 
Indígenas de acuerdo al progreso identificado para cada 
una, según la cantidad de lugares en cada una.

1.4.7 Monitoreo y Evaluación

Debe resaltarse esta sección como una crítica a la falta 
de sistemas de evaluación que ha tenido Fonatel (y Sutel 
en tal caso) para con los proyectos que ha desarrollado 
hasta ahora. Si bien es cierto, las intervenciones que ha 
financiado Fonatel se fundamentan en una identificación 
de zonas con bajos niveles socioeconómicos y baja 
penetración de TIC (ello gracias a la descripción 
estadística obtenida de la Enaho del INEC). Así, Fonatel 
no tiene ningún estudio propio que fundamente sus 

proyectos según el diseño que han seguido. Es decir, no 
hay forma de justificar el número de computadoras o la 
velocidad de Internet que es realmente necesario en cada 
comunidad intervenida (de acuerdo a los programas de 
Comunidades Conectadas, Hogares Conectados o de 
Equipamiento para los CPSP). Ahora si bien es cierto 
que estos elementos son determinados en parte por la 
rectoría del sector (Micitt), también resalta la falta de un 
esfuerzo evaluativo en ambas instituciones por adecuar o 
corregir metas o resultados esperados de cada proyecto.

De esta manera, se presenta un vacío en la gestión de 
los programas ya que, desde el punto de vista financiero, 
sí se mantiene un registro detallado que articula los 
proyectos desde una visión económica. No obstante, 
si bien la naturaleza jurídica y financiera del fondo 
hacen que estos reportes sean indispensables, la misma 
naturaleza legal hace que su propósito deba ser objeto de 
escrutinio cercano y detallado; sin duda la ausencia de 
indicadores específicos que caractericen la línea base de 
cada comunidad es muy notable.

Según comunicaciones personales con el director del 
Fonatel, Humberto Pineda, y los directivos de la Sutel, 
Manuel Emilio Gutiérrez y Gilberth Camacho, para 
ambos órganos es primordial enfocarse en el monitoreo 
y evaluación de los proyectos ejecutados y en ejecución, 
así como también los nuevos a desarrollar. Esto se deja 
ver así en el Plan de Programas y Proyectos del año 2016, 
desarrollado por la Dirección General de Fonatel.

Este documento plantea una estrategia para realizar el 
monitoreo de proyectos en ejecución y futuros, y dispone 
las medidas para realizar las evaluaciones de los nuevos 
proyectos. Establece así una serie de matrices para medir 
y evaluar las distintas etapas de cada plan, en su respectivo 
programa. La primera es la Matriz para la Descripción de 
la Evaluación-Proyecto. Esta matriz es básicamente un 
esquema resumen de cada proyecto, la fase en la que el 
monitoreo se está dando y una descripción de costos. 
Seguidamente, se utiliza la matriz para el Monitoreo 
y Evaluación-Programa, la cual permite caracterizar 
el estado de avance de cada programa, de forma más 
general, enfocándose en el nivel de cumplimiento y los 
costos asociados a ese cumplimiento. Finalmente, la 
matriz para el Monitoreo y Evaluación-Proyecto (Tabla 
1.24) es muy similar a la anterior, basadas ambas en un 
desarrollo de marco lógico, y esta se realiza de forma más 

Fase 1 Fase 2 Fase 3 Fase 4 Fase 5

24 24

8 7

0

Figura 1.21 Resultados de la ejecución de la EATI 
(diciembre de 2015)
Fuente: Documentos de control de la estrategia. Comunicación personal 
con H. Pineda, 14 de abril, 2016. Prosic, 2016.
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específica con cada proyecto en ejecución. Vale anotar 
que esta iniciativa se enfoca en la identificación de la 
línea base para cada instancia, la definición de metas y 
el control presupuestario de los mismos. Corresponderá 
analizar los resultados de tales evaluaciones con los datos 
que las respalden.

1.5 LEGISLACIÓN TIC

Este apartado está dirigido a realizar un breve análisis 
de los proyectos de ley conocidos en las pasadas 
legislaturas (2014-2015 y 2015-2016) que refieran a la 
implementación, promoción o modificación de procesos 
en los que las TIC sean eje central. Ello va de la mano 
con el propósito de fomentar un Gobierno Digital, que 
se valga de los medios electrónicos disponibles y que 
goce de una apertura frente a la fiscalización ciudadana. 
No obstante, a pesar de lo relevante que es el tema, son 
relativamente escasos los proyectos que contemplan el 
uso de tecnologías directamente. En una revisión del 
Sistema de Información Legislativa (SIL), el sitio web de 
la Asamblea Legislativa, en su sección de Proyectos de 

Ley (ver el enlace: http://www.asamblea.go.cr/Centro_
de_informacion/Consultas_SIL/Pginas/Proyectos.aspx) 
se encontraron solamente tres proyectos de ley que 
explícitamente están dirigidos a promover el uso de las 
TIC en el gobierno y en la sociedad, mientras otros dos 
más tratan temas cercanos al desarrollo tecnológico en el 
país23.

La tabla 1.25 indica el nombre y número de expediente 
de los proyectos de ley, aporta una descripción del 
mismo e indica el o los proponentes del mismo. Esta 
sistematización luego será extendida por una explicación 
más profunda de cada uno, detallando algunos 
pormenores que resaltan a la luz de la perspectiva TIC.

23   De la misma forma, otros dos proyectos de ley (19 931, de 
Aprobación del acuerdo relativo a la organización Internacional de 
Telecomunicaciones por Satélite; y, 19 932, de Modificación del 
art.49 de LGT, al agregar un nuevo inciso 4to.

Tabla 1.24 Ejemplo de Matriz para el Monitoreo y Evaluación-Proyecto

Programa

Proyecto

Formulación Monitoreo y 
Evaluación

Nivel 
Jerárquico

Descripción Indicador
Línea 
Base

Meta Presup. Supuestos
Fuentes de 
Inform.

Responsables
Nivel de 
Cump. de 
la Meta

Presup. 
Ejecutado

Objetivo 
Superior o 
Fin
Objetivo 
General o 
Propósito
Productos o 
Componentes

Fuente: Plan de Programas y Proyectos con cargo a Fonatel 2016 (Sutel, 2015, p.134).

http://www.asamblea.go.cr/Centro_de_informacion/Consultas_SIL/Pginas/Proyectos.aspx
http://www.asamblea.go.cr/Centro_de_informacion/Consultas_SIL/Pginas/Proyectos.aspx
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Tabla 1.25 Resumen de proyectos de ley TIC en la Asamblea Legislativa

No. 
Expediente

Nombre del Proyecto Proponente Descripción

19 722 Ley de remate judicial en 
línea

Antonio 
Álvarez Desanti

El proyecto busca dinamizar los procesos de remates 
judiciales mediante la implementación de TIC. Con ello se 
pretende agilizar el proceso, eliminando el requisito actual de 
estar físicamente en el lugar del remate. Con ello promueve 
la participación en estos procesos así como en la gestión del 
Poder Judicial.

18 549

Ley para la promoción, 
regulación e 
implementación del 
teletrabajo en Costa Rica

José Joaquín 
Porras 
Contreras

Este proyecto data del período legislativo 2010-2014, 
actualmente se encuentra en la Comisión de Ciencia, 
Tecnología y Educación. El proyecto busca aprovechar las 
condiciones que está desarrollando el país en materia de TIC 
y telecomunicaciones para promover el Teletrabajo. Se basa, 
y robustece, en el decreto N.° 34 704, de 2008, buscando 
ampliar el teletrabajo no sólo al sector público, sino a todo el 
sector privado.

19 689

Ley para la protección 
integral de la privacidad 
de las personas menores de 
edad en medios virtuales

Fabricio 
Alvarado 
Muñoz

El proyecto presentado por el legislador Alvarado busca proteger 
a las personas menores de edad de abusos cometidos en contra 
de ellas por parte de personas mayores, principalmente en 
cuanto a delitos sexuales en o través de Internet.

19 822

Creación de la agencia 
costarricense de fomento 
productivo, innovación 
y valor agregado 
“Fomproduce”

Poder Ejecutivo

Aunque no directamente ligado con las TIC, el proyecto de 
creación de Fomproduce busca agilizar la gestión de creación 
de las Pymes en el país, incluyendo la gestión por medio 
de las TIC. Ello involucra a los ministerios de Comercio 
Exterior, Economía, Industria y Comercio, Agricultura y 
Ganadería, y el Micitt.

19 797

Ley para la creación 
de escuelas laboratorio 
costarricense y liceos 
laboratorios costarricense

Javier  
Francisco 
Cambronero 
Arguedas

Este proyecto promueve la creación de escuelas y colegios 
en la modalidad Laboratorio, mediante la conformación de 
un Consejo Nacional de Escuelas Laboratorio y de Liceos 
Laboratorio, adscrito al MEP.

19 932

Adición de un nuevo 
inciso 4) al artículo 49 de 
la ley n°8642,

Ley General de 
Telecomunicaciones de 04 
de junio de 2008

Poder Ejecutivo

A pesar de estar nombrado en el SIL, la información 
detallada del proyecto no estaba disponible a la hora de 
redactar este informe. Por su título, se entiende que la 
modificación está dirigida incluir una obligación más a los 
operadores y proveedores de servicios, según lo dispone el 
mismo artículo 49 de la LGT.

19 931

Aprobación del acuerdo 
relativo a la Organización 
Internacional de 
Telecomunicaciones por 
Satélite

Poder Ejecutivo
Este proyecto busca ratificar la posición de Costa Rica de 
acuerdo a la normativa adoptada por la organización, en 
torno al uso de la red internacional de satélites.

Fuente: Elaboración propia. Prosic, 2016.
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•	 Aplicación móvil del Poder Judicial: 
permite encontrar información de servicios, 
trámites judiciales, solicitar la hoja de 
delincuencia, obtener información de las 
sedes judiciales, consultar expedientes del 
Sistema de Gestión en Línea, consultar 
personas sentenciadas en fuga, entre otros.

•	 Área de transparencia en página web del 
Poder Judicial: permite consultar actas, 
presupuestos, informes financieros, 
informes tecnológicos, entre otros (Poder 
Judicial, 2015, pp.2-3).

De tal forma, la propuesta de ley pretende robustecer este 
cuerpo de implementaciones tecnológicas que permitan 
al gobierno fortalecer su posición, especialmente cuando 
se habla de la administración de la justicia. Como ya 
se dijo, las metas están en dos polos: transparencia y 
rendición de cuentas, y gestión judicial. Entonces, dicho 
proyecto tiene por objetivo regular los remates judiciales 
que la misma introduciría. Su alcance sería de obligado 
acatamiento por parte de toda oficina judicial que realice 
este tipo de procedimientos.

Así, la propuesta de ley esboza el proceso que llevará 
cualquier subasta en su modalidad en línea. Como 
acto administrativo y judicial que es, esta inicia una vez 
ordenado por un juez, sea notificado y se resuelvan los 
recursos que sean interpuestos. Una vez confirmada la 
orden, el proceso pasará a la Oficina Centralizada de 
Remates en Línea, entre cuyas funciones destacan:

•	 Permitir la intervención de postores a 
través de Internet, por medio del portal de 
remate judicial en línea del Poder Judicial.

•	 Permitir el acceso libre y general a toda 
la información estadística de subastas 
señaladas, celebradas y canceladas por la 
oficina de remates judiciales en línea.

•	 Publicar los precios ofrecidos por el mejor 
postor, y en caso de ser canceladas, el 
motivo de la cancelación.

1.5.1 Proyecto de Ley de remate 
judicial en línea

Según el proyecto de ley propuesto por el legislador Álvarez 
Desanti, este pretende ser “una herramienta moderna, que 
facilite el trabajo de los tribunales y permita una ejecución 
que garantice el principio de justicia pronta y cumplida” 
(p.1). En su apartado de justificación, el documento 
realza la noción del Gobierno Digital, en el plano de la 
gestión administrativa así como en la transparencia frente 
a la ciudadanía. Es por ello que el principio de publicidad 
aparece como un eje transversal en la redacción de la 
motivación que sustenta al proyecto. Así mismo, pone 
énfasis en la ventaja, desde una perspectiva de convivencia 
democrática, que tiene para el gobierno contar con estos 
métodos y medios para agilizar sus operaciones.

El proyecto a la vez hace un repaso breve por las iniciativas 
de digitalización que se han llevado a cabo propiamente 
en el Poder Judicial. Esto en función de presentar la 
relevancia del siguiente paso que significaría la realización 
de los remates judiciales por medios electrónicos. A saber: 

•	 El Sistema Costarricense de Información 
Jurídica, en el cual se puede consultar la 
información normativa y jurisprudencial 
en forma integrada. Contiene la 
legislación promulgada desde el año 1821 
(leyes, decretos ejecutivos, convenios 
internacionales, reglamentos y demás 
normas de aplicación general).

•	 Sistema de Gestión en Línea: permite la 
tramitación electrónica de los asuntos 
judiciales. Para ello pone a disposición de la 
persona usuaria la consulta en línea, la cual 
permite a los usuarios consultar sus casos 
judiciales. Además, ofrece la posibilidad de 
enviar escritos directamente al expediente 
que consulta, quedando registrado 
directamente en el despacho, agilizando los 
procesos; así como presentar demandas sin 
la necesidad de apersonarse al despacho.
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la plataforma que se pretende crear. De esta forma, 
puede verse que el proyecto se alinea con los preceptos 
y argumentos que guían la digitalización del gobierno, 
y con ello la transparencia del mismo, al tiempo que 
busca mejorar su imagen y su propia gestión en un tema 
particularmente delicado y roído por la opinión pública, 
como lo es la administración de la justicia.

1.5.2 Ley para la promoción, 
regulación e implementación del 
Teletrabajo en Costa Rica

Existen una extensa serie de análisis y reportes sobre las 
posibilidades, desafíos y ventajas del teletrabajo en Costa 
Rica (Prosic es una de las pocas fuentes para consultar 
sobre este tema. Ver el capítulo 10 del Informe 2009), 
y este proyecto de ley viene ampliar este compendio, 
donde incluso ya rigen dos decretos ejecutivo (el N.° 34 
704, publicado en la Gaceta del 31 de julio de 2008, y 
el N° 37695, publicado en la Gaceta del 23 de mayo del 
2013; el último derogando los anteriores), buscando que 
la aplicación de esta modalidad laboral se extienda más 
allá del ámbito estatal, y sus normas puedan ser aplicadas 
(bajo la tutela legal que ello implica) en el sector privado.

Cabe la pregunta, entonces, de por qué presentar esta 
iniciativa como un proyecto de ley propiamente y no como 
una modificación o reforma al Código Laboral vigente en el 

•	 Llevar el control de los depósitos y avales 
exigidos legalmente para participar en 
cada subasta, disponiendo al efecto de una 
cuenta de consignaciones propia (p.6).

Las condiciones de participación que menciona este 
proyecto solo se referieren a la participación en los 
remates, ya sea registrándose como usuario así como 
postor. De acuerdo a las directrices emitidas por el 
Ejecutivo y el mismo Poder Judicial, se hace hincapié en 
el uso de certificados digitales como medios de registro y 
verificación de usuarios. En este caso, la validación para 
participar del remate se propone mediante firma digital. 
Con ello se permitirá el acceso a la plataforma y se tendrá 
a disposición la información de cada remate, una vez 
realizado el depósito respectivo, y podrá participar en 
los mismos. De tal manera, una vez iniciada la subasta 
(automáticamente a la hora y fecha señaladas) “la 
puja será continua, alternativa y permanente y es un 
procedimiento público y abierto, en cuanto permite 
observar en tiempo real la evolución de las ofertas 
efectuadas por los participantes” (p.8).

Finalmente, el articulado propuesto establece que será la 
Corte Suprema de Justicia dictar las normas prácticas que 
se necesiten para aplicar la ley. Ello presenta la oportunidad 
al Poder Judicial de armonizar sus sistemas y usos con 

Tabla 1.26 Trámites realizados para el proyecto de ley 19722

Descripción Órgano Fecha de Inicio Fecha de Término

Presentación del proyecto de ley Plenario 29/09/2015 29/09/2015
Asignación a comisión e informe al 
plenario Plenario 01/10/2015 01/10/2015

Recepción del proyecto (archivo) Departamento archivo 07/10/2015 07/10/2015
Envío a imprenta nacional para su 
publicación Departamento archivo 08/10/2015 08/10/2015

Recepción del proyecto (comisión) Asuntos jurídicos 28/10/2015 28/10/2015
Remisión del expediente a comisión 
(archivo) Departamento archivo 29/10/2015 29/10/2015

Ingreso en el orden del día y debate 
(comisión) Asuntos jurídicos 02/11/2015 -

Fuente: Tomado de http://www.asamblea.go.cr/Centro_de_Informacion/Consultas_SIL/Pginas/Detalle%20Proyectos%20de%20Ley.aspx?Numero_
Proyecto=19722.

http://www.asamblea.go.cr/Centro_de_Informacion/Consultas_SIL/Pginas/Detalle%20Proyectos%20de%20Ley.aspx?Numero_Proyecto=19722
http://www.asamblea.go.cr/Centro_de_Informacion/Consultas_SIL/Pginas/Detalle%20Proyectos%20de%20Ley.aspx?Numero_Proyecto=19722
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el año 2012 a la corriente legislativa, para ser conocido 
y votado en la Comisión Permanente de Ciencia, 
Tecnología y Educación en 2015. Puede observarse que 
el dictamen de dicha comisión resultó negativo de forma 
unánime, significando que la tramitación del expediente 
no procedería más allá.                                                                                       

No obstante, debe observarse las consideraciones que 
proponía este proyecto, al tratarse de un tema en el que el 
país podría mejorar considerablemente. En primer lugar, 
la propuesta de ley tenía por objetivo incentivar el uso 
de TIC para extender la práctica del teletrabajo a toda la 
administración pública, no sólo el gobierno central. De 
igual forma, sería de acatamiento para toda empresa pública 
o privada que utilizara este mecanismo para gestionar sus 
operaciones y personal. Entre sus objetivos proponía:

a.	 Promover y regular el teletrabajo como 
medio para modernizar la gestión de las 
organizaciones.

b.	 Facilitar el ingreso de la población y grupos 
vulnerables a las fuentes de empleo.

c.	 Integrar iniciativas para optimizar el uso de 
la infraestructura física y de las tecnologías 
de la información, con el fin de impulsar la 
aplicación del teletrabajo.

d.	 Contribuir con acciones para la mejora del 
medio ambiente.

e.	 Facilitar el cierre de la brecha digital en el 
país (p.9).

El proyecto de ley era laxo y a veces ambiguo en ciertas 
consideraciones; la misma Unión Costarricense de 
Cámaras y Asociaciones del Sector Empresarial Privado 
(Uccaep) se pronunció al respecto en un comunicado 
dirigido a los diputados integrantes de aquella comisión 
permanente que veía el caso. En dicho comunicado, la 
Uccaep es enfática en apoyar la iniciativa, pero no el 
medio por el cual se pretendía lograr. Según su posición, 
el decreto del 2013 (el documento citado está fechado 
en noviembre de 2013) regulaba esta modalidad en el 
sector público, mientras que en el sector privado existe 

país. El mismo texto plantea dicha disyuntiva y ofrece una 
somera explicación a partir del criterio de antigüedad del 
mismo Código; a este respecto, el documento presentado 
por el legislador Porras Contreras dice que:

Efectivamente, el Código fue concebido en 
una época donde prevalecían condiciones 
muy distintas a las actuales, con tecnologías, 
necesidades y prácticas laborales que no se 
ajustan a los requerimientos actuales de una 
sociedad inmersa en una economía de mercado. 
Conviene señalar, que la única parte donde 
podría establecerse algún grado de afinidad con 
el Teletrabajo es el Capítulo Noveno, Título 
Segundo, del Artículo 109 en adelante, que 
define el concepto del “Trabajo a domicilio”. Sin 
embargo, el mismo lo que tipifica son trabajos 
manuales muy operativos y que si bien sigue 
siendo justificada su aplicación, no contempla al 
teletrabajo por tres razones fundamentales (p.6).

Las razones que menciona el párrafo anterior se sintetizan 
en las características que son propias del teletrabajo. 
Por un lado, la necesidad de interactuar por medio de 
tecnologías digitales, entiéndase a este respecto, TIC. 
Seguidamente, la ubicuidad de esta modalidad, ya que 
no se limita al trabajo desde el hogar, pues es posible 
realizarlo incluso en movimiento o trasladándose. Luego, 
debido a la naturaleza intelectual de la labor, distinto 
al trabajo manual u operativo que se mencionaba 
previamente. Debido a ello, dice el texto, es que el 
marco normativo que ofrece tal Código de Trabajo es 
insuficiente, por lo que este proyecto de ley tenía como 
razón primordial acoplarse a la normativa internacional 
en materia de derecho laboral y uso de tecnologías.

El proyecto pretendió beneficiar a diversas poblaciones 
consideradas vulnerables, facilitando el acceso al mercado 
laboral de “personas con discapacidad, mujeres jefas de 
hogar, jóvenes y adultos desempleados” (p.8). Buscaba 
con ello reducir costos de operación, ayudando así a 
las empresas medianas y generar con ello, un impacto 
ambiental menor, ya que implicaría la reducción de 
consumo energético, de combustibles y consecuentemente 
de la saturación vehicular. Ahora bien, se habla en pretérito 
pues, como muestra la tabla 1.27, el proyecto ingresó en 
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El comunicado emitido por el grupo empresarial detalla 
estas omisiones, destacando la falta de precisión en 
la redacción del texto legislativo. Al mismo tiempo, 
exhorta a los legisladores a hacer caso omiso del mismo, 
planteando nuevamente que la legislación actual 
permite -hasta cierto punto- la práctica del teletrabajo 
en el sector privado. En esta línea, uno de los mayores 
señalamientos que hace el grupo es sobre la propuesta 
Agencia Reguladora para el Desarrollo del Teletrabajo en 
Costa Rica. Esta agencia, cuya creación se tipificaba en 
el artículo 7 del proyecto, implicaba la generación de un 
ente técnico adscrito al MTSS, pero de coordinación y 
administración interinstitucional. Esto, de acuerdo a la 
visión de Uccaep, sólo generaría mayores complicaciones, 
lejos de su objetivo de agilizar los procesos.

el apropiado marco legal en la normativa vigente, según 
los empresarios. Por ello es que plantean, al respecto del 
contenido del proyecto:

En todo caso, si los legisladores plantean la 
necesidad de tener una ley marco que regule 
esta modalidad de trabajo, debe dejarse claro 
el establecimiento de temas que en muchas 
ocasiones generan dudas en la aplicación de la 
modalidad como el tipo de contrato laboral, 
esclarecimiento de los asuntos relacionados 
con los riesgos del trabajo; jornada laboral y 
descansos, herramientas de trabajo, entre otros. 
No obstante el proyecto no resuelve ninguna de 
esas interrogantes (Uccaep, 2013, p.1).

Tabla 1.27 Trámites realizados para el proyecto de ley 18549

Descripción Órgano Fecha de Inicio Fecha de Término

Presentación del proyecto de ley Plenario 28/08/2012 28/08/2012
Asignación a comisión e informe al 
plenario Plenario 19/09/2012 19/09/2012

Recepción del proyecto (archivo) Departamento archivo 25/09/2012 25/09/2012
Envío a imprenta nacional para su 
publicación Departamento archivo 01/10/2012 01/10/2012

Remisión del expediente a comisión 
(archivo) Departamento archivo 18/10/2012 18/10/2012

Recepción del proyecto (comisión) Ciencia y Tecnología y 
Educación 18/10/2012 18/10/2012

Ingreso en el orden del día y debate 
(comisión)

Ciencia y Tecnología y 
Educación 30/10/2012 30/10/2012

Votación (comisión) Ciencia y Tecnología y 
Educación 10/11/2015 10/11/2015

Dictamen (comisión) Ciencia y Tecnología y 
Educación 10/11/2015 10/11/2015

Archivo del expediente Departamento archivo 09/12/2015 09/12/2015
Archivo expediente (dictamen unánime 
negativo (art.81 bis))

Ciencia y Tecnología y 
Educación 09/12/2015 09/12/2015

Archivo expediente (dictamen unánime 
negativo (art.81 bis)) Departamento archivo 09/12/2015 09/12/2015

Fuente: Tomado de http://www.asamblea.go.cr/Centro_de_Informacion/Consultas_SIL/Pginas/Detalle%20Proyectos%20de%20Ley.aspx?Numero_
Proyecto=18549. 

http://www.asamblea.go.cr/Centro_de_Informacion/Consultas_SIL/Pginas/Detalle%20Proyectos%20de%20Ley.aspx?Numero_Proyecto=18549
http://www.asamblea.go.cr/Centro_de_Informacion/Consultas_SIL/Pginas/Detalle%20Proyectos%20de%20Ley.aspx?Numero_Proyecto=18549
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Resalta el hecho de que el proyecto también presente 
un interés expreso por el derecho a la privacidad de los 
menores de edad, en tanto que se resguarde su derecho 
a comunicarse libremente por medios virtuales, “lo cual 
implica el resguardo de la información transmitida por 
esos medios, siempre y cuando se trate de información 
de carácter privado, con personas conocidas que también 
sean menores de edad” (p. 11). Ello implica que las 
personas menores deberán siempre tener sus contactos 
a disposición de sus padres o encargados, ya que, de 
advertirse una comunicación una persona desconocida y 
mayor de edad, implicaría que dicho encargado o padre 
podrá intervenir en sus comunicaciones.

Esto lo indican los artículos 5 y 6 del proyecto de ley, 
pues expresa las obligaciones respecto al ejercicio de la 
patria potestad, así como la posibilidad ya mencionada 
de intervenir. Resulta no menos controversial la forma 
en que expresa esta capacidad de intervención, así 
como el procedimiento de la misma. En tanto que los 
padres o encargados “podrán intervenir y revisar las 
cuentas de correos electrónicos, mensajerías basadas en 
infraestructuras de telecomunicaciones o bien de Internet, 
y cualquier medio virtual que utilicen las personas bajo 
su tutela” (p.13) siempre que exista la sospecha de que 
existen conversaciones potencialmente peligrosas. Es 
decir, se reconoce el derecho a la privacidad de los niños y 
adolescentes, sin embargo, fundamentado en normativa 
nacional e internacional, se permite violentar tal derecho. 
Véase el artículo 7:

ARTÍCULO 7.- Formas de intervención

Los padres, madres o encargados de las personas 
menores de edad, podrán intervenir sin previo 
aviso y en cualquier momento, las cuentas de 
correos electrónicos, mensajerías basadas en 
infraestructuras de telecomunicaciones o bien 
de Internet, y cualquier medio virtual que 
utilicen las personas bajo su tutela, a las personas 
menores de quince años de edad.

Para el caso de las personas menores que tengan 
quince años edad en adelante, la intervención 
deberá ser notificada con antelación a su ejecución, 
con no menos de una hora de tiempo (p.13).

Previo al dictamen de este expediente en diciembre del  
año 2015, el presidente Luis Guillermo Solís emitió un 
decreto adicional (No. 39225-MP-MTSS-MICITT en 
la Gaceta del 21 de octubre de 2015), en conjunto con 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad y Social y el Micitt. 
Dicha firma se dio en setiembre del año 2015. Este decreto 
toma mucho de lo que presentaba en el proyecto de ley 
discutido, a pesar de limitarse a su aplicación en el sector 
público. No obstante, una de las mayores diferencias con 
el proyecto de ley citado, es que este decreto descarta la 
mencionada figura de la Agencia Reguladora, así como 
la existente Comisión Nacional de Teletrabajo (en el 
decreto de 2013) en favor de un Equipo de Coordinación 
Técnica. Ahora bien, este decreto deroga los anteriores y 
a su vez propone una meta, discursiva, de extensión del 
teletrabajo en el sector público la cual apunta a que para 
el 2018 la mitad de los trabajadores del sector público 
puedan realizar sus labores mediante esta modalidad.

La ambición de este decreto tiene motivos de economía, 
pues busca que al promover el traslado de muchos de 
los empleados públicos a esta modalidad, el Estado 
pueda ahorrar millones de colones en gastos energéticos, 
alquileres y, consecuentemente, el ahorro en la factura 
petrolera del país. Dado que ello implicaría una reducción 
en los traslados de funcionarios a centros de trabajo, 
apuntando a un impacto positivo en el ambiente.

1.5.3 Ley para la protección integral 
de la privacidad de las personas 
menores de edad en medios 
virtuales

El proyecto de ley con expediente 19689, presentado el mes 
de agosto de 2015, busca crear una normativa específica 
que atienda al fenómeno de virtualización de la vida de los 
niños y jóvenes. Esto principalmente debido a los casos que 
se documentan anualmente respecto a abusos por parte 
de adultos hacia personas menores de edad, mediante el 
uso de Internet y otras plataformas TIC. El proyecto se 
fundamenta en normativa como la Convención de los 
Derechos del Niño, el Código de Familia y la Constitución 
Política de Costa Rica, en relación a temas de protección y 
derechos de niños, niñas y adolescentes.

El proyecto, por su orientación protectora, tiene un énfasis 
notable en la figura de tutela de la patria potestad, o la 
responsabilidad de velar por la persona menor de edad. 
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la misma, así como de las fuentes de financiamiento que 
utilizaría para funcionar. Debido a ello, y a la naturaleza 
misma de dicho ente, es necesario repasar con más cuidado 
algunos de sus puntos controversiales. Esto pues si bien la 
idea que concibe el proyecto es loable, las críticas que se 
hacen de este no deberían pasar desapercibidas.

En primer lugar, el punto que más atención recibió de 
la prensa al momento que se redactaba el informe es 
el del financiamiento24. Es de esta forma debido a la 
transformación institucional que el proyecto propone; 
dicha variación no sólo alteraría la organización de algunas 
instituciones públicas, sino que implicaría la desaparición 
de otras y, con ello, la relocalización de fondos. La figura 
1.22 sintetiza la forma en que Fomproduce se financiaría, 
evidenciando de manera somera la reestructuración 
institucional que este nuevo órgano implicaría. Por un 
lado, los dos más afectados son aquellos bajo el alcance 
de la Ley de Fortalecimiento de las Pequeñas y Medianas 
Empresas (no. 8262) así como la albergada bajo el decreto 
34112-MEIC-MTSS-MIVAH. Estas serían Fondo de 
Financiamiento del Fondo Especial para el Desarrollo de 
las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas (Fodemipyme) 

24   Por ejemplo, ver la nota “Presidente apoya plan que debilita el 
INA y crea más burocracia” de Carlos Mora en el medio digital crhoy.
com, así como “Gobierno quiere debilitar al INA para crear más 
burocracia”, también de ese medio, firmada por Alexander Ramírez 
(ambas fechadas al 19 de abril, 2016).

A pesar de la efectiva tutela que deben ejercer, de forma 
responsable, los padres, madres o encargados de los niños 
y adolescentes, este proyecto de ley tiene un marcado 
corte conservador, por cuanto implica una restricción 
importante al uso de TIC por parte de estas personas. Si 
bien el proyecto dispone su artículo 5 a referirse a ciertas 
obligaciones, de carácter precautorio por parte de los 
padres o encargados, pone más énfasis en los aspectos 
prohibitivos del mismo. De la misma forma, resulta 
contradictorio que en su sección justificadora, el proyecto 
cite a autores como Mossberger o Castells, promotores de 
la sociedad red, interconectada y dinámica. Demás está 
decir que las edades en las que la tecnología comienza a 
incidir en la vida social cada vez son más tempranas. Es 
por ello que resalta la naturaleza de prohibición por sobre 
la concientización. La tabla 1.28 muestra el avance que 
ha tenido este proyecto en la Asamblea Legislativa.

1.5.4 Creación de la agencia 
costarricense de fomento 
productivo, innovación y valor 
agregado “Fomproduce”

En el momento que se redactaba este informe, el tema de 
la agencia Fomproduce estaba en la mira de la opinión 
pública y los tomadores de decisión, ya que el proyecto de 
ley entró nuevamente en la discusión nacional, tras una serie 
de reportajes que hacían alusión a la estructura orgánica de 

Tabla 1.28 Trámites realizados para el proyecto de ley 19689

Descripción Órgano Fecha de Inicio Fecha de Término

Presentación del proyecto de ley Plenario 19/08/2015 19/08/2015
Asignación a comisión e informe al plenario Plenario 24/09/2015 24/09/2015
Recepción del proyecto (archivo) Departamento archivo 05/10/2015 05/10/2015
Envío a imprenta nacional para su 
publicación Departamento archivo 08/10/2015 08/10/2015

Remisión del expediente a comisión 
(archivo) Departamento archivo 21/10/2015 21/10/2015

Recepción del proyecto (comisión) Comisión de juventud, 
niñez y adolescencia 21/10/2015 21/10/2015

Ingreso en el orden del día y debate 
(comisión)

Comisión de juventud, 
niñez y adolescencia 27/10/2015 -

Fuente: Tomado de: http://www.asamblea.go.cr/Centro_de_Informacion/Consultas_SIL/Pginas/Detalle%20Proyectos%20de%20Ley.aspx?Numero_
Proyecto=19689.

http://www.asamblea.go.cr/Centro_de_Informacion/Consultas_SIL/Pginas/Detalle%20Proyectos%20de%20Ley.aspx?Numero_Proyecto=19689
http://www.asamblea.go.cr/Centro_de_Informacion/Consultas_SIL/Pginas/Detalle%20Proyectos%20de%20Ley.aspx?Numero_Proyecto=19689
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Sin dejar de pasar el tema, debe notarse que la 
conformación de esta agencia significaría la desaparición 
del  Conicit como ente autónomo de personería propia. 
Esto pues formaría parte de los recursos trasladados a la 
nueva entidad y al mismo Micitt, tanto humanos como 
financieros (con cambios estructurales esperables). Esto, 
pues los recursos de Propyme pasarían a Fomproduce en 
tanto que el Micitt absorbería las demás funciones de 
gestión científicas y tecnológicas del consejo. Además, 
dado el énfasis de Fomproduce en la promoción 
de pequeñas y medianas empresas, implicaría un 
debilitamiento de los incentivos gubernamentales a la 
investigación, ya que la incorporación del Conicit dentro 
del Micitt es poco clara administrativamente.

El MEIC y el Micitt también contribuirán por medio de 
transferencias de recursos; en el primer caso, el MEIC 
aportará el 4% de su presupuesto anual, mientras que 
el Micitt aportará un 2,7% de sus recursos anuales. Ello 
contrasta con el traslado que deberá hacer el Instituto 
Nacional de Aprendizaje (INA). Este órgano deberá 
trasladar el 15% de sus presupuestos ordinarios y 
extraordinarios anuales, según establece el proyecto, 
“para ser incorporados en su presupuesto anual con el 
objetivo de cumplir con lo establecido en el artículo 
2 y el inciso j) del artículo 3 de la Ley N.º 6868, Ley 

y Programa de Apoyo a la Pequeña y Mediana Empresa 
(Propyme); así como  el Programa Nacional de Apoyo a 
la Microempresa (Pronamype).

De las mencionadas, la primera deberá destinar la mitad 
de su presupuesto anual a Fomproduce; estos recursos 
actualmente son administrados por el Banco Popular y 
de Desarrollo Comunal (en el marco de la Ley de Banca 
para el Desarrollo). La segunda, también perteneciente 
al Sistema de Ciencia, Tecnologías e Innovación, 
pasará todos sus recursos (materiales y financieros, a 
Fomproduce; este traslado se hará a través del Micitt, 
que a su vez incorporará a sí mismo el personal y 
recursos del Consejo Nacional para las Investigaciones 
Científicas y Tecnológicas (Conicit) –siendo el fondo 
de Propyme trasladado a la nueva agencia. Finalmente, 
el Pronapyme, creado en conjunto por el Ministerio 
de Vivienda y Asentamientos Humanos (Mivah), el 
MEIC y el MTSS, pasará en su totalidad (mediante la 
administración del fiedicomiso) al Fomproduce. De lo 
anterior se desprende dos particularidades; mientras los 
fondos de Pronapyme se trasladan mediante la figura de 
fideicomiso (de la que Fomproduce será fideicomitente), 
los recursos de Fodemipyme y Propyme serán trasladados 
interinstitucionalmente, en el primer caso por el Banco 
Popular y en el segundo por el Micitt.

Figura 1.22 Resumen del financiamiento para la agencia Fomproduce
Fuente: Elaboración propia con base en el proyecto de ley 19 822. Prosic, 2016.
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Cada uno de estos puestos será ocupado por un 
miembro propietario y otro suplente. Por ende, la 
Uccaep tendrá que nombrar cuatro personas. Además, 
los invitados serán nombrados como representantes de 
a) el Consejo Nacional de Rectores (Conare), b) el INA 
(ya sea su presidente ejecutivo o gerente general), y c) 
de la comunidad de emprendimiento (que se entiende 
como representantes de la sociedad civil). La figura 1.23 
muestra la conformación gráfica de este Consejo.

Otro de los puntos álgidos en la discusión del proyecto ha 
sido el de la fiscalización de esta agencia. Ello dado que al 
crearse esta figura, bajo la denominación de ente público 
no-estatal, su supervisión queda por fuera de mucha de la 
normativa administrativa que sí aplica al resto del sector 
público, particularmente considerando la utilización 
de fondos públicos, su proveniencia y la finalidad de 
los mismos. El artículo 2 del proyecto establece que su 
objetivo será contribuir al fomento productivo en el país, 
desprendiéndose de planes y programas intersectoriales, 
encabezados por los ministerios directamente 
involucrados (MEIC, MAG, Comex y Micitt). Empero, 
debe prestársele atención a su figura jurídica; el ente 
público no-estatal, según lo define el Mideplan (2010), 
en una figura que opera al lado del Estado, y tiene un 
carácter corporativo. Es decir, se conforma de manera 
asociativa, por lo que busca el fin que empate con los 
intereses de sus miembros. El cuestionamiento reside 
en identificar a ministerios del gobierno como partes 
en asociación junto a los sectores productivos, dado que 
sus actividades son disímiles. Al mismo tiempo, como se 
dijo, resalta la tutela jurídico-administrativa que resida 
sobre este órgano. Esto puesto que el artículo 14 de la 
propuesta de ley estipula lo siguiente:

ARTÍCULO 14.- Normativa no aplicable

Fomproduce no estará sujeta a las siguientes 
disposiciones legales:

a.	 Ley No. 1581, Estatuto de Servicio Civil, 
de 30 de mayo de 1953, y sus reformas. El 
nombramiento, la remoción y el régimen 
de empleo de Fomproduce se regirá por las 
disposiciones del Código de Trabajo.

Orgánica del Instituto Nacional de Aprendizaje” (p.30). 
Ahora bien, lo que el mencionado inciso j del artículo 3 
de la ley orgánica del INA establece lo siguiente:

j) Brindar  asistencia  técnica,  programas  de  
formación, consultoría y capacitación para 
mejorar la competitividad de las Pymes. En el 
caso de la atención del artículo 41 de la Ley 
N.° 8634, Ley del Sistema de Banca para el 
Desarrollo, se podrá subcontratar, respetando 
los principios constitucionales de contratación 
administrativa. Igualmente, brindará programas 
y actividades de capacitación para el fomento 
del emprendedurismo y de apoyo empresarial 
para los beneficiarios y sectores prioritarios del 
Sistema de  Banca  para  el  Desarrollo,  los  
cuales  serán  a  la  medida  y atendidos  de  
manera  oportuna.     Estos  deberán  ejecutarse  
en coordinación con el Consejo Rector del SBD.

(Así reformado el inciso anterior por el artículo 57 
de la Ley Sistema de Banca para el Desarrollo, N° 
8634 del 23 de abril del 2014)  (Las cursivas del 
original) (Ley Orgánica del Instituto Nacional 
de Aprendizaje, 1983).

Otro de los puntos que se han criticado en la prensa 
respecto a este proyecto de ley tiene que ver con la 
conformación de su Consejo Directivo, según lo dispone 
el artículo 7 del documento. Esto por cuanto estará 
compuesto por 8 miembros permanentes (en tanto se 
encuentren en sus respectivos funciones durante los 
períodos estipulados) y otros tres en carácter de invitados. 
Serán entonces cuatro miembros del Poder Ejecutivo 
y cuatro miembros del sector privado relativo a la 
producción en pequeña y mediana escala. Los miembros 
serían, entonces, los ministros o ministras del MEIC, 
Micitt, MAG y Comex; además de los representantes 
de la Cámara de Industrias de Costa Rica (CICR), de 
la Cámara de Comercio de Costa Rica (CCCR), de 
la Cámara Nacional de Agricultura y Agroindustria 
(CNAA), y Dos representantes de las restantes cámaras 
empresariales (por medio de Uccaep) (Ley Orgánica del 
Instituto Nacional de Aprendizaje, 1983, p.31).
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h.	 Reglamentos o directrices fundados en las 
leyes anteriores (p.36).

La cantidad de normas que son excluidas de aplicación 
para Fomproduce son considerables, incluso de tratarse 
solamente de secciones específicas de leyes de vital 
importancia para la Administración. Por ejemplo, el título 
segundo de la Ley General de Administración Pública, 
que refiere a la conformación y transparencia de órganos 
colegiados, como lo es en este caso en Consejo Directivo 
que propone la creación de Fomproduce. Además, de 
forma más preocupante, se excluye a Fomproduce de 
la fiscalización presupuestaria de la CGR al establecer 
la no aplicabilidad del artículo 18 de la ley orgánica de 
esa institución. Así mismo, se propone que tampoco 
la Ley de Contratación Administrativa sea aplicable a 
Fomproduce, ni la Ley para el Equilibrio Financiero del 
Sector Público, lo que abre la posibilidad de portillos 
legales con los que se desaprovechen los recursos allí 
administrados. Debe entenderse también que estas 
excepciones se hacen en procura de mayor agilidad 
en la gestión de la agencia propuesta, no obstante, la 
preocupación es latente y habrá que esperar al dictamen, 
sanción e implementación de la ley para ponderar el 
funcionamiento de la misma.

Debe anotarse que no todo es negativo, pues este proyecto 
representa una oportunidad para la mejora en los ámbitos 

b.	 Artículos 9 y 10 de la Ley No. 5525, Ley 
de Planificación Nacional, de 2 de mayo de 
1974.

c.	 Libro II de la Ley No. 6227, Ley General 
de la Administración Pública, de 2 de 
mayo de 1978.

d.	 dLey No. 6955, Ley para el Equilibrio 
Financiero del Sector Público, de 24 de 
febrero de 1984.

e.	 Artículo 18 de la Ley No. 7428, Ley 
Orgánica de la Contraloría General de la 
República, de 7 de setiembre de 1994.

f.	 Ley No. 7494, Contratación Administrativa, 
de 2 de mayo de 1995, y sus reformas, ni a 
su reglamento; pero se subordinarán a los 
principios generales de contratación y a las 
prohibiciones contenidas en esa ley.

g.	 Ley No. 8131, Administración Financiera 
de la República y Presupuestos Públicos, de 
18 de setiembre de 2001, y sus reformas, 
excepto a lo ordenado en los artículos 57 y 
95 y en el título X de dicha ley.

MICITT

COMEX

MAG

CICR

CCCR

CNAA

UCCAEP

INACONARE

Comunidad de Emprendimiento

MEIC

Consejo Directivo

Figura 1.23. Conformación del Consejo Directivo de Fomproduce
Fuente: Elaboración propia con base en el proyecto de ley 19 822. Prosic, 2016.
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•	 Liceo y Escuela Nueva Laboratorio Emma Gamboa 
Emma Gamboa (en Moravia).

•	 Escuela Laboratorio de Heredia.

•	 Escuela Laboratorio Daniel Flores de Pérez Zeledón.

•	 Escuela Laboratorio de Turrialba.

•	 Escuela Laboratorio de San Ramón.

•	 Unidad Pedagógica de Liberia.

Ahora bien, el proyecto en cuestión propone que se expanda 
el alcance de estos centros, primero estableciéndolos 
como figura oficial en la estructura orgánica del MEP, 
y segundo, mediante convenios con las instituciones 
públicas de educación superior para el desarrollo de los 
mismos. Es decir, uno de los componentes principales 
será la cooperación con las universidades públicas, lo que 
coadyuvaría a la consecución de objetivos académicos y 
técnicos en la formación de los niños y jóvenes. Por ende, 
la importancia que este proyecto reviste para el potencial 
desarrollo de las TIC es el desarrollo de programas 
educativos enfocados con mayor peso en ciencias y 
tecnología (suplementando el rol que ya poseen los 
colegios científicos) y el beneficio que ello significaría 
para las universidades y el país en el futuro.

Por el momento, el proyecto no ha sido conocido en 
comisión, pues desde su presentación al Plenario legislativo 
en noviembre de  2015, su estado no ha variado.

Seguidamente, el proyecto con número de expediente 
19932, titulado “Adición de un nuevo inciso 4) al artículo 

de la competitividad comercial y de emprendimientos, 
involucrando al Sistema de Banca de Desarrollo, mientras 
fomentaría la internacionalización de la producción 
nacional mediante nexos con la Promotora de Comercio 
Exterior de Costa Rica (Procomer).

En tanto, la tabla  1.29 muestra el avance que ha tenido 
el proyecto en la corriente legislativa.

1.5.5 Otros proyectos de ley

Por último, esta breve sección revisará brevemente los 
demás proyectos de ley que de alguna u otra forma son 
atinentes a las TIC y su desarrollo en Costa Rica. Estos 
proyectos, debido a una o varias razones, no son explícitos 
en su definición de las tecnologías y su impacto social, 
pero sus temas centrales son tangenciales al desarrollo de 
una cultura en la que pueda desarrollarse la Sociedad de la 
Información (SIC). En primer lugar, véase el caso de los 
liceos y escuelas laboratorios, propuesto por el legislador 
Cambronero Arguedas, bajo el expediente no. 19 797. El 
título oficial de este proyecto de ley es el de Ley para la 
Creación de Escuelas Laboratorio Costarricense y Liceos 
Laboratorio Costarricense.

Este proyecto se desprende del Decreto Ejecutivo no. 7125, 
promulgado en la Gaceta no. 125, del año 1977, donde 
se creaban dichas escuelas y colegios. No obstante, pese al 
buen rendimiento que históricamente han presentado estos 
centros de educación, en la actualidad existen solamente 
cinco de estos, además de una Unidad Pedagógica bajo el 
mismo esquema. Estos centros son:

Tabla 1.29 Trámites realizados para el proyecto de ley 19822

Descripción Órgano Fecha de Inicio Fecha de Término

Presentación del proyecto de ley Plenario 07/12/2015 07/12/2015
Asignación a comisión e informe al plenario Plenario 18/01/2016 18/01/2016
Recepción del proyecto (archivo) Departamento archivo 20/01/2016 20/01/2016
Envío a imprenta nacional para su publicación Departamento archivo 22/01/2016 22/01/2016
Remisión del expediente a comisión (archivo) Departamento archivo 04/02/2016 04/02/2016
Recepción del proyecto (comisión) Asuntos económicos 04/02/2016 04/02/2016
Ingreso en el orden del día y debate (comisión) Asuntos económicos 16/02/2016 -

Fuente: Tomado de http://www.asamblea.go.cr/Centro_de_Informacion/Consultas_SIL/Pginas/Detalle%20Proyectos%20de%20Ley.aspx?Numero_
Proyecto=19822. 

http://www.asamblea.go.cr/Centro_de_Informacion/Consultas_SIL/Pginas/Detalle%20Proyectos%20de%20Ley.aspx?Numero_Proyecto=19822
http://www.asamblea.go.cr/Centro_de_Informacion/Consultas_SIL/Pginas/Detalle%20Proyectos%20de%20Ley.aspx?Numero_Proyecto=19822
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4) Las demás que establezca la ley (El resaltado 
es propio) (Ley General de Telecomunicaciones, 
2008).

Debido a que este es un proyecto de ley recién introducido 
por el Poder Ejecutivo, en el mes de abril de 2016, no 
hay un texto disponible en el SIL del portal legislativo. 
Ello quiere decir que no es posible señalar claramente 
cuál será la modificación de este nuevo inciso cuarto, 
ya que es posible que la redacción del mismo no esté 
disponible en el momento que se escribió este informe. 
No obstante, es importante reconocer que la adición de 
una nueva obligación para los operadores y proveedores 
se reflejaría en más seguridad y calidad en los servicios 
ofrecidos al usuario final.

Así, el proyecto de ley no. 19931, titulado Aprobación 
del Acuerdo Relativo a la Organización Internacional de 
Telecomunicaciones por Satélite. Este proyecto también 
fue presentado en el período de extraordinarias, en abril 
de 2016, por el Poder Ejecutivo para su aprobación en 
la Asamblea. Lo que el proyecto propone es nada más 
que ratificar el Acuerdo de la OITS (según sus siglas) 
que rige a la compañía internacional Intelsat Ltd. Este 
control se ejerce por medio de la figura de la organización 
intergubernamental OITS, por lo que su importancia es 
alta considerando la potencial incorporación de Costa 
Rica al mercado de telecomunicaciones satelitales.

1.6 CONSIDERACIONES FINALES

Este capítulo ha repasado los puntos más relevantes 
para el desarrollo de la SIC desde una perspectiva de las 
políticas públicas, la regulación del sector y en general 
del marco institucional en Costa Rica. Se han presentado 
varios avances, así como algunos retrocesos en relación 
al uso, promoción y adopción de las TIC en el país; del 
mismo modo, se ha tratado de ejemplificar la información 
con elementos de la realidad institucional, política y 
económica actual. Este trabajo, además, ha buscado 
referirse a temas puntuales pero a la vez interconectados 
que sintetizan el estado de las TIC en el país.

Este análisis se ha realizado desde un enfoque dispuesto 
en tres ejes importantes para el crecimiento de una 
sociedad más empoderada respecto a la información 
y el conocimiento. A saber, se ha puesto énfasis en las 
oportunidades que aportan las TIC, en sus distintas 

49 de la ley 8642, Ley General de Telecomunicaciones de 
04 de junio de 2008”. Como bien se ha desarrollado en 
secciones anteriores, esta ley (la no. 8642) se implementó 
tras la aprobación del TLC-CA-RD, en 2008, junto con 
la Fortalecimiento y Modernización de las Entidades 
Públicas del Sector Telecomunicaciones (no. 8660). 
Lo que la LGT vino a establecer son los lineamientos 
principales en relación a la entrada de nuevos operadores 
de redes y proveedores de servicios de telecomunicaciones. 

Esta misma ley, como se ha discutido, es la que presenta 
la creación de la Sutel, como órgano de desconcentración 
máxima, adscrito a la Aresep, para vigilar y regular el 
mercado de las telecomunicaciones en el país. Con ello, 
se le imponen una serie de obligaciones (ver la sección de 
Sutel, en este capítulo) en su gestión administrativa, así 
como una serie de funciones con las que debe regular el 
sector. Con especial atención al mercado de la telefonía 
móvil, la Sutel  establece una serie de obligaciones para lo 
que se considera la competencia en el sector.

Específicamente, el artículo que el proyecto de ley 
pretende variar (añadiendo un nuevo inciso) es el 49; el 
primer artículo Capítulo I del Título II (Regulación para 
la Competencia) de la LGT, bajo la denominación de 
Obligaciones de los Operadores y Proveedores. Dicho 
artículo se lee de la siguiente manera (actualmente):

ARTÍCULO 49.- Obligaciones de los 
operadores y proveedores

Los operadores de redes y proveedores de 
servicios de telecomunicaciones tendrán las 
siguientes obligaciones:

1) Operar las redes y prestar los servicios en las 
condiciones que establezcan el título habilitante 
respectivo, así como la ley, los reglamentos y las 
demás disposiciones que al efecto se dicten.

2) Cumplir las obligaciones de acceso universal, 
servicio universal y solidaridad que les 
correspondan, de conformidad con esta Ley.

3) Respetar los derechos de los usuarios de 
telecomunicaciones y atender sus reclamaciones, 
según lo previsto en esta Ley.
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la capacidad (u oportunidad) de ciertas poblaciones 
o regiones de contar con TIC y adoptarlas se limita 
nuevamente, aunque existan iniciativas privadas que 
promuevan busquen generar este acceso. Por ello es 
que debe revisarse constantemente la uniformidad y 
coherencia de las normas e instituciones vigentes.

Reconociendo que en ciertas instancias y momentos 
se ha logrado tomar las oportunidades y traspasar las 
barreras, debe entonces indicarse el desenlace virtuoso de 
una construcción efectiva de la SIC: la eficiencia. Este 
concepto supone la utilización óptima de los recursos 
disponibles, enfáticamente aquellos facilitados por las 
TIC, incluso aquellos recursos TIC. Al alcanzar un nivel 
de acceso y uso elevados, y contar con indicadores de 
apropiación también altos, se logra incidir en el pleno de 
la sociedad. Así, desde lo gubernamental, institucional y 
económico se ven afectados positivamente por ello. Una 
de las variables principales de este desarrollo, entonces, 
será la del crecimiento de la economía TIC; ya sea 
un modelo económico basado en implementaciones 
tecnológicas o industrias y sectores tradicionales 
utilizando estas herramientas como medio para mejorar 
su productividad.

De esta forma, se anotarán de forma puntual los temas 
tratados en este capítulo, retratando sus respectivas 
oportunidades de mejora así como elementos positivos. 
Al mismo tiempo, se harán los apuntes que caractericen 

implementaciones, a la comunidad. Estas oportunidades 
están definidas por la relación cercana entre el 
impacto social buscado y obtenido por cada política o 
implementación tecnológica. Ello debido a posibilidad 
de enfrentarse a nuevos medios que faciliten procesos y 
trámites, principalmente para el usuario final. Además, 
este impacto está directamente mediado por el factor de 
apropiación, o el aprendizaje que deba llevarse a cabo. Ya 
que el alcance que pueda tener una intervención de TIC 
en una región o sociedad, solamente podrá ser plenamente 
adoptada si existen las condiciones necesarias para que 
el público meta conozca y pueda asimilarla. Es decir, 
al formular políticas debe considerarse la capacidad de 
aprehensión que los beneficiarios tengan, para así poder 
evaluar correctamente el potencial impacto que estas 
tengan; en otras palabras, las oportunidades que brinden.

Entendiendo que el nivel de las oportunidades se 
fundamenta en las capacidades de adopción efectiva, 
debe también pensarse en las barreras (sistémicas, 
institucionales, o de cualquier otra índole) que afectan 
la consecución plena de las posibilidades de desarrollo y 
edificación de la SIC. Esto es fundamental a la hora de 
entender por qué buenas intenciones de política pública 
se atascan o fracasan, previo o durante la implementación, 
sucediendo incluso a iniciativas privadas. En este eje pueden 
encontrarse dos niveles, profundamente interconectados 
-aunque independientes uno del otro-, que representan 
importantes obstáculos. Por un lado, el nivel institucional 
reflejado por las políticas públicas. Las intervenciones 
públicas y privadas, sobre todo las primeras, dependen en 
gran medida del marco normativo que de sustento a una 
u otra forma de intervenir o generar una implementación 
de TIC, en este caso.

Igualmente, si el diseño o formulación de las estrategias 
empleadas contiene errores, de forma o fondo –o ambos, 
se encuentra frente a una situación de inoperancia 
institucional, donde los costos aumentan, se eliminan las 
oportunidades y se desperdician esfuerzos significativos. 
Ello da al traste con el siguiente nivel de barreras: el 
acceso a las TIC y la posibilidad de generar resultados a 
partir de estas. Puede entenderse como un ciclo vicioso 
donde el acceso es limitado debido a la capacidad estatal 
de generar y promover las condiciones que permitan 
la masificación, o por lo menos expansión, del acceso 
a estas herramientas. Así mismo, al no existir marcos 
institucionales o normativos competentes y adecuados, 

Oportunidades

Barreras

Eficiencia

Aprendizaje

Impacto Social

Políticas Públicas

Acceso

Economía TIC

Desarrollo de la SIC

Figura 1.24 Esquema de desarrollo y construcción 
de la SIC
Fuente: Elaboración propia con base en Information Technologies 
Group (2000). Readiness for the Networked. A Guide for Developing 
Countries World. Berkman Center for Internet & Society. Cambridge: 
Harvard. Prosic, 2016.
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reside en la adopción que la misma haga de estas 
iniciativas. Mientras que desde la institucionalidad, el 
desafío consiste en solidificar los avances hasta ahora 
realizados y evitar cierres, mediante la coordinación 
cercana con los entes encargados de su gestión.

En el plano del Gobierno Abierto, Costa Rica sigue a 
la cola de la tendencia mundial y latinoamericana en 
la apertura de datos públicos. Empezando por la falta 
de una normativa específica y clara que determine 
el rol del Estado frente a los datos abiertos, la 
transparencia y trasformación organizacional que ello 
supone. Más aún, existen esfuerzos dispersos de varias 
instituciones, algunas con mayor o menor alcance y 
desarrollo, lo que sienta una buena base en el caso 
de aprobarse una política nacional de datos abiertos 
que regule la publicación y uso de los mismos. Por 
otro lado, sigue existiendo la necesidad institucional y 
cultural de inculcarle a la gente el valor de contar con 
esta información y así potenciar la construcción de la 
SIC con base en una economía digital avanzada.

En tal forma, la CNGA tendrá un rol primordial, 
lo que representa una barrera y una oportunidad al 
mismo tiempo. Ello dado que supone una instancia 
colegiada y de variada representación que debata el 
tema con la seriedad del caso. Sin embargo, de forma 
paradójica, esto mismo implica que, solamente 
mediante esfuerzos limitados por hacer llegar la 
información a la sociedad civil, esta discusión no 
trascenderá tal instancia.

Al contrario, los casos del ITSP de la Defensoría de los 
Habitantes y el Cicap de la UCR, y el de la Política de 
Participación Ciudadana del Poder Judicial suponen 
valiosos esfuerzos en la dirección de propiciar una 
apertura institucional que eventualmente derive en 
el gobierno verdaderamente abierto, transparente 
y participativo. Aunque este último concepto 
conlleve otra dimensión de transparencia y apertura 
verdaderamente realizada, donde la cooperación sea 
la premisa indispensable.

•	 En relación al PNDT 2015-2021, el panorama entre 
oportunidades y barreras es mixto; el documento 
de política pública se dirime en tres grandes ramas: 
Inclusión Digital, Gobierno Electrónico, Transparente 
y Cercano, y Economía Digital. En relación a la 
primera, debe rescatarse la búsqueda de instrumentos 

las barreras inherentes a las mismas, y así generar crítica 
constructiva que permita ver, de forma prospectiva, 
las posibilidades de eficiencia para tales puntos. Así, se 
mencionan los siguientes puntos:

•	 En cuanto al Gobierno Digital en Costa Rica, se ha 
manifestado que su incidencia, por lo menos desde 
el punto de vista institucional, es limitada. A falta 
de un esclarecimiento  en el panorama orgánico de 
la entidad (o entidades) encargada de dirigir este 
campo, se continuará en un estado de desconexión y 
descoordinación. La STGD ha sido disminuida en sus 
potestades, pero su capacidad técnica aún se mantiene, 
en pos de dar seguimiento a las distintas aplicaciones 
que ha logrado implementar a la actualidad. Empero, 
mientras la Dirección de Tecnologías Digitales, del 
Micitt, no asuma con plena capacidad la coordinación 
y gestión de aplicaciones de digitalización para el 
sector público, el avance relativo que pueda lograrse 
en este sector será notablemente limitado. Incluso 
otras barreras de carácter financiero, como las que se 
presentan en el país a causa de la lánguida situación 
económica, suponen posiciones escépticas en la 
inversión en este plano tan relevante. 

Sin embargo, la posibilidades de mejora aún son 
palpables; existen varias entidades que pueden llevar 
a cabo procesos de digitalización, ya sea de servicios 
o procesos en la administración pública. No obstante 
la dispersión de esfuerzos, la capacidad para la 
innovación en este campo existe y debe aprovecharse.

En materia de CECI, el gobierno actual se ha 
mostrado anuente a mejorar este programa, no 
obstante durante dicha Administración se han dado 
una serie de altibajos (como la disminución en la 
cantidad de centros que brindan este servicio) que 
atentan contra la plena realización del cometido 
principal. No obstante, en relación a este tema existen 
más oportunidades que barreras; desde la existencia de 
fuentes seguras de financiamiento, hasta la alianza con 
entes públicos y privados, nacionales e internacionales. 
Por ello, la adopción de buenas prácticas en la gestión 
de estos centros podría potenciar la alfabetización 
digital de la población, incidiendo positivamente 
incluso en la consecución de ciudades y regiones 
digitales. Sin embargo, entre las barreras que se 
pueden considerar del lado de la sociedad, la principal 
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electrónico, existe un vacío bastante perceptible en 
la conducción del tema en una coyuntura donde la 
digitalización de procesos y servicios no sólo es deseable, 
sino que sería un paso adelante tanto en eficiencia de la 
gestión pública como eficiencia presupuestaria.

Ahora, subsisten sistemas y plataformas de servicios 
digitales que aún son vigentes y efectivos. Tal es el 
caso del -aún letárgico- EDUS, de la CCSS, que si 
bien ha padecido de un avance lento y entrabado 
administrativamente, parece ser una respuesta adecuada 
a los problemas de gestión del ente encargado de la 
atención de salud costarricense. No obstante, habrá 
que ponderar si su plena ejecución será posible, y de 
qué forma se entroncará con los servicios adicionales 
que el mismo sistema tiene en desarrollo. También, 
debe destacarse el caso de MerLink al convertirse en la 
principal plataforma digital de compras públicas. Ahora, 
con la implementación de Sicop habrá que evaluar si su 
adopción es positiva tanto para los usuarios externos 
(oferentes) como para el Estado y sus finanzas. Ello se 
suma a la ambiciosa meta planteada en el PNDT de 
contar con el 100% de las instituciones del Gobierno 
central utilizando dicha plataforma. Desde un punto 
de vista de oportunidades, existe un panorama amplio, 
aunque no tan positivo, pues deberán sortearse las 
barreras estructurales de la administración pública y 
su organización para realmente implementar acciones 
que, en la misma línea que se mencionaba respecto al 
Gobierno Digital y Abierto, se provoque un cambio 
cultural y organizacional en beneficio de la ciudadanía 
y el Estado.

Respecto al tercer pilar, de Economía Digital, deben 
advertirse una serie de elementos que opacan sus 
objetivos finales, o por lo menos aquellos que podrían 
esperarse. Por un lado, el pilar del PNDT está 
enfáticamente orientado a la “nueva economía” que se 
potenciará con la transición hacia la TVD. Ello implica 
la dinamización de un sector que no ha progresado 
al ritmo que se esperaría, especialmente debido a 
la preponderancia de una concentración mediática 
muy cuestionable, donde pocos consorcios dominan 
la oferta televisiva. Esto también resalta el retraso de 
Costa Rica en la materia, siendo uno de los pocos países 
latinoamericanos que no ha iniciado, ni mucho menos, 
completado la transición hacia la televisión digital.

suplementarios y complementarios que coadyuven a la 
consecución de las metas planteadas. No obstante, como 
se mencionó, muchas de estas metas se quedan cortas 
en ambición pues responden a objetivos planteados 
previamente por instancias como Fonatel o el mismo 
Micitt. La oportunidad, a pesar de ello, reside en la 
sostenibilidad económica que se le pueda dar a estas 
iniciativas, promoviendo la inclusión social-digital de 
la mayor parte de la población que aqueja tal forma de 
exclusión. En dicha línea, la estrategia formulada desde 
el Consejo Presidencial Social (a cargo de la señora 
Vicepresidenta Ana Helena Chacón), CRDigit@l, 
resalta como un espacio de conjunción de política 
pública que coordine y gestione, a un nivel ejecutivo, 
las iniciativas de intervención en materia TIC. 

De la misma forma, debe resaltarse el espacio de acción 
que se ha creado, y continúa evolucionando, entre los 
distintos actores público-privados que atienden el tema. 
Entre estos, debe resaltarse el rol que detenta el Micitt 
en su condición de rector en la materia; su cercanía 
con los agentes de mayor incidencia económica, como 
la Sutel y los operadores y proveedores de servicio; así 
como la incidencia de entes vitales como el IMAS y 
el MEP, a través de su infraestructura orgánica y los 
programas educativos que maneja. Empero, las barreras 
en una iniciativa de tal envergadura y con la intromisión 
de tantos actores son inherentes; la coordinación 
interinstitucional puede que sea el reto más cercano, 
pues desde la formulación de objetivos y metas, la 
finalidad de la inclusión digital es clara.

Además, está el tema de la competencia estratégica en 
el sector telecomunicaciones, base esencial de este pilar 
del PNDT. Dado que, siguiendo la tendencia mundial 
de ubiquidad, la apuesta se hace primordialmente por 
conectividad móvil, propiciando así una expansión 
del mercado celular, generando consecuentemente 
una dependencia de los usuarios en esta forma de 
conectividad, en un mercado donde la telefonía móvil 
sobrepasa a la fija, así como en el tipo de conexión a 
Internet. 

En cuanto al tema Gobierno Electrónico, Transparente 
y Cercano es donde existen la mayoría de dudas, desde 
un punto de vista institucional y estratégico del país. 
Pues desde la relegación de la STGD como máximo ente 
gestor y ejecutor de programas y proyectos de gobierno 
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•	 El caso de la Sutel, y consecuentemente de Fonatel, 
es un tema de especial cuidado, ya que reviste de 
precisiones jurídico-administrativas detalladas, las 
cuales fundamentan su función y, en muchos casos, 
disparan las alarmas de controversia. Por ejemplo, 
como se discutió, el caso del PDR. Este plan funge 
como el principal instrumento de control para el 
desarrollo de los servicios brindados por los operadores 
del sector, por ello es que la problematización 
generada a partir de cuestionamientos hechos al 
cumplimiento de este es de suma importancia. 
Especialmente debido a la fricción que ha existido en 
la prestación de servicios e incluso la interconexión 
de operadores, entiéndase el ICE, Movistar y Claro. 
Adicionalmente, en el tema de la regulación que 
realiza la Sutel, la competencia, con todo lo que ello 
implica (ventajas, fijación de tarifas y mecanismos 
de apelación), es preponderante contar con la 
transparencia que permita una fiscalización cercana 
de las acciones y disposiciones tomadas por este 
ente, lo que actualmente es posible y supone una 
oportunidad positiva para mejorar y demandar una 
mayor eficiencia de los servicios consumidos.

Mientras tanto, prestando especial atención a 
Fonatel, resulta oportuno señalar el cumplimiento 
que ha tenido mediante sus diversos programas, lo 
que ha sido beneficioso para las poblaciones meta 
definidas (lo que también atañe a lo mencionado en 
relación al PNDT en su pilar de Inclusión Digital). 
Esto pues ha sido el período (2014-2015) donde 
se han ejecutado el mayor número de proyectos, 
alcanzando un nivel de inversión muy superior al de 
los cinco años previos. Además, durante el 2016 se 
elaborarán un grueso de proyectos (cerca de 20) que 
pasarán desde su formulación hasta su producción, en 
distintas partes del país. Esto es solamente contando 
aquellos del programa 1, Comunidades Conectadas. 
En relación al programa 2, Hogares Conectados, 
debe atenderse la contratación de una nueva Unidad 
de Gestión (o incluso pudiendo ser Ernst & Young), 
lo que implicaría un nivel de administración más 
compleja, que debe ser evaluado minuciosamente.

Fonatel todavía representa una oportunidad en 
sí mismo como un instrumento de solidaridad 
que, en principio, brindará conexión y beneficios 
tecnológicos a poblaciones con escasos recursos o 

Además, esto trae consigo la discusión sobre el 
reordenamiento del espectro radioeléctrico y el dividendo 
digital que favorecerá al Estado, principalmente, en 
tanto significará la liberación de frecuencias ociosas 
o subutilizadas que podrán pasar a generar nuevos 
recursos o, en parte -y deseablemente-, ser destinadas 
a contenidos sociales y culturales, de producción 
nacional. Sumado a esto, dicha reestructuración del 
espectro conllevaría la disponibilidad de frecuencias 
para las llamadas IMT, lo que también sería un insumo 
para promover mayor competencia en el campo de 
telecomunicaciones, al ser megahercios valiosos para 
dicho sector.

Marginalmente este pilar estipula una serie de metas 
que van desde la bancarización y digitalización de 
servicios de dicha naturaleza, hasta la implementación 
de tecnologías digitales en servicios de transporte. 
No obstante, se dice marginalmente pues las 
líneas establecidas, en contraposición a las metas 
propuestas, no vaticinan una completitud de las 
mismas. Lo anterior no sólo desmerita el potencial 
de una economía verdaderamente digital, basada en 
información y servicios de estrategia e inteligencia, sino 
que enfatiza el interés de abordar un sector (televisivo) 
tradicionalmente manejado por grupos corporativos 
cuyos intereses no siempre han concordado con el 
interés público (televisoras y cableras). 

Debe mencionarse que el PNDT es un instrumento 
que se dirige a las diversas aristas que componen el 
panorama de las telecomunicaciones en el país. Tal y 
como se mencionó, una de estas es la banda ancha, la 
cual persiste como uno de los obstáculos del país en 
lo que a telecomunicaciones respecta. Si bien existen 
grandes diferencias entre los sectores productivos y 
públicos, es el usuario final quien acusa de una mala 
infraestructura comercial de este tipo de conexiones. 
Evidencia de ello es la baja velocidad promedio del 
usuario de Internet en Costa Rica, especialmente frente 
a la de naciones miembros de la pretendida OCDE. Las 
barreras institucionales, administrativas y hasta legales 
abundan, sin embargo, las oportunidades para mejorar 
la productividad y conectividad son exponenciales. Por 
eso debe prestársele especial atención a este tema en el 
corto plazo.
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infraestructura desplegada y señal. Ahora bien, esto 
ha quedado en reflejado en informes realizados tanto 
por la CGR como por el mismo Micitt25, donde 
se menciona, por ejemplo, “se determinó que los 
usuarios de los centros educativos visitados carecían 
de: equipo de cómputo para hacer uso de los servicios 
de telecomunicaciones, adecuada infraestructura 
(seguridad, conexión eléctrica, obras civiles, cobertura 
de red limitada)” (CGR, 2015, p.1).

Ante esto, la oportunidad de mejora no sólo de 
eficiencia, sino de gestión, es latente, por lo que es 
indispensable que tanto Micitt (como ente rector) y la 
Sutel y Fonatel (como encargados de la ejecución de 
proyectos del fondo) velen por el correcto desarrollo 
y entrega de estos, yendo a una evaluación conjunta, 
donde entes privados (significando gastos adicionales 
–necesarios- al fondo o al presupuesto operativo de 
la Sutel) co-fiscalicen este proceso. De esta forma se 
podrá tener una imagen más completa y transparente 
de la asignación de los recursos, la materialización de 
los mismos en las regiones específicas y, finalmente, 
del uso de los servicios implementados.

En relación a las poblaciones indígenas, aquí debe 
hacerse la salvedad de la inherente barrera cultural 
que se interpone entre los pueblos y la prestación de 
servicios de telecomunicaciones en sus respectivos 
territorios. Ello pues se requiere de un proceso que 
no puede (ni debe) hacerse de forma abreviada; se 
necesita del compromiso expreso y comunicado 
de los pueblos, por medio de sus representantes 
legalmente definidos. Ante esto, la Sutel deberá 
buscar la posibilidad de formular e implementar 
de forma cooperativa este programa y así llevar a 
cabo la estrategia en se formuló en conjunto con el 
mismo Prosic en dado momento. Como se dijo, este 
programa podría llegar a depender indefinidamente 
de los recursos de Fonatel, dada la naturaleza del 
objeto a intervenir, pero ello no debería suponer una 
barrera, ya que tal es la finalidad del fondo.

•	 Desde una perspectiva normativa, la capacidad estatal 
para generar y fomentar oportunidades que fomenten 
la generación, implementación y adopción de una 

25   Véase el informe No. DFOE-IFR-IF-06-2015 de la Contraloría, 
y el Informe Evaluación de la Fase Inicial de Fonatel IT-GSI-2014-007 
del Micitt.

en regiones con difícil acceso. Actualmente, existen 
barreras, tanto en la gestión como en la ejecución 
de los proyectos, pero es labor de la Sutel y la 
dirección general de Fonatel atender los recursos 
y dificultades que desde la gestión aparezcan o se 
generen. Principalmente, en relación a los temas 
económicos, que suelen ser aquellos que generan 
mayor controversia, y dada la importante suma de 
dinero que implica Fonatel -y su Unidad de Gestión-, 
corresponde una justificación y transparencia plena 
de parte de los entes involucrados.

En términos materiales, el ICE es el principal 
operador con proyectos y recursos del fondo, con siete 
proyectos (todos los de Zona Sur y Pococí en Limón). 
Ello si bien supone la preponderancia del operador 
estatal como el principal ente de telecomunicaciones 
en el país, es evidencia de la competencia que ha 
llevado a esta empresa a ofertar por carteles en zonas 
de poco interés estratégico previo (como los cantones 
del sur del país). Esto conduce a otro elemento que 
resulta paradójico y problemático: la competencia 
por las licitaciones que tienen los operadores. Esto 
debido a que muchas veces los precios se postulan 
muy cerca del costo; es decir, sin caer en ofertas 
ruinosas, la pugna por lograr los contratos es tal 
que los oferentes formulan sus proyectos con niveles 
muy bajos de peso monetario para el fondo. De allí 
que a pesar del incremento en la ejecución en el 
número de proyectos, la salud financiera de Fonatel 
se mantenga tan positiva. Es decir, se está ante una 
barrera inherente del mercado en competencia (que 
irónicamente debería ser limitado por el instrumento 
solidario que es el fondo); los operadores ofertan 
a niveles bajos de compromiso económico, lo que 
puede tener consecuencias con el nivel o calidad del 
proyecto final.

Lo anterior remite a otra barrera que se ha mantenido, 
pero que según la información lograda en este informe 
cambiaría durante el 2016 y 2017. Esto es la falta de 
una evaluación sistemática y sistémica de los proyectos 
ejecutados de Fonatel. Hasta el momento, la Sutel 
solamente se ha enfocado en construir una serie de 
instrumentos con los cuales facilitar la futura evaluación 
en la prestación de servicios. Por otra parte, el ente 
regulador se ha enfocado en evaluaciones y revisiones 
técnicas de los proyectos, especializadas en velocidades, 
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Incluso, podría mencionarse la carencia de entes 
legislativos preminentemente enfocados en TIC y sus 
ramificaciones. Más allá de una comisión legislativa que 
llame a comparecer a partes o sujetos específicos; es decir, 
se necesita de un equipo especializado a disposición de 
los diputados que pueda velar por la viabilidad técnica 
y legal de los proyectos que van en dicha línea.

Finalmente, debe hacerse la mención en cuanto a la 
estabilidad institucional del sector; por cuanto, durante 
la redacción y edición de este informe, se dio un cambio 
en la cúpula del Viceministerio de Telecomunicaciones. 
Con este, Emilio Arias sale de la entidad y pasa a 
asumir la presidencia ejecutiva del IMAS, y se da la 
llegada de Edwin Estrada al cargo de viceministro. De 
allí que dicho tema será objeto de evaluación y análisis 
en la próxima edición de este informe para tener una 
perspectiva más completa e informada de su gestión.

El repaso que ha hecho este capítulo de los principales 
puntos sobre la normativa y la regulación en el campo de 
las TIC en Costa Rica pretende ser un insumo y punto de 
partida para discusiones serias que busquen ir más allá del 
panorama actual. Como se dijo líneas atrás, se busca hacer 
una revisión del estado del desarrollo de las TIC desde una 
perspectiva institucional, señalando las barreras que han 
impedido, ya se coyuntural o estructuralmente, su plena 
ejecución y adopción. Con ello se espera que los actores 
involucrados, así como otros stakeholders, valoren las 
oportunidades existentes desde el mismo sector público, 
o en alianzas público-privadas, para gestionar el progreso 
del sector, y con ello alcanzar un estado de vinculación 
tecnológica que implique una mayor eficiencia, desde 
la gestión burocrática hasta lo económico. Con esto, 
probablemente se estará más cerca de convertirse en una 
Sociedad de la Información y el Conocimiento.

verdadera SIC. Ello, ya que el plano legislativo, tiene 
una preminencia política y económica fundamental, 
al determinar cuáles proyectos avanzan y cuáles no, 
condicionando así las oportunidades que ciertos 
grupos puedan tener o percibir. De ahí que la 
formulación de leyes sea un elemento imprescindible 
a la hora de formular e incluso gestionar el impacto de 
las intervenciones, públicas y privadas.

Debe identificarse el entramado jurídico como la 
primordial barrera que deben sortear las iniciativas de 
desarrollo, enfáticamente en materia de tecnologías. 
Ello pues, de acuerdo con el principio de legalidad 
que rige la función pública, nada puede ir en contra 
de la ley, así como nada puede extenderse más allá de 
lo que la misma permita. Esto mismo se refleja en las 
discusiones de proyectos de ley de TIC, donde una 
multiplicidad de actores e instancias deben emitir 
criterios, sumado a que los legisladores deben velar 
por la naturaleza jurídica de lo propuesto y donde 
debe buscarse siempre el equilibrio entre los niveles 
normativos (nacionales e internacionales). Aunque 
ello puede representar oportunidades, por lo que 
dicta la experiencia, en este caso suele representar 
barreras en la formulación e implementación.

Desde una perspectiva bastante delimitada, debe 
atenderse cuidadosamente al devenir de proyectos 
como los mencionados en este capítulo, especialmente 
el que apunta a crear la agencia Fomproduce, debido 
a la controversial reestructuración institucional que 
supone. Con ello debe buscarse debatir las visiones en 
defensa del proyecto como en contra, ya que si bien 
el proyecto apunta a una dirección que puede generar 
mayores oportunidades, presenta ciertos puntos cuyo 
planteamiento puede llegar a ser problemático.

Roberto Cruz Romero

Investigador en Prosic. Licenciado en Diseño Gráfico y egresado de la Licenciatura en Ciencias Políticas, 
ambos por la Universidad de Costa Rica. 

roberto.cruz@ucr.ac.cr
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